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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



VIGÉSIMA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES.

SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
18 de Mayo de 2016.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Muy buenos días. 

Damos inicio a la Vigésima  Sesión del Primer  Período  Ordinario de Sesiones del  Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima  Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.  

Se solicita a las Diputadas y Diputados  presentes que registremos  nuestra asistencia mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase informar sobre el número de integrantes del Pleno que están presentes y si existe quórum para el desarrollo de la sesión.

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 

Diputado Presidente,  se informa que estamos presentes 15 Diputadas y Diputados, que somos la mayoría de los integrantes del Pleno, por lo que existe quórum legal para el desarrollo de la sesión. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben  en la misma. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez,  sírvase  a dar lectura al Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 

Orden del Día de la Vigésima Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

18 de Mayo del año 2016.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la sesión. 


3.- Lectura, discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:

A.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares del Partido Primero Coahuila, mediante la cual se propone que el Tribunal Electoral de Coahuila de Zaragoza, cuente con una Defensoría Pública Electoral para la defensa de los derechos políticos electorales del ciudadano.

8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:

A.- Iniciativa de Ley de Imagen Institucional y Urbana para el Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Luis Gurza Jaidar.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto de Ley que Regula la Operación y Funcionamiento del Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como para derogar diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.

C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona el numeral 7 al Artículo 184 al Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, mediante la cual propone que en ningún caso se permita el acceso a las mamparas de votación a personas que porten celulares, cámaras fotográficas, de videograbación, escáner o algún aparato electrónico.
D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona la sección V y el Artículo 152 Bis, a la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual propone  que los internos, sus familias y demás personas que determine la autoridad correspondiente, están obligados a participar en los servicios de prevención, asistencia y atención familiar, siempre y cuando se atienda a criterios que favorezcan la vinculación con su entorno familiar y social.
E.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el Artículo 2 adicionando la fracción XII, así como el Artículo 4 reformando la fracción II y adicionando la fracción XXII de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone establecer que las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, se mantengan coordinados a fin de atender de manera especial las enfermedades endémicas y epidémicas, impulsando programas de prevención e información sobre ellas, así como el promover y coordinar acciones de información y orientación educativa sobre salud sexual y reproductiva a fin de prevenir y atender embarazos tempranos, infecciones de  transmisión sexual así como favorecer el acceso universal de métodos anticonceptivos y la toma de decisiones responsables.

F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 100 y 101 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social  para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Martha Garay Cadena, mediante la cual propone eliminar la posibilidad de que las mujeres puedan ser internadas en secciones especiales separadas de los hombres en instituciones mixtas, para solo dejar el supuesto del internamiento en instituciones destinadas para ellas, con la finalidad de evitar violaciones a derechos humanos.

G.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios; y de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, ambas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben, mediante la cual propone establecer como requisito para ser proveedor de la administración pública, el no estar sancionado por violaciones o incumplimiento de la normatividad ambiental o sujeto a un proceso de la misma naturaleza, requisitos que deberán acreditarse ante el órgano de control para poder obtener el certificado de aptitud correspondiente.

H.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se adiciona el Artículo 22 Bis, a la Ley de Protección  Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Antonio Nerio Maltos, con relación a la formación de los servidores públicos adscritos a las unidades de protección civil y de los servicios de atención de emergencias.

I.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar la fracción VII y adicionar la fracción VIII al Artículo 14 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Carolina Morales Iribarren, mediante la cual propone que las entidades públicas diseñen con una visión transversal, la política integral con perspectiva de género orientada a la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia laboral contra las mujeres.

J.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el inciso A) de la fracción II, del Artículo 311, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Verónica Martínez García, mediante la cual propone que la caducidad de la instancia opere a partir de la presentación de la demanda y no del emplazamiento.

K.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Shamir Fernández Hernández, mediante la cual propone suprimir el beneficio de libertad preparatoria a los sentenciados por el delito de violación.
9.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.- Dictamen de la Comisión de Igualdad y No Discriminación, con relación a una Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción XXVII del Artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de las Diputadas Martha Garay Cadena y Verónica Martínez García, mediante la cual propone que sean consideradas personas con discapacidad aquellas que tengan algún trastorno de talla y peso congénito o adquirido.

B.- Dictamen de las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de la Defensa de los Derechos Humanos, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se adiciona el párrafo tercero del Artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Martha Hortensia Garay Cadena, Ana Isabel Durán Piña y el Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, y las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, con la finalidad de limitar el objeto de la referida ley para posibilitar la atención del problema de la discriminación, así como el evitar en la medida de lo posible las propias conductas discriminatorias o excluyentes.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Viesca, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a incorporar como Bien del Dominio Privado del Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, los lotes de terreno que conforman una superficie de 218-81-40.48 hectáreas, ubicados en la cabecera municipal, con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 32,549.69 M2., ubicada en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal, con objeto de que se realice la construcción del edificio que albergará el Centro de Justicia Penal Federal.

F.- Dictamen presentado por de la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de General Cepeda, con el fin de que se autorice al Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,800,000.00 (Siete Millones Ochocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal.
10.- Clausura de la sesión y citatorio para la próxima sesión. 

Diputado Presidente, cumplida la lectura del Orden del Día. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Se somete a consideración el Orden del Día. 

No habiendo  intervenciones, se somete a votación el Orden del Día, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, que tome nota de la votación  e   informe sobre el resultado.

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema.  

Diputada Secretaria  Sonia Villarreal Pérez: 

Diputado Presidente,  se informa que el  resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y  0 abstenciones. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Conforme el resultado de la votación, se aprueba por unanimidad  el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión en los términos en que fue presentado.

Esta Presidencia informa que los Diputados José María Fraustro Siller, Francisco Tobías Hernández, Shamir Fernández Hernández, Ana Isabel Durán Piña y Claudia Elisa Morales Salazar han hecho su arribo a esta sesión, y al Diputado José Armando Pruneda han hecho su arribo a esta sesión después del pase de lista,  para efectos de su asistencia,  y la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras con falta justificada. 

Se informa que por acuerdo de los integrantes de la Junta de Gobierno, se solicita la dispensa de la lectura a la Minuta de la sesión anterior, así como del informe sobre el trámite realizado respecto a las proposiciones con Punto de Acuerdo de la sesión anterior, lo cual se somete a su consideración. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa.  Le solicito a la Diputada Secretaria   Luisa Ivone Gallegos Martínez, que tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria   Luisa Ivone Gallegos Martínez: 

Diputado  Presidente,  se informa que el resultado de la votación es 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de la lectura de los asuntos antes mencionados, por lo que se somete a consideración la Minuta de la sesión anterior.  Si alguien desea intervenir, sírvase manifestarlo. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la Minuta de la sesión anterior.  Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, sírvase tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria  Luisa Ivone Gallegos Martínez: 

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es: 18 votos a favor; 0 votos en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Se aprueba por unanimidad la Minuta de la sesión anterior en los términos en que fue presentada. 

MINUTA DE LA DÉCIMA NOVENA SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO Y SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 12 MINUTOS, DEL 12 DE MAYO DEL AÑO 2016, Y ESTANDO PRESENTES 18 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, DIO INICIO LA SESIÓN INFORMANDO LA PRESIDENCIA QUE LOS DIPUTADOS  JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER Y LEONEL CONTRERAS PÁMANES DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÁN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA. 

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE TRATARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.
3.- SE DIO LECTURA AL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO EL ESTADO.

4.- SE DISPENSÓ LA LECTURA DEL INFORME SOBRE LE TRAMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

4.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA RECONOCER EXPRESAMENTE EL DERECHO DE ACCESO A INTERNET Y A LA BANDA ANCHA, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÍA DARSE SEGUNDA LECTURA, CON UN INTERVALO DE 10 DÍAS, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD PARA ESTE EFECTO. 
5.- SE  HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR EL ARTÍCULO 7 BIS DE LA LEY ESTATAL DE EDUCACIÓN, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA ANA ISABEL DURÁN PIÑA, MEDIANTE LA CUAL SE PROPONE UTILIZAR UNA TERMINOLOGÍA CON PERSPECTIVA DE IGUALDAD DE GÉNERO, Y FUE TURNADA A LAS COMISIONES UNIDAS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN;  DE EDUCACIÓN, CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

6.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE RENDICIÓN DE CUENTAS Y FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LARIZA MONTIEL LUIS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO LUJAMBIO IRAZÁBAL”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, MEDIANTE LA CUAL SE PROPONE QUE LA PARTICIPACIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO EN EL PROCESO DE FISCALIZACIÓN SEA MÁS EFICIENTE, TENIENDO ACCESO A DIVERSA INFORMACIÓN QUE SE LE PUEDA SOLICITAR A LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

7.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LAS FRACCIONES VIII Y IX DEL ARTÍCULO 27 DE LA LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, A FIN DE QUE LOS MUNICIPIOS EN LA ESFERA DE SU COMPETENCIA, EVITEN LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS EN ZONAS DONDE LAS POBLACIONES SE EXPONGAN AL RIESGO DE DESASTRES POR IMPACTOS ADVERSOS DEL CAMBIO CLIMÁTICO, Y FUE TURNADA A  LAS COMISIONES UNIDAS DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, Y DE DESARROLLO URBANO, INFRAESTRUCTURA Y TRANSPORTE PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

8.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE QUE EN CASO DE QUE UN JUEZ ESTIME CARECER DE COMPETENCIA, UNA VEZ QUE ASÍ LO DECLARE DE INMEDIATO REMITA LA DEMANDA Y SUS ANEXOS AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE ESTIME COMPETENTE, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA,  PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

9.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL INCISO 7) DE LA FRACCIÓN III, DEL ARTÍCULO 182 DEL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, MEDIANTE LA CUAL PROPONE SUSTITUIR EL TÉRMINO DE REGLAMENTOS DE ECOLOGÍA POR EL DE MEDIO AMBIENTE Y BIENESTAR ANIMAL, CON LA FINALIDAD DE QUE LA DEFINICIÓN SEA EN EL SENTIDO DE REGLAMENTAR EL CONJUNTO DE CIRCUNSTANCIAS EXTERIORES A UN SER VIVO Y NO A UNA CIENCIA, BRINDANDO ASÍ CONCORDANCIA RESPECTO A LA OPERATIVIDAD DE LA LEY, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA,  PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

10.- LA PRESIDENCIA INFORMÓ QUE A PETICIÓN DEL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ, COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA RETIRÓ DEL ORDEN EL DÍA APROBADO, EL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA EL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ; ASÍ COMO A UNA SEGUNDA INICIATIVA PARA ADICIONAR EL ARTÍCULO 286 BIS PLANTEADA POR EL DIPUTADO LEONEL CONTRERAS PÁMANES, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “MANUEL MUÑOZ OLIVARES”, DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA; MEDIANTE EL CUAL SE PROPONE CONSIDERAR CON MODALIDAD AGRAVANTE EN LA CATEGORÍA DE DELITOS CULPOSOS EL MANEJAR UN VEHÍCULO AUTOMOTRIZ UTILIZANDO EL TELÉFONO CELULAR CON LAS MANOS.
11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO RURAL, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA ABROGAR LA LEY DE APARCERÍA RURAL, PLANTEADA POR EL DIPUTADO LEONEL CONTRERAS PÁMANES, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “MANUEL MUÑOZ OLIVARES”, DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA, CONJUNTAMENTE CON LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA.

12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 20 EN SU FRACCIÓN V Y VI RECORRIENDO TODAS LAS ULTERIORES DE LA LEY DE IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, A FIN DE ESTABLECER LAS MEDIDAS PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA DE GÉNERO Y LA VIOLENCIA FAMILIAR Y GARANTIZAR LA INTEGRACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD DE TRATO Y DE OPORTUNIDADES EN EL CONJUNTO DE LAS POLÍTICAS ECONÓMICA, LABORAL Y SOCIAL.
13.- DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO, POR LA CUAL SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 41 FRACCIÓN VII, RECORRIENDO LAS POSTERIORES DE LA LEY DE IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA, A FIN DE VIGILAR EL DERECHO AL ASCENSO, A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO Y A TODAS LAS PRESTACIONES Y OTRAS CONDICIONES DE SERVICIO, ASÍ COMO AL ACCESO A LA FORMACIÓN PROFESIONAL Y LA CAPACITACIÓN, NO SEAN VULNERADOS EN RAZÓN DE SEXO O DISCAPACIDAD, CUALQUIERA QUE ESTA SEA.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE EN EL ESTADO, SU VALIOSA INTERVENCIÓN ANTE LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA (CONAGUA), A FIN DE QUE SE CONCRETEN LOS ACUERDOS ENTRE LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO (CEAS) Y EL AYUNTAMIENTO DE PIEDRAS NEGRAS, PARA DECLARAR LA RESPONSABILIDAD EJECUTORA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA PLANTA POTABILIZADORA DE AGUA EN DICHA CIUDAD”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ.
15.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO “CON MOTIVO DEL DÍA MUNDIAL DE LA FIBROMIALGIA Y DEL SÍNDROME DE LA FATIGA CRÓNICA”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CAROLINA MORALES IRIBARREN.
EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS LEGISLADORES QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN ASISTIENDO FINALMENTE 23 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS.
NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN SIENDO LAS 12:00 CON 47 MINUTOS, DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LOS DIPUTADOS Y DIPUTADAS A LA VIGÉSIMA SESIÓN, QUE SE LLEVARÍA A CABO  A LAS 11 HORAS, DEL 17 DE MAYO DE 2016.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 12 DE MAYO DE 2016
DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.

SECRETARIA.
	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN
SECRETARIA.




INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRESENTADA EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 12 DE MAYO DE 2016.

Sobre el trámite realizado respecto a la Proposición con Punto de Acuerdo que se presentó en la sesión celebrada el 12 de mayo de 2016, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Medio Ambiente del Estado, el punto de acuerdo, mediante el cual se le solicita “Su valiosa intervención ante la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) a fin de que se concreten los acuerdos entre la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento (CEAS) y el Ayuntamiento de Piedras Negras, para declarar la responsabilidad ejecutora de la construcción de la planta potabilizadora de agua, en dicha Ciudad”, planteado por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Sonia Villarreal Pérez, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 18 DE MAYO DE 2016.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 
Solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, se sirva dar lectura al informe de correspondencia y documentación recibida. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 

Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado

18 de mayo de 2016

1.- Oficio del Secretario de Finanzas, mediante el cual presenta el informe financiero correspondiente a los meses de enero, febrero y marzo de 2016, en los términos de lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política del Estado de Coahuila y para los efectos que correspondan. 

Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública

2.- Oficio del secretario del ayuntamiento de Torreón, mediante el cual envía una iniciativa de decreto en la se solicita se autorice la desincorporación del dominio público municipal de un inmueble con una superficie de 330.00 m2, ubicado en la colonia Aviación de esa ciudad, con objeto de enajenarlo a título oneroso a favor de la C. María del Rosario Carrillo Alcocer, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra. 

 Túrnese a la Comisión de Finanzas
3.- Oficio del presidente municipal de Villa Unión, mediante el cual envía una reforma al presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 2016.

Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública

4.- Oficio de la Vicepresidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, mediante el cual informa que fue clausurado su segundo periodo de sesiones ordinarias del primer año de ejercicio de la Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso de la Unión.

de Enterado

5.- Oficio del Presidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, mediante el cual informa sobre la instalación de la misma comisión correspondiente al segundo receso del primer año de ejercicio de la Sexagésima Tercera Legislatura, así como la integración de su mesa directiva. 

de Enterado

Diputado Presidente,  cumplida la lectura de la correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Gracias Diputada. 

Se concede la palabra al Diputado   Leonel  Contreras Pámanes, para dar segunda lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 A del Orden del Día aprobado. 

Diputado   Leonel  Contreras Pámanes:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

Me dispongo a dar segunda lectura a la presente iniciativa que modifica diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:  
Exposición de Motivos.

H. Pleno del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.

El que suscribe, diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del partido Primero Coahuila, de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos 

El pasado 7 de marzo el Diario Oficial de la Federación, publicó el Acuerdo  General número 22 del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a través del cual se crea leglmente la Defensoría Pública Electoral para la protección de los de derechos politico electorles de los pueblos indígenas.

Sin lugar a duda, la creación de esta nueva institución le da un gran avance a la vida democrática de nuestro país, pues las comunidades indígenas las que sabemos históricamente padecen grandes carencias económicas, ahora al menos en cuanto al tema de derechos políticos electorales, podrán contar con una defensa que será gratuita y que les gratizará el poder tener una representación jurídica en caso de asi requerirlo.

En ese sentido, la creación de la Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades Indígenas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, se erige como una protección jurídica especial que contribuirá a que los pueblos y comunidades indígenas estén en aptitud de acceder en condiciones de igualdad material respecto de las demás personas, a la jurisdicción electoral completa y efectiva para la defensa y protección de sus derechos políticos electorales.

Si bien es cierto, en Nuestro Estado no contamos con un gran núero de comunidades y pueblos indígenas, como Oaxaca o Chiapas solo por mencionar algunos, si tenemos un gran número de comunidades rurales, cuyos campesinos y pequeños productores, al igual que los pueblos indígenas históricamente vienen padeciendo una gran necesidad económica, donde su prioridad es tener para el sustento diario de su fmilia.

Por tal motivo, es que el día de hoy, presento esta Reforma a la Constitución del Estado, con el fin de que se plasme en nuestro máximo ordenamiento jurídico, la creación de una defensoría publica electoral, que vay encaminada principalmente a defender y proteger los derechos político electorales de las habitantes de las comunidades rurales, los cuales por falta de solvencia económica y desconocimiento de la ley, en muchas de las ocasiones no hacen valer sus derechos que por ley les corresponde.

Se preguntaran por que a nivel nacional se creo la defensoria publica electoral mediante un acuerdo del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, y un servidor lo propone mediante una reforma a la constutición local.

Al respecto, les comento que, asi como en muchas otras cosas nuestro estado esta a la vanguardia, en esta ocasión considero, que en materia electoral también debemos ser pioneros a nivel nacional, proponiendo se cree una Defensoría Pública Electoral, que salvaguarde los derechos políticos electorales de los ciudadanos coahuilenses, debiendo quedar plasmado tal acontecimiento en una reforma a la constitución y no mediante un acuerdo que puede quedar sin efectos, con la misma prontitud como fue aprobado y consensado.

Por ultimo, les comento que, en días pasados estuvo en esta ciudad capital, la Magistrada Presidenta de la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de a Federación, con sede en Monterrey Nuevo León, licenciada Claudia Valle y expuso ante varios medios de comunicación, la necesidad que los estados del país, cuenten con una defensoria publica electoral, que no sea exclusiva para grupos en situación de vulnerabilidad, reconociendo ademas que este tema es una asignatura pendiente no soo de las autoridades electorales sino del Estado Mexicano.  

En virtud de lo anterior, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones al numeral 6 del Articulo 27 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, de la manera siguiente:

Artículo 27. La renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, así como de los ayuntamientos, se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

6. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales y los relativos a plebiscitos y referendos, la ley establecerá un sistema de medios de impugnación del que conocerá el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza. En materia electoral la interposición de los medios de impugnación no producirá efectos suspensivos sobre la resolución o el acto reclamado. El Tribunal Electoral será órgano permanente, autónomo y máxima autoridad jurisdiccional electoral. Se integrará por tres Magistrados, que durarán en su encargo 7 años y cuya designación se realizará de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes en la Materia. 

Para la defensa de los derechos políticos electorales del ciudadano, el Tribunal Electoral de Coahuila de Zaragoza, contará con una Defensoría Pública Electoral, cuyas atribuciones y funciones serán reguladas por las leyes generales en la materia y las demás disposiciones aplicables.
El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 158 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial, en los términos que establece el artículo 136 de esta Constitución y demás leyes aplicables.

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila a 02 de Mayo de 2016

Atentamente

Dip. Leonel Contreras Pámanes

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila.
Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, se dispone que esta iniciativa se turne a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y a la Comisión Especial Encargada de la Armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal en materia Político-Electoral,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Luis Gurza Jaidar, para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 A del Orden del Día. 

Diputado Luis Gurza Jaidar: 

Con su permiso, Diputado Presidente.

Compañeras Diputadas y Diputados. 

Se pone a consideración de este Honorable Congreso una propuesta de ley que consolida la obligación que tenemos todos los Poderes del Estado a cumplir cabalmente con lo establecido en el Artículo 134 de la Constitución Federal que establece que toda propaganda,  bajo cualquier modalidad de comunicación social que difundan los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y los entes de gobierno de la administración pública y cualquier otro ente de los tres poderes de gobierno deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de educación social.   También nos obliga a que ninguna propaganda incluya nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público. 

Aunado a que con esta ley damos debido cumplimiento a nuestra Constitución Federal, con esta propuesta estamos ratificando una de las demandas a todo nivel de gobierno que es la falta de recursos para desarrollar programas sociales y atender compromisos con los ciudadanos, pues a través de esta ley se pretende que el estado y sus municipios adopten una imagen representativa de cada ente de gobierno y que mínimamente la conserven por un período de 12 años y reducir así los gastos innecesarios en cada cambio de gobierno municipal o estatal, evitando que el presupuesto se destine a estos fines y se oriente a mejores fines sociales. 

Como podrán ver en el proyecto que está de manera completa en la Gaceta Legislativa,  no solo promueve la identidad de los coahuilenses con la  imagen institucional, sino que también al crearse se ha pensado en la economía y finanzas sanas de los municipios y del estado para evitar el gasto excesivo e innecesario que conlleva el cambio periódico hoy de cada 4 ó 6 años en la imagen institucional y urbana y las próximas administraciones de los municipios y del estado cada 1, 3 y 6 años. 

Tal se propone que la imagen institucional sea diseñada conjunto con la participación de toda la sociedad,  no solo para fortalecer la comunicación de todas las acciones y proyectos de gobierno, sino para que proyecte la unidad y la identidad de los coahuilenses. 
Así las cosas, en un contexto de mayor madurez democrática es que surge la necesidad de desproveer a la imagen institucional, incluso la imagen urbana de todos los gobiernos en el estado de Coahuila, de cualquier elemento que pueda ser partidista y en este sentido se propone que la imagen institucional y urbana del estado se conforme con elementos que reflejen la pluralidad política y social de Coahuila y las normas nacionales e internacionales de imagen urbana que transmitan nuestra identidad cultural y que la misma pueda ser acogida por todos los ciudadanos sin importar su género, ideología, nivel socioeconómico o filiación partidista. 

Las normas que esta iniciativa plasman tendrán carácter de obligatorio para todas las dependencias y entes de gobierno de la administración pública en sus tres poderes dentro del estado de Coahuila de Zaragoza, de acuerdo con los formatos, diseños y supuestos de uso previstos en la misma, lo que a su vez nos lleve a la necesidad de arbitrar un procedimiento para la producción de documentos y material impreso que garantice la validez de los modelos utilizados y mejore la transparencia y la claridad de la relación con los usuarios de los servicios públicos que ofrecen las entidades de gobierno, lo que también prevé nuestra propuesta de ley. 

Esta ley dará claras muestras sociales al país entero, de nuestra fuerza y unidad, pues la imagen de nuestro estado reflejará a sus ciudadanos y no a ideas o partidos políticos, impidiendo así que en algunos lugares encontremos desde papelería, recibos oficiales, tarjetas de presentación, hasta arbotantes, bancas, barandales, vehículos e incluso escuelas pintadas de colores según el partido que gobierna, y mismos que frecuentemente ante la alternancia tienden a cambiarlos de color repercutiendo el costo en el erario público, es ahí donde los ciudadanos somos fieles testigos del nivel de gasto en que se incurre y por tal a esta exposición no hace falta números, valores o estadísticas, pues todos vemos y criticamos este innecesario gasto y exigimos que los gobiernos entren entre otras cosas trasciendan por sus obras y acciones y no por sus mensajes o campañas publicitarias. 

Es por todo lo anterior que esta propuesta busca crear mecanismos efectivos para reducir el gasto en áreas que no benefician a los ciudadanos y que podrían ser direccionados en ampliación o desarrollo de programas que tengan un impacto directo en mejorar la calidad de vida de los coahuilenses. 

En nuestra entidad hoy en día se hace trascendental y de inminente importancia la aprobación de esta ley, para que de acuerdo con los tiempos establecidos en los artículos transitorios las actuales dependencias y entes de gobierno emitan las convocatorias y cuanto antes inicien los procedimientos establecidos en la ley y sea esta Legislatura quien deje los manuales de identidad aprobados para su futura implementación, ya que a fin de empatar los comicios locales con los federales, este Congreso aprobó en materia electoral que los próximos alcaldes de nuestro estado durarán únicamente 1 año en su gestión y por lo tanto, ante los conocidos usos y costumbres de las administraciones públicas se aproxima también el cambio de imagen institucional y urbana de los ayuntamientos de solo un año, por lo que esta reforma podría prevenir el gasto innecesario de que los municipios gasten en dichos cambios de imagen mientras se emparejan a los comicios federales y tener períodos de las administraciones municipales de tres años,  así bien el cambio de imagen institucional y urbana atendería únicamente a la ley y tendrían una duración de al menos 12 años. 

Efectivamente, no atender con oportunidad esta problemática,  implicará que en el año 2018 se destinará parte del presupuesto municipal al cambio de la imagen institucional y urbana de los municipios, lo que conlleva a gastos innecesarios con vigencia, durabilidad de 1 año,  y que podrían destinarse a otras áreas de mayor prioridad dentro de los municipios, por lo que es necesario la aprobación oportuna de esta ley que ahora ponemos a su consideración,  para ahorrar tanto los municipios como a todos los entes de gobierno en el estado, gastos en imagen institucional y urbana que cambian con frecuencia y que además impiden la identificación del ciudadano con símbolos o emblemas que perduren por tiempos más prolongados y que no representen a ningún partido político, como por ejemplo pudiera ser el uso de los escudos de armas o los tradicionales eslogan regionales. 

Cabe precisar que en fechas pasadas, este Grupo Parlamentario, en voz del compañero Diputado Melchor Sánchez, presentó ante esta Soberanía como avances a la presente iniciativa,  diversas reformas a la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

También se propuso reformar la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales de Coahuila de Zaragoza, y se solicitó adicionar un párrafo segundo al Artículo 8º de la Ley Sobre el Escudo del Estado de Coahuila y el Himno Coahuilense, medidas que junto con esta iniciativa atienden de manera integral la problemática planteada y así solicitamos sean analizadas en las comisiones dictaminadoras. 

Así bien, después de esta breve explicación que se encuentra ampliada en la exposición de motivos de la iniciativa, es que este conjunto de medidas integrales se pone a su consideración,  pues estas acciones de justicia cotidiana generarán múltiples beneficios económicos y sociales a nuestro estado, siendo vanguardistas al respecto y auténticas políticas públicas que escuchan a los ciudadanos con eminentes ánimos de mejorar la vida de sus familias y fortalecer la identidad cívica con sus gobiernos.

Es cuanto, ciudadano Presidente,  y solicito que esta participación sea integrada a la Exposición de Motivos.   Muy amables. 

(Texto íntegro de la Iniciativa de Ley de Imagen Institucional y Urbana para el Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios).
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. PRESENTE.-

Iniciativa que presentan los integrantes, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, en voz del DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR, en ejercicio de la facultad legislativa que confiere el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así́ como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en el carácter de Diputadas y Diputados Integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente INICIATIVA DE LEY DE IMAGEN INSTITUCIONAL Y URBANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA Y SUS MUNICIPIOS.

De acuerdo con lo siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Esta propuesta de ley consolida la obligación a todos los poderes del estado así como sus Municipios a cumplir cabalmente con lo establecido en el artículo 134 de la Constitución federal, mismo que plantea que la propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entes de Gobierno de la administración pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.

Además de atender la Constitución federal que rige en toda la república, con esta propuesta estamos ratificando una de las demandas de todo nivel de gobierno, que es la falta de recursos para desarrollar los programas sociales o compromisos con los ciudadanos, pues a través de esta ley se pretende que el Estado y sus Municipios adopten de manera uniforme una imagen representativa del estado y que mínimamente la conserven por un periodo de 12 años, ya que resulta un gasto innecesario para el estado que cada cambio de administración municipal o estatal, se cambie las imágenes, logotipos y colores, que no proyectan la pluralidad ideológica, política y social, sino más bien una imagen personal o propia del partido en el poder.

Es por ello que la imagen institucional debiera ser diseñada en conjunto con la participación de toda la sociedad, no sólo para fortalecer la comunicación de todas las acciones y proyectos de Gobierno, sino para que proyecte la unidad y la identidad de los Coahuilenses.

Se ha pensado con este instrumento también en la economía y finanzas sanas de los Municipios y por qué no del Estado, para evitar el gasto excesivo e innecesario  que conlleva el cambio periódico hoy de cada 4 ó 6 años en la imagen institucional y urbana y las proximas administraciones de los Municipios o del Estado cada 1, 3 y 6 años.

Aunado a que la importancia de la comunicación y la trascendencia de la imagen en las organizaciones actuales, muy especialmente en las Administraciones Públicas, unida a la necesidad del Gobierno  de reafirmar su carácter institucional en cuanto a referencia para el ciudadano, hacen conveniente la aprobación de la siguiente iniciativa destinada a regular los elementos básicos de identidad estatal, en el marco de un programa de imagen institucional que pretende mejorar la proyección exterior del gobierno del Estado, estableciendo los símbolos que expresan su identidad, definiendo su uso y concretando un conjunto de medidas que garantice la necesaria homogeneidad en sus manifestaciones externas, pues las distintas dependencias y entidades que forman parte de los entes de Gobierno requieren la existencia de símbolos y logotipos homogéneos que distingan en su relación con los ciudadanos a una institución gubernamental que no esté sujeta a identificarse con ideologías políticas o partidistas, legitimando su autoridad ante los ciudadanos y el resto de las instituciones.

Así las cosas, en un contexto de mayor madurez democrática, es que surge la necesidad de desproveer a la imagen institucional, incluso la imagen urbana del Gobierno del Estado y sus Municipios de cualquier elemento que pueda ser partidista y sea los escudos de armas del estado y sus Municipios sobre los que gire la imagen institucional en cualquier nivel de gobierno y poder.
En consecuencia de esta reforma se evitaría una derrama económica importante en el gasto público, se propone esta iniciativa de ley que además de normar la imagen institucional y urbana del Estado y sus Municipios, brinde transparencia y certeza sobre su uso.

En este sentido, se propone que la imagen institucional y urbana del Estado se conforme con elementos que reflejen la pluralidad política y social de Coahuila y las normas nacionales e internacionales de imagen urbana, que transmita nuestra identidad cultural y que la misma pueda ser acogida por todos los ciudadanos sin importar su género, ideología, nivel socioeconómico o filiación partidista.

Estas normas de utilización de la imagen institucional y urbana del Estado tendrán carácter obligatorio para todas las dependencias y entes de gobiernos de la Administración Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza de acuerdo con los formatos, diseños y supuestos de uso previstos en la misma.

Por otra parte, el establecimiento de una imagen institucional  homogénea lleva consigo la necesidad de arbitrar un procedimiento para la producción de documentos y material impreso que garantice la validez de los modelos utilizados y mejore la transparencia y la claridad en la relación con los usuarios de los servicios públicos que ofrecen la entidades del Gobierno, lo que exige un esfuerzo de normalización y racionalización que facilite a los usuarios la identificación de esos documentos con formato, diseño y contenidos homogéneos, estableciendo una estructura común para su utilización por los órganos de este gobierno. 

Igualmente, la armonización de una imagen urbana en el Estado, dará claras muestras sociales al País entero de fuerza y unidad, impidiendo así que en algunos lugares encontremos arbotantes, bancas, barandales, vehiculos e incluso escuelas pintadas de colores rojos, en otros azules y en unos más naranjas, mismos que frecuentemente ante la alternancia tienden a cambiarlos de color repercutiendo el costo en el erario público.

Es  por todo lo anterior, que esta propuesta busca crear mecanismos efectivos para reducir gastos en áreas que no benefician a los ciudadanos y que podrían ser redireccionados en ampliación o desarrollo de programas que tengan un impacto directo en mejorar la calidad de vida de los Coahuilenses.

Atiendo además a que tan solo en el segundo trimestre de 2015, un Municipio de la región sureste realizo un gasto publicitario por habitante fue 51.6 pesos y en el norte del Estado fue de 43.5 pesos. En el mismo periodo de 2014, otro Municipio de la región llegó a gastar hasta 7, por lo que obligando al estado y a sus Municipios a crear una imagen institucional homogénea, procuramos también controlar, incluso disminuir el derroche injustificado del gasto público, tal como ha sucedidó en otros gobiernos que por no partidizar omitimos referenciar.

Hoy en día, en nuestro Estado, ante los tiempos que estan por venir, se hace más trascendental la aprobación de esta ley, debido a la aprobación que a fin de empatar los comicios locales con los federales, realizo este Congreso en materia electoral, asi que los próximos alcaldes de nuestro estado durarán unicamente un año de gestión por lo tanto, ante los conocidos usos y costumbres de las administraciones públicas, se aproxima también el  cambio anual de imagen institucional y urbana de los ayuntamientos por lo que esta reforma podría prevenir el gasto innecesario de que los Municipios gasten anualmente en cambios de imagen, mientras se emparejan a los comicios federales y tener periódos de las administraciones municipales de tres años 

Efectivamente, lo anterior implicaría que en el año 2018 se destinara parte de presupuesto municipal al cambio de imagen institucional y urbana de los Municipios, lo que conlleva a gastos innecesarios con vigencia o durabilidad de un año y que podrían destinarse a otras áreas de mayor prioridad dentro de los Municipios, por lo que es necesario la aprobación oportuna de esta ley que ahora ponemos  a su consideración para ahorrar tanto a los Municipios como a los estados, gastos en imagen institucional y urbana que cambian con frecuencia y que además impiden la identificación del ciudadano con símbolos o emblemas que perduren por tiempos más prolongados y que no representen a ningún partido polític, como por ejemplo lo son los Escudos de Armas.

Cabe precisar que en fechas pasadas, este grupo parlamentario presentó ante esta soberania como avances a la presente iniciativa las siguiente reformas:
Adición de una fracción VIII y IX, al artículo 3 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila De Zaragoza. Para quedar como sigue:
VIII. En la construcción, constitución, ampliación, adecuación, remodelación, conservación, mantenimiento o modificación de las obras e inmuebles públicos, así como en la planeación y el diseño de un proyecto urbano o arquitectónico, deberán atenderse una imagen institucional, quedando estrictamente prohibido la utilización de colores, eslogan e imagen que tengan relación directa con algún partido político.
VIII. En la adquisición, adecuación, mantenimiento y uso de bienes inmuebles de carácter público deberán utilizarse colores institucionales.
Se propuso reformar la fracción XXVII recorriéndose en sus términos, adicionándose una fracción XXVIII al artículo 52, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza. Para quedar como sigue:
XXVII. Abstenerse de autorizar, ejecutar o aprobar el uso de colores, escudos, símbolos, signos o frases que directa o indirectamente puedan vincularse con algún partido político en la adquisición, adecuación, mantenimiento y uso de bienes muebles e inmuebles de carácter público.
XVIII. Las demás que le impongan los ordenamientos jurídicos y administrativos aplicables.
Y por ultimo, se solicitó  adicionar un párrafo segundo al artículo octavo de la Ley  sobre el Escudo del Estado de Coahuila y el Himno Coahuilense. Para quedar como sigue:

Artículo octavo. … 
Los colores del escudo de Coahuila de Zaragoza, serán considerados colores institucionales para fines de su utilización en los bienes muebles e inmuebles destinados al servicio público.
Por las razones antes expuestas y con fundamento en las disposiciones jurídicas invocadas, los que  suscriben someten a esta Honorable Asamblea la siguiente: 

INICIATIVA DE LEY DE IMAGEN INSTITUCIONAL Y URBANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SUS MUNICIPIOS, 

para quedar como sigue:

LEY DE IMAGEN INSTITUCIONAL Y URBANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SUS MUNICIPIOS.

CAPITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de observancia obligatoria para las dependencias y entes de Gobierno de la administración pública municipal y estatal en Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial, y tiene por objeto establecer los lineamientos en que deberán sustentarse las políticas, criterios y actividades en materia de imagen institucional y urbana del Estado de Coahuila. Así como la forma en que se decidirá el símbolo de identidad institucional de cada uno de los diferentes entes de Gobierno.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, las dependencias y entes de Gobierno que forman parte de la Administración Pública municipal y estatal en el Estado de Coahuila de Zaragoza bajo sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial deberán incluir en sus documentos, publicaciones y demás material impreso, así como en el material audiovisual que usen con motivo del ejercicio de sus funciones, el símbolo de identidad institucional que se decidirá en la forma y términos que determine esta ley.

Igualmente, las autoridades señaladas en el párrafo anterior, deberán observar el color con que se pintará toda la infraestructura urbana y pública, bienes muebles e inmuebles patrimonio de la Administración Pública y que se encuentre bajo su resguardo, así como el símbolo de identidad institucional que podrá ser usado en la infraestructura gubernamental.

Asimismo, deberán ubicar el  símbolo de identidad institucional para la identificación de bienes muebles e inmuebles destinados a uso del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, sus Municipios, los entes de gobierno en sus tres poderes de gobierno.

Las plazas, escuelas, postes, arbotantes, juegos, bancas, bardas, camellones, banquetas, vehiculos, edificios, y demás elementos que integren la imagen urbana de los Municipios y del Estado, deberán atender los colores de la imagen institucional que sean elegidos a través de los concursos que emita cada uno de los entes de Gobierno 

CAPITULO II

De la Imagen Institucional y Urbana y

 del Símbolo de Identidad Institucional
Artículo 3. La política de imagen institucional y urbana del Estado  de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios comprende todas las expresiones y comunicaciones encaminadas a describir las diversas actividades que realiza o promueve a través de sus dependencias y entes de Gobierno, así como aquellas que organice conjuntamente con instituciones de otros órdenes de gobierno, organismos sociales y privados, en que invariablemente deberá usarse el símbolo de identidad institucional  con las características que se determinen el Manual de Imagen a través de cada concurso para elegir la imagen y el símbolo de identidad institucional de cada uno de los entes de Gobierno de la Administración Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza.


Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I).- Administración Pública.- Es la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial en los niveles de Gobierno Estatal y Municipal.
II).- Bases.- Pasos o Procedimiento a seguir para la creación de los concursos mediante el cual se aprobará el manual de identidad que contiene el simbolo de identidad institucional, la imagen, eslogan, colores, diseños y emblemas representativos de cada ente de gobierno de la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial.
III).- Concursos.- Procedimiento de selección para escoger el símbolo de identidad institucional, emblemas, eslogan, colores e imagen institucional y urbana de la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial
IV).- Bienes y Edificios Públicos.- bienes muebles e inmuebles pertenecientes o en su caso que detenta la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial y en los que se desarrollan las actividades del sector público.

V).- Convocatoria.- Anuncio público que se realizará por cada ente de Gobierno en el que se dará a conocer a la ciudadanía las bases para los concursos mencionados en esta ley, a fin de que mediante un proceso de selección se escoja la imagen institucional de la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial. Y se obtenga como resultado un Manual de Identidad de cada uno de los entes de Gobierno de la Admunistración Pública.
VI).- Dependencias y Entidades.- Son las oficinas de gobierno pertenecientes a los Municipios y al Estado que brindan servicios públicos a la ciudadanía.
VII).- Congreso del Estado.- Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

VIII).-Eslogan.-La frase de identidad de los ciudadanos Coahuilenses que será escogida a través de los concursos que emita cada ente de Gobierno.

IX).- Estado.- Estado de Coahuila de Zaragoza. 
X).- Imagen Institucional.- Es la imagen o logotipo por la que el ciudadano conoce a las instituciones y entes de gobierno ya sea del poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial, tanto Estatal como Municipal.
XI).- Municipio.- son Abasolo, Acuña, Allende, Arteaga, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Escobedo, Francisco I. Madero, Frontera, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, La Madrid, Matamoros, Monclova, Morelos, Múzquiz, Nadadores, Nava, Ocampo, Parras, Piedras Negras, Progreso, Ramos Arizpe, Sabinas, Sacramento, Saltillo, San Buenaventura, San Juan de Sabinas, San Pedro, Sierra Mojada, Torreón, Viesca, Villa Unión, Zaragoza.
XII).- Poder Ejecutivo.- El Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XIII).- Poder Judicial.- Las instituciones encargadas de administrar justicia en el Estado de Coahuila de Zaragoza.
XIV).- Poder Legislativo.- Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.


XV).- Símbolo de Identidad Institucional: eslogan o conjunto de elementos gráficos y audiovisuales, que deberá ser usado como distintivo en los documentos, bienes muebles e inmuebles, infraestructura, eventos y demás actividades que desarrolle la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial en el ejercicio de sus funciones. Pudiendo ser este símbolo el Escudo de Armas del Estado de Coahuila o de los Municipios.
XVI).- Manual de Identidad Institucional.- El manual responde a la necesidad de asegurar las correctas aplicaciones de los elementos de la identidad visual institucional de la Administración Pública. Se desarrolla tras los concursos emitidos por el Congreso del Estado. El Manual de Identidad Institucional constituye un instrumento de trabajo cuyas herramientas permitan el manejo adecuado de la imagen visual a través de una apropiada utilización del logotipo institucional, constituyéndose así un Manual de Identidad que permita sostener el reconocimiento pleno y significativo de la Administración Pública
XVII).- Ente de Gobierno.- Es la Administracion Pública Estatal y Municipales en sus tres Poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial representadas para los fines de esta Ley por: el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, los 38 Ayuntamientos, la Junta de Gobierno del Congreso del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, el presidente del Tribunal Superior de Justicia, el Procurador General de Justicia del Estado de Coahuila de Zargoza, el Consejo Universitario de la Universidad Autonoma de Coahuila, asi como las maximas autoridades de la estructura Organica de: la Auditoría Superior del Estado de Coahuila, la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, todos Sistemas de Agua y Organismos Descentralizados Municipales en el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Organismos Autonomos Municipales y Estatales, Organismos Paraestatales y Paramunicipales, y Organismos Sindicales.

Artículo 5. Para la creación del símbolo de identidad institucional señalado en el artículo anterior, se estará a lo que fijen las bases de los concursos a los que deberá convocarse por parte de cada ente de Gobierno, para que participen los distintos sectores especializados en materia de diseño y la sociedad en general. 

La convocatoria deberá darle oportunidad a toda la ciudadanía para participar en la creación de la imagen institucional de la Administración Pública, por medios de las redes sociales o medios electrónicos los ciudadanos podrán votar por el diseño e imagen con la que se sientan más identificados como Coahuilenses.

De los concursos convocados debera obtenerse el Manual de Identidad de cada ente de gobierno de la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial.
Artículo 6. El símbolo de identidad institucional deberá ser de diseño sencillo, atractivo y contener caracteres que simbolicen los valores más representativos que deben concurrir en una Administración  Pública que representen a la sociedad coahuilense.

Por tanto, deberá estar libre de ideas, expresiones o imágenes, propias de algúna persona, partido político u organización privada o social con fines diferentes a los del ejercicio gubernamental.

Articulo 7.- Para la identificación de las oficinas públicas, quedará estrictamente prohibido, la utilización de colores, símbolos, eslogan e imagen institucional que tengan relación directa con los colores que contengan los símbolos, emblemas o logotipos del partido político en el poder.

El mismo criterio del párrafo anterior, aplica para el manejo e impresión de papelería oficial que utilicen todos los entes de gobierno en el Estado de Coahuila de Zaragoza

Artículo 8.- Se deberá  identificar a los bienes y edificios públicos, con el símbolo de identidad institucional, imagen o color, que no se encuentre en el supuesto del artículo anterior.


Artículo 9.- Los edificios públicos que son patrimonio de los Municipios y del Estado, pero que son administrados por los entes de gobierno de la administración pública municipal y estatal o las entidades del gobierno federal, así como por cualquier persona moral o física, y que tengan uso público, también serán sujetos de esta ley.

Artículo 10.- Dentro de los bienes y edificios públicos regulados por la presente ley, se encuentran las escuelas e instituciones de educación superior, vehiculos, que se encuentren bajo el resguardo de quienes reciben financiamiento municipal o estatal; así como las instituciones privadas que reciben recursos públicos de dichos niveles de gobierno.  

CAPITULO III

Del Uso y Protección de los Elementos de Identidad Institucional 
Artículo 11.- El símbolo de identidad institucional deberá ubicarse de acuerdo con los lineamientos, formatos y diseños que establezca el Manual de Identidad del ente de Gobierno de que se trate..

Artículo 12.- La identificación exterior de los edificios de las dependencias y todos los entes de gobierno de la Administración Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza y la de los vehículos a su servicio, así como los carteles de carácter informativo o publicitario que deban ser instalados en las vías públicas del Estado y sus Municipios, se ajustarán a lo dispuesto por esta ley y demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 13.- El símbolo de identidad institucional deberá constar en todos los documentos administrativos y de tipo general, expedidos por las dependencias y los entes de gobierno de la Administración Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza. De igual manera, deberá ser instalado en todos los eventos de difusión, festejos, actos protocolarios y conmemorativos y en general, en todas las actividades que organice el Estado y sus Municipios. 

Artículo 14.- El uso del símbolo de identidad institucional del Estado y sus Municipios es propiedad de cada ente de gobierno y por ello, queda prohibida su utilización total o parcial por parte de personas físicas o morales diferentes a las autorizadas en esta ley, salvo previo consentimiento expreso del titular del titular del ente de que se trate. 

Artículo 15.- Las disposiciones relativas a la creación del símbolo de identidad institucional contenidas en el manual de imagen institucional de cada ente de gobierno en el Estado y sus Municipios deberá ser aprobadas por mayoría absoluta por el  Congreso del Estado, y los Decretos correspondientes serán publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, para todos los efectos legales a que haya lugar.

Artículo 16.- Las disposiciones contenidas en esta ley, sólo podrán ser modificadas por resolución del Congreso del Estado de Coahuila de conformidad con la Ley Organica del Congreso del Estado.

Artículo 17.- La imagen institucional y urbana establecida en los Manuales de Identidad de cada ente de Gobierno en el Estado y sus Municipios bajo los tres poderes, solo podrá renovarse o modificarse cada doce años. 

CAPITULO IV
 SANCIONES

Artículo 18.- Las sanciones administrativas aplicables en caso del incumplimiento de la presente ley, serán las establecidas en la ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza; lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera resultar.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

 PRIMERO.- La presente ley entrará en vigor el día siguiente  de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

 SEGUNDO.- Dentro de los sesenta días naturales siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, cada ente de gobierno en el Estado de Coahuila de Zaragoza, deberá emitir las convocatorias a que se refiere el artículo 5, invitando a la sociedad en general para que participe en la definición del símbolo de identidad institucional gubernamental de la la administración pública municipal y estatal del Estado de Coahuila de Zaragoza en sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo, y Judicial.


TERCERO.- Cada ente de Gobierno en el Estado de Coahuila de Zaragoza deberá expedir y enviar al Congreso del Estados para su aprobación su Manual de Identidad en un plazo que no exceda 120 días a partir de la entrada en vigor de la Ley.
CUARTO.- Durante los tiempos y plazos establecidos en los transitorios SEGUNDO y TERCERO y en tanto no se cuente con los Manuales de Identidad resultado de los concursos establecidos en esta Ley, será obligatorio que a partir del primero de enero del 2018 cada ente de Gobierno de la Administración Publica, deberá adoptar como símbolo de identidad institucional el escudo de armas que le corresponda, es decir, si es una entidad con jurisdicción en todo el Estado adoptara el Escudo de Armas de Coahuila de Zaragoza, sino debera adoptar el Escudo de Armas del Municipio que le corresponda. Los colores que debera utilizar deberán ser unicamente los que se contienen en el Escudo de Armas que le corresponde omitiendo los que tengan relación directa con los colores que contengan los símbolos, emblemas o logotipos del partido político en el poder o que fueron utilizados durante la campaña electoral. 
En tanto no se cuente con el Manual de Identidad, el único eslogan que podrán utilizar es el que caracterice al ente de gobierno de que se trate y que hubiera perdurado por al menos dos administraciones de gobierno.  
QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley. 

DADO en el Salón de Sesiones del Congreso del Estado, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, al día diez del mes de Mayo del año dos mil dieciséis. 

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de Mayo de 2016
Por el Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. LUIS GURZA JAIDAR 

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Claro que sí, Diputado.  Muchas gracias. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

Esta Presidencia informa que el Diputado Ricardo Saldívar Vaquera y el Diputado Jesús de León Tello han hecho su arribo a esta sesión después del pase de lista,  para efectos de su asistencia.

Por lo que se le concede la palabra al Diputado Jesús de León Tello, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 B del Orden del Día aprobado. 

Diputado Jesús de León Tello: 

Gracias,  Diputado Presidente. 

La ley que estamos presentando tienen un claro mensaje hacia las autoridades en materia administrativa, los hechos o actos que son determinantes, ya sea de los municipios o de los estados,  necesitamos un tribunal que pueda revisar si están apegados a derecho para que si es así los mantenga firmes y si  no los puedan anular.

Un ejemplo que es importante y urgente esta ley, es si un alcalde por ejemplo,  en algún municipio, cualquiera de los 38, pongamos Piedras Negras, va y clausura un negocio en forma indebida, el ciudadano tiene la posibilidad de acudir ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo para anular esa posible clausura que exista en algún restaurant, en algún bar, porque puede darse la soberbia o el enojo de una autoridad en contra de un particular y lo dejamos en estado de indefensión. 

Otro tema por ejemplo es, alguna solicitud para el tema de decisiones que tome una autoridad en el tema del gasto en donde estén solicitando y alguna negativa que no esté debidamente fundada y motivada, pueda acudir a un tribunal. Ahorita que comentaba el Diputado Gurza sobre su iniciativa, la verdad, si el tema no está en los manuales, el tema está en la reducción del gasto, gastar menos no es decirle este es tu logotipo y este es tu manual de identidad, es: gasta menos del 3% que te establece la ley o el porcentaje que sea para beneficiar y eso puede ser combatido a través de estos tribunales. 

En Acción Nacional estamos convencidos que estos órganos que son impartidores de justicia, al momento de ejercer la autoridad sobre los individuos deben ser garantes y protectores de la confianza del ciudadano, su actuar, me refiero a las autoridades administrativas Estado y Municipios, deben ser profesionales, neutrales, íntegros y equitativos para todos los individuos, la característica común de los estados democráticos es la expresión consciente de la jurisdicción, esto significa que el derecho se vivifique como una técnica de regulación y valoración de los actos de los poderes públicos producidos por la complejidad de los actuales sistemas políticos y sociales. 

Como importante antecedente histórico, relativo a la función jurisdiccional federal en México, tenemos que se han fraccionado entre el Poder Judicial Federal en ciertas materias como en lo civil y penal y la de amparo, se han ido especializando algunos tribunales, ustedes ven por ejemplo en la ciudad de Torreón algunos Tribunales Colegiados que ya son únicamente en el tema penal y administrativo y otros en el tema de la laboral, se han ido especializando por la propia carga de trabajo que tienen en este sentido. 

También está todo un sistema paralelo de jurisdicción administrativa que ha ido creciendo día con día y que inició en el año de 1936 con la creación en su momento al margen de la Constitución del Tribunal Fiscal de la Federación, ahora llamado Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que desde el año 2000 con la reforma llevada a cabo tiene este nombre y posteriormente el Tribunal Electoral en el ´87 y los Tribunales Agrarios en el año de 1992. 

La creación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo obedece en su momento al ámbito donde opera, así como sus propios fines y entendiendo que el término contencioso deriva de los conflictos de los que conoce y resuelve, mientras que la palabra administrativo está referido a las autoridades administrativas de las cuales emanan los actos y resoluciones de carácter administrativo fiscal que dan origen a estos litigios. 

La urgencia de establecer sistemas jurídicos cada vez más completos de defensa de los derechos de los particulares, es realmente evidente urgencia que se acentúa precisamente en estos tiempos en que estamos todavía lejos de haber alcanzado los esfuerzos que se han realizado, pero para estar en posibilidades de crearlos y perfeccionarlos con la premura que exigen las circunstancias es preciso captar la problemática que con mayor incidencia registra la comunidad y buscar con diligencia el planteamiento de las soluciones a las mismas. 

Sin embargo, a pesar de esta urgencia en nuestra entidad, cuando se creó el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, su operación, integración y funcionamiento estuvo regulado o está acotado dentro del propio Poder Judicial a través de una Ley Orgánica, derivado de diversas reformas presentadas en septiembre del 2006, aunado a la carga operativa derivada a la inclusión, derivada de la inclusión también de los Tribunales Electorales y de la apelación especializada en materia de adolescentes, todos como órganos especializados del Poder Judicial, es importante que este tribunal obtenga una autonomía plena, también de presupuesto y a través de un Tribunal Colegiado para decidir aparte del Poder Judicial. 

Esta ley, ¿qué es lo que viene a regular? La organización y competencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que su nombre lo determina, la integración del mismo, el deber de los Magistrados de poseer experiencia mínima en la materia fiscal y administrativa, los procedimientos ante el tribunal y las normas supletorias a las que debe de acudir en caso necesario, las partes en el procedimiento y las autoridades que son recurribles en esta materia. 

Los impedimentos de los Magistrados y los secretarios para conocer de asuntos a los que tengan conflictos de interés, las bases de demanda y contestación, ofrecimiento de pruebas, ejecutoriedad de la sentencia, recurso de reclamación, jurisprudencia que es creada por el propio tribunal entre otros aspectos importante de la ley que se propone. 

Así entonces la aprobación de la ley que regula la operación y funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, responde a la demanda de una ciudadanía exigente y que cada mes pugna por tener mecanismos de defensa de sus derechos. 

Acción Nacional estamos comprometidos con ellos para el mejoramiento de la impartición de justicia y con todo esto expuesto  es urgente sacar adelante esta ley, ya que Coahuila es de los pocos estados que no tienen un Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que no ha venido generando una cultura para la defensa y la nulidad de aquellas decisiones, sí del Gobierno del Estado pero también de los 38 municipios que la esfera de justicia cercana es muy importante. 

Hace algunos días,  el Presidente Peña presentó un paquete de reformas muy importante que tiene que ver con el acercar la justicia a los ciudadanos, esta ley tiene que ver con eso, esta ley tiene que ver con el conflicto,  por ejemplo, con las licencias de funcionamiento de los negocios, tiene que ver con un crédito fiscal sobre el impuesto sobre nóminas, que si está mal determinado por la autoridad el ciudadano tenga la posibilidad de acudir a un tribunal autónomo y poder combatir esa decisión y lo pueda anular, esta es parte de ese anhelo de que tratar de acercar la justicia a todos los ciudadanos y por eso es importante todas estas reformas, esta es una parte que es necesario ya sacarlo, sin duda, faltan otras reformas importantes para acercar la justicia de los ciudadanos, hoy Coahuila debe dar muestras de que realmente le interesa acercar esta parte de los ciudadanos, y este Tribunal que constitucionalmente tiene muchos años ya contemplado en nuestra Carta Constitucional local, es inoperante este precepto porque no cuenta con una ley y porque no cuenta con presupuesto, ojalá a la brevedad lo podamos hacer y poder constituir el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y así darle herramientas a los ciudadanos para que se puedan defender de los abusos de poder de cualquier autoridad administrativa, ya sea del estado o de los 38 municipios. 

Es cuanto, Diputado Presidente. 

(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto de Ley que Regula la Operación y Funcionamiento del Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como para derogar diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza).
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 

COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado Jesús De León Tello conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional”; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I,  158, 159 Y 160 de la Ley Orgánica del Congreso Local, comparecemos por este conducto ante esta Honorable Asamblea, con el objeto de poner a consideración de la misma, la siguiente iniciativa que integra, por un lado, un proyecto de LEY QUE REGULA LA OPERACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, y por otro lado, un proyecto de DECRETO QUE DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, lo anterior, con base en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En Acción Nacional, estamos convencidos que los órganos impartidores de justicia, al momento de ejercer autoridad sobre los individuos, deben ser garantes y protectores de la confianza del ciudadano, su actuar debe ser profesional, neutral, íntegro y equitativo para todos los individuos. 

La característica común de los estados democráticos, es la expansión creciente de la jurisdicción, esto significa, que el derecho se vivifique como una técnica de regulación y valoración de los actos de los poderes públicos, producido por la complejidad de los actuales sistemas políticos y sociales. 

Es por ello que la fenomenología ha propiciado que la función jurisdiccional se encuentre en ámbitos inéditos y sujeta a una profunda revisión social, lo que ha contribuido de manera decidida avizorar una forma distinta de la tradicional de ejercer jurisdicción por los jueces, prodigio muy extendido en los países del planeta a grado tal, que algunos autores han etiquetado esta era como la expansión global del poder de los jueces. 

Como importante antecedente histórico relativo a la función jurisdiccional Federal en México, tenemos que ésta se ha fraccionado, entre el Poder Judicial Federal en ciertas materias como la civil, penal y la de amparo, y posteriormente en las materias del trabajo y administrativa. Y en un sistema de paralelo de jurisdicción administrativa que ha ido creciendo día con día y que se inició en 1936 con la creación, en su momento al margen de la Constitución, de Tribunal Fiscal de la Federación, ahora llamado Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa desde el año 2000; y posteriormente, del Tribunal Federal Electoral en 1987 y de los Tribunales Agrarios a partir de 1992. 

En aquel entonces, mucho se habló de la autonomía, de la especialización por materia y también con frecuencia de aligerar, disminuir, achicar o aliviar la carga del Poder Judicial Federal; cuestión por demás discutible, pues si para aligerar o disminuir la carga del Poder Judicial Federal se crearon y se siguen creando tribunales administrativos por doquier, esto no resulta de ninguna manera en una descarga de trabajo para el Poder Judicial Federal, porque de todas maneras con excepción de Tribunal Federal Electoral; a través del juicio de amparo o recursos, el Poder Judicial Federal llega a conocer en última instancia de impugnaciones en contra de las resoluciones de los tribunales administrativos. 

Ahora bien, entre las razones para la creación de los tribunales administrativos, el tratadista Miguel Acosta Romero señala lo siguiente: "consideramos que fue un capricho de quienes en su momento decidieron copiar el sistema francés de los tribunales administrativos, sin tomar en cuenta que en México tenemos un instrumento de defensa del particular tan importante e inserto de experiencia mexicana, como lo es el juicio de amparo." 

La facultad de sancionar al servidor público que incurra en responsabilidad administrativa, no es ni con mucho equivalente a administrar justicia administrativa. La justicia administrativa como institución y como fruto directo e inequívoco de la revolución francesa, se trataba de instituir, en los términos explicados de Rousseau, como una forma de gobierno que ponga a la ley por encima del hombre: “Nadie debe mandar en la sociedad, sino solo en virtud de la ley”. Como puede advertirse fácilmente, la justicia en cuestión se corresponde con una de las más relevantes características del Estado de Derecho, mediante la cual se persigue someter a la autoridad al principio de legalidad, y ello es mucho más que solamente sancionar al servidor público que ha incurrido en falta. 

La creación de un Tribunal de lo Contencioso Administrativo obedeció en su momento al ámbito donde opera, así como a sus propósitos y fines. Entendiendo que el término “ Contencioso ”, deriva de los conflictos de los que conoce y resuelve, mientras que la palabra “ Administrativo ” está referido a las autoridades administrativas, de las cuales emanan los actos o resoluciones de carácter administrativo o fiscal, que dan origen a esos litigios. 

Del mismo modo, con la instauración de dicho tribunal, se atiende entre otras razones, al desbordamiento de las necesidades de carácter colectivo que se dejaron sentir con mayor intensidad en su circunscripción territorial. Con el incremento de la población se multiplicaron necesariamente las acciones tanto de la administración como de los gobernados, y consecuentemente el volumen de conflictos entre poder público y particulares. 

Los requerimientos que con gran abundancia e intensidad se hacían al Poder Público, llevaron a considerar la creación de un ente jurisdiccional que goce de las atribuciones especiales necesarias, para que de manera imparcial y apegándose estrictamente a un orden jurídico, resuelva conflictos, llevándose a la práctica con ello, el control de la legalidad, dentro de su ámbito de competencia. 

La urgencia de establecer sistemas jurídicos cada vez más completos de defensa de los derechos de los particulares, es realmente evidente, urgencia que se acentúa precisamente en estos tiempos en que estamos todavía lejos de haberlos alcanzado, pese a los esfuerzos que se han realizado. Pero para estar en posibilidad de crearlos o perfeccionarlos con la premura que exigen las circunstancias, es preciso captar la problemática que con mayor incidencia registra la comunidad y buscar con diligencia el planteamiento de soluciones a la misma. 

Sin embargo, en la entidad, cuando se creó el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, su operación, integración y funcionamiento estuvo regulado por el Poder Judicial, a través de su Ley Orgánica, derivado de diversas reformas presentadas en septiembre de 2006, aunado a la carga operativa derivada de la inclusión también de los Tribunales Electoral y el de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, todos como órganos especializados del Poder Judicial.

Interpretando sistemáticamente este precepto y el segundo transitorio del Decreto aprobatorio de dichas reformas, nos encontramos frente al señalamiento de una necesidad, cuyo deber de cubrir está a cargo de las Legislaturas Locales esencialmente a dicha indicación constitucional, la cual origina el accionar de la maquinaria legislativa con el objeto de dotar a dicha institución, de su propio instrumento normativo que regule los procesos, integración y el actuar del Tribunal y de los servidores públicos que lo conforman, a través de su propia ley, apartando su regulación del articulado de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Así entonces, la aprobación de la Ley que regula la operación y funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, responde a la demanda de la ciudadanía. Enfatizando el interés primordial que tiene el grupo parlamentario del Partido Acción Nacional para el mejoramiento de la impartición de justicia, por lo que, con apoyo en lo anteriormente expuesto y fundado se somete a la consideración de esta Honorable Asamblea, la siguiente iniciativa de

LEY

QUE REGULA LA OPERACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

TITULO PRIMERO

De la Organización y competencia

CAPITULO I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1.- El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía, independencia y plena jurisdicción, en los términos que establece el artículo 136 de la Constitución Política del Estado y demás disposiciones aplicables.

Para su funcionamiento, contará con una Sala Superior y con las Salas Distritales que se requieran conforme a las necesidades del servicio y al presupuesto anual de egresos respectivo.

CAPITULO II

De la Integración del Tribunal

ARTÍCULO 2.- El Tribunal de lo Contencioso Administrativo se compondrá de una Sala Superior integrada por tres Magistrados numerarios y tres supernumerarios, y por tres Salas Ordinarias de tres magistrados cada una, todos con sus respectivos suplentes denominados supernumerarios. Cuando las necesidades del servicio lo requieran, a juicio de la Sala Superior, se formarán Salas Auxiliares integradas por tres Magistrados cada una. La Sala Superior determinará la sede de las Salas Ordinaria y de las Auxiliares. 

ARTÍCULO 3.- El nombramiento de los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, se hará en los términos previstos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley Orgánica de la Congreso del Estado del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Los Magistrados serán designados a propuesta del Gobernador del Estado y serán ratificados por el pleno del Congreso del Estado y podrán ser promovidos de las Salas Auxiliares a las Salas Ordinarias y de éstas a la Sala Superior. 

Durarán seis años en el ejercicio de su encargo, salvo que fueran expresamente ratificados o promovidos al concluir ese periodo, mediante el mismo procedimiento substanciado para las designaciones; si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus cargos en los términos del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cuando por falta definitiva un Magistrado no pueda concluir su periodo de seis años, y por tal motivo deba nombrarse un sustituto, se entenderá que dicho nombramiento sólo es para concluir ese periodo. Asimismo, los nombramientos de Magistrados sustitutos no contarán para los efectos de ratificación en el cargo. 

Al término del periodo para el cual hubieran sido designados, los Magistrados deberán entregar formal y materialmente su cargo y su ponencia a la Sala Superior, para que ésta dicte las medidas correspondientes, con el fin de asegurar la continuidad de las funciones de la ponencia respectiva. 

ARTÍCULO 4.- Para ser Magistrado del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, se requiere: 

I. Ser mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

II. Tener, por lo menos, treinta años cumplidos para ser Magistrado de la Sala Superior, y veinticinco para ser Magistrado de Sala Ordinaria; 

III. Ser Licenciado en Derecho con título debidamente registrado ante la autoridad competente; por lo menos con cinco años de antigüedad a la fecha de su nombramiento como Magistrado; 

IV. Acreditar, cuando menos, tres o cinco años de práctica profesional en materia administrativa y fiscal, según sea Magistrado para Sala Ordinaria o para Sala Superior; e) Gozar de buena reputación; y 

V. No haber sido condenado por sentencia irrevocable, por delito doloso que le imponga más de un año de prisión. Será causa de retiro forzoso de los Magistrados haber cumplido setenta años de edad o que sobrevenga incapacidad física o mental para desempeñar el cargo. 

ARTÍCULO 5.- El Tribunal tendrá un Presidente que será a su vez Presidente de la Sala Superior, electo por los Magistrados que la integran conforme al artículo 2º de esta Ley. 

El Presidente del Tribunal y de la Sala Superior durará cuatro años en su cargo y no podrá ser reelecto para el periodo inmediato. 

No se considerará reelección cuando los Magistrados elijan a quien concluyó el periodo anterior en los términos del párrafo segundo del artículo 9º de la presente Ley. 

Cada una de las Salas Ordinarias y de las Auxiliares tendrá un Presidente electo por sus Magistrados, quien durará dos años en su cargo y no podrá ser reelecto para el siguiente periodo. 

ARTÍCULO 6.- La Elección del Presidente del Tribunal, se efectuará en la primera sesión del año que corresponda, y la de los Magistrados de las Salas Ordinarias y Auxiliares, en la Primera sesión de cada año. 

ARTÍCULO 7.- Los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo percibirán iguales emolumentos que los del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, mismos que serán fijados anualmente en el Presupuesto de Egresos para el Estado de Coahuila de Zaragoza que para el ejercicio fiscal correspondiente sea aprobado por la Congreso del Estado. Esos emolumentos no podrán ser disminuidos durante el término de su encargo. 

ARTÍCULO 8.- Los Magistrados del Tribunal deberán otorgar la protesta de Ley ante el Pleno del Congreso del Estado. En los recesos de éste, la Diputación Permanente de dicha Asamblea, en su caso, aprobará o ratificará según corresponda, las designaciones manera provisional, ante quien rendirá la protesta de ley y la someterá a la consideración del pleno en el siguiente periodo de sesiones ordinarias para su aprobación o ratificación definitiva. 

ARTÍCULO 9.- El presidente del Tribunal será suplido en sus faltas temporales por el Magistrado más antiguo en la Sala Superior, según el orden de su designación por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza. De no poder precisarse dicho orden de designación, la suplencia se efectuará de acuerdo con el orden alfabético de sus apellidos. Si la falta de Presidente es definitiva, ocupará la Presidencia provisionalmente el Magistrado más antiguo en la Sala Superior en los términos del párrafo anterior. El Presidente en funciones convocará a sesión extraordinaria a la Sala Superior en un período que no excederá de 30 días naturales, para que elija al que concluirá el año calendario de que se trate, al término del cual y en la primera sesión del año siguiente, se procederá en términos del artículo 5o. de esta Ley. 

ARTÍCULO 10.- Las faltas temporales de los Magistrados de la Sala Superior no serán cubiertas; las definitivas se comunicarán de inmediato al Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza para que se proceda en los términos del artículo 3o. de esta Ley. 

Las faltas temporales de los Magistrados de las Salas Ordinarias serán suplidas por los Magistrados que designe la Sala Superior de entre los Magistrados de las Salas Auxiliares si las hubiere; de no haberlos, la designación la hará la Sala Superior de entre los Secretarios de Acuerdos de las Salas del Tribunal. 

Las faltas definitivas se suplirán con nueva designación en los términos del artículo 3o. de la Ley. 

Si el Magistrado que faltare en forma definitiva es el Presidente de la Sala, será designado Presidente el Magistrado de la propia Sala con más antigüedad en el Tribunal, quien terminará el período correspondiente al Magistrado faltante. 

Si la ausencia del Presidente fuera solo temporal, el Magistrado más antiguo en nombramiento de la Sala, la presidirá hasta el regreso del Magistrado Presidente, en los términos del artículo 9o. de esta Ley. 

El Presidente del Tribunal deberá informar por escrito al Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza con tres meses de anticipación, la fecha en que cualesquiera de los Magistrados de las Salas concluirá el término para el que fue designado o que cumplirá la edad a que se refiere el párrafo final del artículo 4º de esta Ley; y tratándose de faltas definitivas por renuncia, fallecimiento, incapacidad física o mental, o cualquier otra causa, deberá notificarle en cuanto obtenga el documento respectivo o la certificación oficial del caso. 

ARTÍCULO 11.- Las Licencias de los Magistrados, serán otorgadas por la Sala Superior hasta por quince días con goce de sueldo o hasta por tres meses sin goce de sueldo cada año, siempre que el Magistrado tenga un año de servicio, exista causa justificada para ello y no se perjudique el funcionamiento del Tribunal. 

Las que excedan de los plazos anteriores sólo podrá concederlas el Gobernador del Estado, a quien se solicitará por conducto de la Sala Superior, en cuyo caso no podrán exceder de un año siempre y cuando el Magistrado de que se trate tenga cuando menos tres años de servicio. 

En caso de que se le conceda dicha licencia y el Magistrado llegare a ocupar algún cargo público administrativo, sea de la Federación o del Estado, automáticamente quedará separado de su cargo de Magistrado, con excepción de los cargos de elección popular. 

El total de las licencias concedidas a un Magistrado, no podrá exceder de dos años calendario dentro de un período de seis años. 

ARTÍCULO 12.- El Tribunal tendrá un Secretario General de Acuerdos que será también Secretario de Acuerdos de la Sala Superior, un Secretario General de Compilación y Difusión y un Secretario General de Asesoría y Defensoría Jurídica, los Secretarios, Actuarios, Asesores y Defensores Jurídicos necesarios para el despacho de los negocios del Tribunal, y demás empleados que determine el Presupuesto del Tribunal. Los Asesores y Defensores jurídicos proporcionarán gratuitamente sus servicios al público. 

ARTÍCULO 13.- Los Secretarios de Acuerdos deberán ser mexicanos, mayores de 23 años, Licenciados en Derecho, con título debidamente registrado, con experiencia por lo menos de 2 años en materia administrativa ó fiscal, notoria buena conducta y no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito doloso que le imponga más de un año de prisión. 

Los actuarios deberán reunir los mismos requisitos a que se refiere el párrafo anterior, excepto el de la experiencia en materia administrativa y fiscal. 

ARTÍCULO 14.- Los Magistrados, los Secretarios y los Actuarios, estarán impedidos para desempeñar cualquier otro cargo o empleo administrativo de la Federación, el Estado, Municipios, organismos descentralizados, empresas de participación estatal o de naturaleza privada, excepto los cargos o empleos de carácter docente y los honoríficos. También estarán impedidos para ejercer su profesión salvo en causa propia. 

No se autorizaran licencias que tengan como propósito ocupar o desempeñar algún otro cargo ya sea a nivel Federal o Estatal, con excepción de los cargos de elección popular. 

ARTÍCULO 15.- Los conflictos de competencia que se susciten entre el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza y Tribunales de la Federación o de los Estados, se resolverán conforme a lo dispuesto por el artículo 106 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Los que tengan lugar con otros Tribunales del Estado de Coahuila de Zaragoza serán resueltos por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

ARTÍCULO 16.- Las relaciones labores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado B del artículo 123 Constitucional. 

Para todos los efectos de las relaciones de trabajo entre el Tribunal y sus servidores de confianza y de base, el Presidente del Tribunal será el representante de la Institución. 

CAPITULO III

De la Sala Superior

ARTÍCULO 17.- La Sala Superior es el órgano supremo del Tribunal, estará integrada por tres Magistrados numerarios e igual número de supernumerarios y tendrá su residencia en la capital del Estado. Contará con un Secretario General de Acuerdos, Secretarios de Estudio y Cuenta, Actuarios y demás personal que se requiera para el servicio, de acuerdo con el presupuesto de egresos correspondiente.

Las Salas Distritales tendrán la residencia y jurisdicción que determine el Consejo de la Judicatura y estarán integradas por un Magistrado numerario, un Secretario de Acuerdos, los Secretarios de Estudio y Cuenta, Actuarios y personal administrativo que requieran para su funcionamiento.

ARTÍCULO 18.- Las sesiones de la Sala Superior serán públicas, con excepción de los casos en que el orden, o el interés público exijan que sean secretas. 

ARTÍCULO 19.- Los acuerdos o resoluciones de la Sala Superior se aprobarán bajo el principio de mayoría simple, y no habrá lugar a la abstención. En caso de no darse el número de votos requeridos, el asunto se diferirá para la siguiente sesión, y si no se pudiere adoptar la resolución por el mismo motivo, se designará nuevo Ponente. 

ARTÍCULO 20.- Es competencia de la Sala Superior: 

I. Conocer y resolver las controversias que se susciten en relación con la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal, que emitan, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades de la Administración Pública del Estado y de los Municipios, cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares, en los términos que determine la Ley de la materia y los demás ordenamientos aplicables. 

II. Dictar, en la esfera de su competencia, las providencias necesarias para que la administración de la justicia contenciosa administrativa sea eficaz, pronta y expedita.

III. Elegir, en escrutinio secreto, al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, quien será también Presidente de la Sala Superior.

IV. Calificar los impedimentos, recusaciones y excusas de los Magistrados numerarios de la propia Sala, en los asuntos de su respectiva competencia y, en su caso, designar a los Magistrados supernumerarios que deban sustituirlos.

V. Proponer al Consejo de la Judicatura la designación del personal del tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables. La propuesta de los secretarios de estudio y cuenta la harán los magistrados a los que hayan de estar adscritos, de entre la lista que figure en la reserva judicial de su materia.

VI. Proponer al Consejo de la Judicatura, por conducto de su Presidente, la adscripción de los Magistrados de las Salas Distritales.

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Distritales.

VIII. Proponer al Consejo de la Judicatura el personal judicial que se haga acreedor a recibir estímulos y recompensas.

IX. Proponer al Consejo de la Judicatura, el proyecto del Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y demás acuerdos generales para regular su organización y funcionamiento interno.

X. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 21.- La Sala Superior del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo funcionará conforme a las bases siguientes:

I. De entre los tres Magistrados numerarios que lo integran, elegirán por voto secreto al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, quien también lo será de la Sala Superior y durará en el cargo tres años, pudiendo ser reelecto por igual período.

II. Las sesiones en donde tenga verificativo la resolución de un asunto de su competencia, se sujetarán a las bases siguientes:

a) Serán públicas, excepto cuando sus integrantes determinen que deban ser secretas por que estimen que se afecta la moral o el orden público.

b) Abierta la sesión pública por el Presidente, el Secretario General de Acuerdos verificará el quórum legal.

c) Enseguida, el Magistrado ponente hará una síntesis del asunto a tratar y explicará las consideraciones que fundamentan el proyecto de resolución.

d) A continuación, los Magistrados procederán analizar y, en su caso, discutir el proyecto presentado por el Magistrado ponente. En su caso, se dará lectura a determinadas constancias cuando así lo requiera alguno de los Magistrados.

e) Cuando el Presidente de la Sala Superior estime suficientemente discutido el proyecto, lo someterá a votación. El Secretario General de Acuerdos certificará la votación.

f) El Magistrado que disienta de la mayoría podrá formular observaciones o un voto particular, que se agregará a la resolución sí así lo solicita y lo presenta por escrito dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 

g) Si el proyecto del Magistrado ponente no fuere aprobado, se designará uno de los de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se hayan tomado en consideración en la discusión, debiendo quedar firmado el engrose dentro de los cinco días siguientes.

h) Los asuntos se fallarán en el orden en que se enlisten.  Si no pudieren ser despachados en la audiencia todos los asuntos listados los restantes, figuraran en la lista siguiente en primer término, sin perjuicio de que la Sala Superior, en su caso, acuerde que se altere el orden de la lista, que se retire algún asunto, o que se aplace la vista del mismo, cuando exista causa justificada.  El aplazamiento no podrá exceder de diez días.

i) El Secretario General de Acuerdos levantará el acta de cada sesión que contendrá una síntesis de los asuntos aprobados.

j) Al día siguiente de la sesión, el Secretario General de Acuerdos publicará en los estrados la lista de los asuntos resueltos.

I. Las sesiones ordinarias tendrán verificativo por lo menos un día hábil de cada semana, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que al efecto convoque el Presidente. Para la celebración de las sesiones se requerirá la presencia de los tres Magistrados; en consecuencia, si algún Magistrado numerario se encuentra ausente, deberá llamarse de inmediato al supernumerario que corresponda para que lo supla en la sesión.

II. Las resoluciones serán tomadas por unanimidad o mayoría de votos de los Magistrados, quienes no podrán abstenerse de votar sino por impedimento, excusa o recusación conforme a la ley de la materia, que previamente calificará la propia Sala Superior. En este caso, el Presidente llamará al Magistrado supernumerario que corresponda, para que supla la ausencia temporal del Magistrado numerario de que se trate. Cada Magistrado será ponente de los asuntos que le sean turnados.

III. Las resoluciones definitivas llevarán la firma de los Magistrados presentes en la sesión y del Secretario General de Acuerdos de la Sala Superior. Los acuerdos de trámite y sustanciación llevarán sólo la firma del Magistrado instructor y la del Secretario General de Acuerdos.

IV. Los votos particulares y las observaciones por escrito deberán ser firmadas por el Magistrado que los formule y, en su caso, formarán parte de la resolución que corresponda.

CAPITULO IV

Del Presidente del Tribunal

ARTÍCULO 22.- Corresponde al Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo:

I. Representar legalmente al Tribunal y a la Sala Superior ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, para el cumplimiento de sus funciones, con todas las facultades, incluso aquellas que requieran cláusula especial.

II. Instruir los asuntos de la competencia de la Sala Superior hasta ponerlos en estado de resolución. Citados los asuntos para sentencia, en el acuerdo respectivo, el Presidente lo turnará al Magistrado relator que corresponda para su estudio y presentación oportuna del proyecto de resolución, en los términos que establezca la ley de la materia. 

III. Las providencias y acuerdos del Presidente podrán ser impugnadas ante el Pleno de la Sala Superior, mediante los recursos que establezca la ley de la materia. 

IV. Presidir las audiencias en los asuntos de la competencia de la Sala Superior, atendiendo a las disposiciones de la ley de que se trate. 

V. Presidir las sesiones, dirigir la discusión de los negocios sometidos al conocimiento de la Sala Superior, ponerlos a votación cuando declare cerrado el debate y conservar el orden durante las audiencias.

VI. Dar a la Secretaría General de Acuerdos, los puntos que comprendan a las disposiciones resolutivas votadas y aprobadas.

VII. Llevar la correspondencia del Tribunal y de la Sala Superior autorizándola con su firma. 

VIII. Aprobar las cuentas de los gastos de oficina, dando razón pormenorizada de ello cada mes al Consejo de la Judicatura del Estado.

IX. Vigilar que los Secretarios, Actuarios y demás personal adscrito al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, cumplan con sus deberes y dar cuenta a la Sala Superior de los casos de inobservancia.

X. Conceder permisos, con goce de sueldo o sin él, al personal de la Sala Superior hasta por quince días. Los permisos a los secretarios de estudio y cuenta, requerirán autorización del magistrado al cual se encuentren adscritos; 

XI. Rendir por escrito al Consejo de la Judicatura un informe mensual de las labores desarrolladas por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo;

XII. Llevar el turno de los Magistrados supernumerarios del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, haciendo las designaciones correspondientes para suplir las faltas temporales o definitivas de los Magistrados numerarios, según lo acuerde la Sala Superior.

XIII. Autorizar con su firma, en unión a la del Secretario General de Acuerdos, los proveídos que emita y las actas de las sesiones de la Sala Superior.

XIV. Comunicar al Consejo de la Judicatura las vacantes de los cargos y licencias del personal del Tribunal, a efecto de que acuerde las designaciones respectivas conforme a las disposiciones de esta ley, para la expedición de los nombramientos correspondientes;

XV. Seleccionar y enviar mensualmente al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, los criterios jurisprudenciales o aislados que apruebe el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en los términos que establece esta ley, para su publicación en el Boletín de Información Judicial.

XVI. Formar parte del Consejo de la Judicatura del Estado con voz y voto, únicamente para los asuntos relacionados con el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

XVII. Las demás que le encomienden esta ley u otras disposiciones aplicables.

CAPITULO V

De las Salas del Tribunal

ARTÍCULO 23.- Las Salas del Tribunal son competentes para conocer: 

I. De los juicios en contra de actos administrativos que las autoridades de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar, en agravio de personas físicas o morales; 

II. De los juicios en contra de los actos administrativos de la Administración Pública Paraestatal del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuando actúen con el carácter de autoridades; 

III. De los juicios en contra de las resoluciones definitivas dictadas por la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza en las que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije ésta en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación, nieguen la devolución de un ingreso indebidamente percibido o cualesquiera otras que causen agravio en materia fiscal; 

IV. De los juicios en contra de la falta de contestación de las mismas autoridades, dentro de un término de treinta días naturales, a las promociones presentadas ante ellas por los particulares, a menos que las leyes y reglamentos fijen otros plazos o la naturaleza del asunto lo requiera; 

V. De los juicios en contra de resoluciones negativas ficta en materia fiscal, que se configurarán transcurridos cuatro meses a partir de la recepción por parte de las autoridades demandadas competentes de la última promoción presentada por el o los demandantes, a menos que las leyes fiscales fijen otros plazos; 

VI. De los juicios en que se demande la resolución positiva ficta, cuando la establezcan expresamente las disposiciones legales aplicables y en los plazos en que éstas lo determinen; 

VII. De los juicios en que se impugne la negativa de la autoridad a certificar la configuración de la positiva ficta, cuando así lo establezcan las leyes;

VIII. De las quejas por incumplimiento de las sentencias que dicten; 

IX. Del Recurso de reclamación en contra de las resoluciones de trámite de la misma Sala; 

X. De los juicios que promuevan las autoridades para que sean nulificadas las resoluciones fiscales favorables a las personas físicas o morales y que causen una lesión a la Hacienda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

XI. De las resoluciones que dicten negando a las personas físicas o morales la indemnización a que se contrae el artículo 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. El particular podrá optar por esta vía o acudir ante la instancia judicial competente; 

XII. De los demás que expresamente señalen ésta u otras Leyes. 

ARTÍCULO 24.- Las atribuciones de carácter administrativo de los Presidentes de Sala, Magistrados, Secretarios, Actuarios, Asesores y Defensores Jurídicos, se establecerán en el Reglamento Interior del Tribunal. 

TITULO SEGUNDO

Del Procedimiento

CAPITULO I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 25.- Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se substanciarán y resolverán con arreglo al procedimiento que señala ésta Ley. A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prescribe este ordenamiento, se estará a lo dispuesto por el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ARTÍCULO 26.- Toda promoción deberá ser firmada por quien la formule, requisito sin el cual se tendrá por no hecha. Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, firmará otra persona a su ruego y el interesado estampará su huella digital. Ante el Tribunal no procederá la gestión oficiosa. Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad en términos de Ley, al presentar su demanda. 

ARTÍCULO 27.- Las diligencias que deban practicarse en el Estado de Coahuila de Zaragoza, pero fuera del recinto del Tribunal, se encomendarán a los Secretarios o a los actuarios del propio Tribunal. 

ARTÍCULO 28.- Las demandas, contestaciones, ocursos, informes y en general toda clase de actuaciones, deberán escribirse en español. Los documentos redactados en otro idioma, deberán acompañarse con la correspondiente traducción al español, formulada por persona autorizada por el Tribunal. Las fechas y las cantidades se escribirán con letra. 

ARTÍCULO 29.- Cuando las leyes o reglamentos del Estado de Coahuila de Zaragoza establezcan algún recurso u otro medio de defensa, será optativo para la persona física o moral agotarlo o intentar desde luego el juicio ante el Tribunal. Si está haciendo uso de dicho recurso o medio de defensa, previo el desistimiento correspondiente, podrá ocurrir a juicio ante el Tribunal. 

El ejercicio de la acción ante este Órgano Jurisdiccional, extingue el derecho para promover otro medio de defensa. 

ARTÍCULO 30.- Los Magistrados para hacer cumplir sus determinaciones o para mantener el buen orden en sus salas y en general, en el recinto del Tribunal, podrán emplear cualquiera de los siguientes medios de apremio y medidas disciplinarias: 

I. Apercibimiento o amonestación; 

II. Auxilio de la fuerza pública; 

III. Multa hasta por una cantidad equivalente al monto de 180 días del salario mínimo general diario vigente en el Estado de Coahuila de Zaragoza; que podrá duplicarse en caso de reincidencia; y 

IV. Arresto hasta por 24 horas. 

ARTÍCULO 31.- En los juicios que se tramiten ante el Tribunal no habrá lugar a la condenación en costas. Cada parte será responsable de sus propios gastos. 

ARTÍCULO 32.- Las cuestiones que surjan dentro del procedimiento se decidirán de plano y sin forma de substanciación, salvo las que trasciendan al resultado del juicio que se fallará conjuntamente con el principal. 

CAPITULO II

De las Partes

ARTÍCULO 33.- Serán partes en el procedimiento: 

I.- El actor; 

II.- El demandado, que podrá ser el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, los Secretarios, los Directores Generales, así como las autoridades administrativas del Estado de Coahuila de Zaragoza que en razón de su esfera de competencia intervengan directamente en la resolución o acto administrativo impugnado. 

ARTÍCULO 34.- Sólo podrán intervenir en el juicio, las personas que tengan interés legítimo en el mismo. En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso. 

ARTÍCULO 35.- Las partes podrán autorizar para oír y recibir notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, las personas autorizadas quedan facultadas para interponer recursos, ofrecer y rendir pruebas y alegar en la audiencia respectiva. 

Si son varios los actores, los terceros perjudicados o las autoridades deberán designar a sus respectivos representantes comunes que estarán facultados para actuar en los términos del párrafo anterior. 

La representación en juicio terminará en el momento de la revocación del nombramiento respectivo, o en su caso, hasta que haya sido ejecutada la sentencia correspondiente. 

CAPITULO III

De las Notificaciones y de los términos

ARTÍCULO 36.- Las resoluciones serán notificadas: personalmente, dentro del tercer día a partir de aquel en que se pronunció la resolución; o por lista, al día siguiente de ser pronunciada; o por correo certificado con acuse de recibo, caso en el que la pieza postal deberá ser depositada en el correo al día siguiente de la resolución. 

ARTÍCULO 37.- Las personas físicas o morales, en el primer escrito que presenten, deberán señalar domicilio en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para que se hagan las notificaciones personales a que se refiere esta Ley. Asimismo, procederán a notificar oportunamente el cambio del mismo. En caso de no hacerlo así, las notificaciones se harán en la forma prevista en la fracción III del artículo 39. 

ARTÍCULO 38.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios contencioso administrativos regulados por esta ley, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, 1o. de enero, 5o. de febrero, 21 de marzo 1o. y 5 de mayo, 16 de septiembre, 12 de octubre, 20 de noviembre y 25 de diciembre, así como aquellos en los que suspendan las labores por acuerdo de la Sala Superior del Tribunal o por determinación de otras disposiciones legales. 

ARTÍCULO 39.- Las notificaciones se harán: 

I.- A las autoridades: 

a. Personalmente o a sus representantes si estuvieren presentes en el Tribunal o en la sede de sus respectivas oficinas. 

b. tratándose de las resoluciones definitivas, personalmente o a sus representantes legales. 

c. Por correo certificado con acuse de recibo suscrito por cualquiera de los señalados en el inciso anterior, cuando no haya sido posible la notificación personal. La pieza postal deberá ser depositada en el correo al día siguiente de la fecha de la razón en la que conste que no pudo ser recibida personalmente. 

II.- A las personas físicas o morales: 

a. Personalmente o por correo certificado con acuse de recibo tratándose de la primera notificación en el negocio; de la resolución definitiva; si dejaren de actuar durante más de sesenta días; y 

b. Cuando la Sala del conocimiento estime que se trata de un caso urgente o que haya motivo para ello. 

III.- Fuera de los casos señalados en la fracción anterior, las notificaciones a las personas físicas o morales se harán personalmente en el Tribunal si se presentaren dentro de las veinticuatro horas siguientes a las que se haya dictado la resolución, o por lista autorizada que se fijará en el área adecuada como estrados en el Tribunal. 

IV.- Cuando el servicio postal devolviere por cualquier causa un oficio de notificación, ésta se hará personalmente y cuando no fuere posible, en los términos de la fracción anterior. 

ARTÍCULO 40.- Las notificaciones surtirán efectos a partir del día siguiente al en que sean hechas. 

ARTÍCULO 41.- En las actuaciones respectivas el actuario asentará la fecha del envío por correo o de la entrega de los oficios de notificación, de las notificaciones personales y por lista, así como una breve relación circunstanciada de su actuación; los acuses de recibo postales y las piezas certificadas devueltas se agregarán como constancia con la razón respectiva. 

ARTÍCULO 42.- La notificación omitida o irregular se entenderá hecha a partir del momento en que el interesado se haga sabedor de la misma, salvo cuando se promueva su nulidad. 

ARTÍCULO 43.- El término para interponer la demanda, en contra de los actos o resoluciones de las autoridades de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuando las entidades de ésta, actúen con el carácter de autoridades, será de quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que se le hubiese notificado al afectado o del que se hubiere tenido conocimiento u ostentado sabedor de la misma, o de su ejecución. 

Cuando se pida la nulidad de una resolución favorable a una persona física o moral, la demanda deberá presentarse dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que sea notificada la resolución, salvo que dicha resolución, haya originado efectos de tracto sucesivo, caso en el cual la autoridad podrá demandar la nulidad en cualquier época, pero los efectos de la sentencia, en caso de nulificarse la resolución favorable, sólo se retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda. 

ARTÍCULO 44.- El cómputo de los términos se sujetará a las reglas siguientes: 

I. Comenzarán a correr desde el día siguiente al en que surta sus efectos la notificación; serán improrrogables y se incluirán en ellos el día del vencimiento; y 

II. Los términos se contarán por días hábiles. 

ARTÍCULO 45.- Serán nulas las notificaciones que no fueren hechas en la forma que establecen las disposiciones de esta Ley. Las partes afectadas por una notificación irregularmente hecha, podrán solicitar su nulidad ante la Sala que conozca del asunto que la motivó, antes que pronuncie sentencia. La Sala la resolverá de plano, sin formar expediente. 

Declarada la nulidad se repondrá el procedimiento a partir de la notificación irregular. Si se declarare la nulidad de la notificación, se impondrá una multa igual al monto de uno a cinco días de salario mínimo vigente en el Estado de Coahuila de Zaragoza al servidor público responsable, en los términos del Reglamento Interior del Tribunal. En caso de reincidencia, podrá ser destituido en su cargo, después de que la Sala Superior, sin responsabilidades para el Tribunal, y en su caso las autoridades administrativas del Estado de Coahuila de Zaragoza, lo oiga y reciba las pruebas que desee aportar en su defensa. 

CAPITULO IV

De los Impedimentos

ARTÍCULO 46.- Los Magistrados y Secretarios de las Salas, estarán impedidos para actuar y deberán excusarse en los siguientes casos: 

I. Si son cónyuges o parientes consanguíneos o afines de las partes o de sus representantes en línea recta sin limitación de grado; dentro del cuarto grado, en lo colateral por consanguinidad, o dentro del segundo en lo colateral por afinidad;

II. Si tuvieren interés personal en el asunto que motive el juicio;

III. Si han sido representantes de cualquiera de las partes en el mismo asunto;

IV. Si tuvieren amistad o enemistad manifiesta con cualquiera de las partes o sus representantes;

V. Si han intervenido en la formulación o emisión del acto impugnado o en la ejecución del mismo;

VI. Si son partes en un juicio similar, pendiente de resolución por parte del Tribunal; y

VII. Los demás que señalen el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Incurre en responsabilidad el Magistrado o Secretario que siendo impedido para intervenir en un negocio no se excuse, o que no estándolo pretenda excusarse en causas diversas de las señaladas.

ARTÍCULO 47.- Los Magistrados o Secretarios que se consideren impedidos para conocer de algún negocio, presentarán la manifestación respectiva ante la Sala Superior, a través de su Presidente. 

ARTÍCULO 48.- El impedimento base de la excusa se calificará de plano por la Sala Superior en el acuerdo en que se dé cuenta del mismo. En caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad. Cuando se tratare de calificar la excusa y el impedimento de un Magistrado de la Sala Superior, el manifestante no podrá participar en las deliberaciones y en la decisión que se pronuncie. 

ARTÍCULO 49.- Las partes podrán recusar a los Magistrados o Secretarios de las Salas por cualquiera de las causas a que se refiere el artículo 46. La recusación con causa se hará valer ante la Sala Superior, misma que resolverá en términos de lo establecido por el artículo 48 de esta ley.

Al Interponer la recusación con causa, las partes interesadas aportarán las pruebas en que funden su petición, sin que sean admisibles las testimoniales y periciales. 

Si se declarare infundada la recusación interpuesta, la Sala Superior decidirá de acuerdo con su prudente arbitrio si hubo mala fe por parte de quien la hace valer, y en tal caso, le impondrá una sanción consistente en multa por el importe de diez a cincuenta veces el salario mínimo vigente en el Estado de Coahuila de Zaragoza, en la fecha en que se interpuso la recusación. 

CAPITULO V

Demanda y Contestación

ARTÍCULO 50.- La demanda deberá interponerse por escrito dirigido al Tribunal y deberá llenar los siguientes requisitos formales: 

a) Nombre y domicilio del actor y, en su caso, de quien promueva en su nombre; 

b) Las resoluciones o actos administrativos que se impugnan; 

c) La autoridad, autoridades o partes demandadas; 

d) El nombre y domicilio del tercero perjudicado si lo hubiere; 

e) La pretensión que se deduce; 

f) La fecha en la que se tuvo conocimiento de la resolución o resoluciones que se impugnan; 

g) La descripción de los hechos, y de ser posible, los fundamentos de derecho; 

h) La firma del actor; si éste no supiere o no pudiere firmar, lo hará un tercero a su ruego, poniendo el primero su huella digital; y 

i) Las pruebas que se ofrezcan. 

El actor deberá acompañar una copia de la demanda y de los documentos anexos a ella, para cada una de las demás partes. 

ARTÍCULO 51.- Cuando se demande la nulidad de una resolución negativa ficta, se podrá ampliar la demanda dentro de los quince días siguientes al en que surta efectos el acuerdo recaído a la contestación de la misma. 

ARTÍCULO 52.- Las formas impresas de demanda se proporcionarán por el Tribunal, el que tendrá personal suficiente para llenarlas con los datos que le proporcionen los interesados y con los que obtengan por cualquier medio de información de las autoridades administrativas del Estado de Coahuila de Zaragoza a cuya área de atribuciones corresponda la materia del acto que se impugna. Estos servicios serán gratuitos, así como los de asesoría y defensoría que proporcione el Tribunal. 

ARTÍCULO 53.- Dentro del término de veinticuatro horas de haber recibido la demanda, el Presidente del Tribunal la turnará a la Sala que corresponda. 

ARTÍCULO 54.- El Presidente de la Sala podrá desechar a demanda, en los siguientes casos: 

I. Si una vez examinada, se encontrare que el acto impugnado se dictó de acuerdo con la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del propio Tribunal; 

II. Si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, y 

III. Si siendo oscura o irregular y prevenido el actor para subsanarla, en el término de cinco días no lo hiciere, la oscuridad o irregularidad subsanables, no serán más que aquellas referentes a la falta ó imprecisión de los requisitos formales a que se refiere el artículo 50. 

Contra los autos de desechamiento a que se refiere este artículo, procede el recurso de reclamación. 

El Presidente de la Sala, previo a la admisión de la demanda de oficio, deberá entrar al estudio de las causales de improcedencia que de la misma se adviertan y, en caso de actualizarse alguna de ellas, procederá a desechar la demanda en los términos de la fracción II de este artículo. 

ARTÍCULO 55.- No encontrándose irregularidades en la demanda, o subsanadas éstas, el Presidente de la Sala mandará emplazar a las demás partes para que contesten dentro del término de quince días. 

En el mismo acuerdo citará para la audiencia del juicio dentro de un plazo que no excederá de veinte días y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a esta Ley. El término para contestar correrá para las partes individualmente. 

Las partes demandadas y el tercero perjudicado en su contestación se referirán a cada uno de los puntos contenidos en el escrito de demanda, citarán los fundamentos legales que consideren aplicables y ofrecerán las pruebas que estimen pertinentes. 

ARTÍCULO 56.- Si la parte demandada, no contestara dentro del término señalado en el artículo próximo anterior, el Tribunal declarará la preclusión correspondiente considerando confesados los hechos salvo prueba en contrario. 

ARTÍCULO 57.- Admitida la demanda, pasará el expediente al magistrado que corresponda, quien será el encargado de continuar la instrucción hasta la audiencia. El Magistrado Instructor examinará el expediente y si encontrare acreditada debidamente alguna causa evidente de improcedencia o de sobreseimiento, propondrá a la Sala el correspondiente proveído en el que se dé por concluido el juicio. El proveído se dictará por unanimidad o por mayoría de votos de los Magistrados que integren la Sala. 

CAPITULO VI

De la Suspensión

ARTÍCULO 58.- La suspensión de la ejecución de los actos que se impugnan, sólo podrá ser acordada por el magistrado instructor que conozca del asunto, haciéndolo del conocimiento inmediato de las autoridades demandadas para su cumplimiento, previa verificación de la existencia y autenticidad del acto que se impugna. 

ARTÍCULO 59.- La suspensión podrá solicitarla el actor en cualquier etapa del juicio y tendrá por efecto evitar que se ejecute la resolución impugnada. Sólo podrá ser concedida por el magistrado instructor que conozca del asunto, a quien le haya sido solicitada por el actor dentro del término de veinticuatro horas siguientes a la verificación de la existencia y autenticidad del acto que se impugna y, en su caso, a la consulta ciudadana a que se refiere el artículo anterior. 

Previo al otorgamiento de la suspensión, deberá verificarse que con la misma no se afecten los derechos de terceros o el interés social. Cuando los actos que se impugnan hubieren sido ejecutados y afecten a los demandantes impidiéndoles el ejercicio de su única actividad de subsistencia o el acceso a su domicilio particular, el magistrado instructor que conozca del asunto podrá dictar las medidas cautelares que estime pertinentes para preservar dicho medio de subsistencia, siempre y cuando dicha actividad constituya su único medio de subsistencia, lo cual debe ser comprobado fehacientemente. 

Excepcionalmente, bajo su más estricta responsabilidad, el magistrado instructor podrá acordar la suspensión con efectos restitutorios, en cualquiera de las fases del procedimiento hasta antes de la sentencia respectiva. 

No se otorgará la suspensión si es en perjuicio del interés social, si se contravinieren disposiciones de orden público o se dejare sin materia el juicio. Cuando se solicite la suspensión para la realización de actividades reguladas, que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso y el actor no exhiba dicha documental no se otorgará la misma. 

La suspensión podrá ser revocada por el magistrado instructor en cualquier etapa del juicio, si varían las condiciones por las cuales se otorgó. 

ARTÍCULO 60.- Tratándose del multas, impuestos, derechos o cualquier otro crédito fiscal, se concederá la suspensión si quien la solicita garantiza su importe ante la tesorería del Estado de Coahuila de Zaragoza, en alguna de las formas siguientes: 

I. Depósito en efectivo; 

II. Billete de depósito; 

III. Prenda o hipoteca; 

IV. Embargo de bienes; o 

V. Fianza de compañía autorizada o de persona que acredite su solvencia con bienes raíces inscritos en el Registro Público de la Propiedad. 

Los fiadores deberán renunciar expresamente a los beneficios de orden y exclusión y someterse también expresamente al procedimiento administrativo de ejecución. Si la suspensión fue concedida, dejará de surtir efectos si la garantía no se otorga dentro de los cinco días siguientes al en que quede notificado el auto que la hubiere concedido. 

ARTÍCULO 61.- En los casos en que proceda la suspensión pero pueda ocasionar daños o perjuicios a terceros, se concederá si el actor otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquella se causaren, si no obtiene sentencia favorable en el juicio. 

Para que surta efectos la suspensión, el actor deberá otorgar la garantía que señale el magistrado instructor, en alguna de las formas que menciona el artículo 60. Cuando con la suspensión pueda afectarse derechos de terceros no estimables en dinero, el magistrado instructor que conozca del asunto, fijará discrecionalmente el importe de la garantía. 

ARTÍCULO 62.- La suspensión otorgada conforme al artículo anterior quedará sin efecto si el tercero da, a su vez, caución bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al actor, en el caso de que éste obtenga sentencia favorable. 

Se exceptúa del pago de la caución antes mencionada, aquellos supuestos en los cuales la suspensión afecte el interés social. Contra los actos que concedan o nieguen la suspensión o contra el señalamiento de fianzas y contra fianzas procede el recurso de reclamación ante la Sala del conocimiento. 

ARTÍCULO 63.- Para hacer efectivas las garantías otorgadas con motivo de la suspensión, el interesado deberá solicitarlo dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la sentencia ante la Sala correspondiente, quien dará vista a las demás partes por un término de cinco días y citará a una audiencia de pruebas y alegatos dentro de los cinco días siguientes, en la que dictará la sentencia que corresponda. Contra esta resolución procede el recurso de reclamación ante la Sala Superior. 

CAPITULO VII

De las Pruebas

ARTÍCULO 64.- En el escrito de demanda y en el de contestación deberán ofrecerse las pruebas. Las supervenientes podrán ofrecerse cuando aparezcan y hasta en la audiencia respectiva. 

ARTÍCULO 65.- Se admitirán toda clase de pruebas, excepto la confesional, y las que fueren contrarias a la moral y al derecho. Aquellas que ya se hubiesen rendido ante las autoridades demandadas, a petición de parte, deberán ponerse a disposición del Magistrado instructor con el expediente relativo. 

ARTÍCULO 66.- Las Salas del Tribunal podrán acordar, de oficio, el desahogo de las pruebas que estimen conducentes para la mejor decisión del asunto, notificando oportunamente a las partes a fin de que puedan intervenir, si así conviene a sus intereses. 

ARTÍCULO 67.- Las Salas del Tribunal podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre que lo estime necesario. Los hechos notorios no requieren prueba. 

ARTÍCULO 68.- A fin de que las partes puedan rendir oportunamente sus pruebas, las autoridades tienen la obligación de ordenar la expedición inmediata de las copias certificadas de los documentos que le sean solicitados. 

Si las autoridades no cumplieren con dicha obligación, los interesados solicitarán al Magistrado Instructor que las requiera para tales efectos, aplazando la audiencia por un término que no excederá de diez días. 

Si no obstante el requerimiento, las autoridades no expiden las copias que se les hubieren solicitado con oportunidad, el Tribunal hará uso de los medios de apremio conducentes en los términos de esta Ley o de las demás disposiciones legales aplicables. 

ARTÍCULO 69.- La prueba pericial tendrá lugar en las cuestiones relativas a alguna ciencia o arte. Los peritos deberán pertenecer a un colegio de su materia debidamente registrado cuando se trate de profesionistas. Las partes, o en su caso el Tribunal, nombrarán sólo a los peritos de las listas que cada año formulen los colegios de las distintas profesiones. 

ARTÍCULO 70.- Al ofrecerse la prueba pericial, las partes presentarán los cuestionarios sobre los que los peritos deberán rendir su dictamen en la audiencia respectiva. En caso de discordia, el perito tercero será designado por el Magistrado Instructor. Dicho perito no será recusable pero deberá excusarse por alguna de las causas siguientes: 

I. Consanguinidad hasta dentro del cuarto grado con alguna de las partes; 

II. Interés directo o indirecto en el litigio; 

III. Ser inquilino, arrendador, tener amistad estrecha o enemistad manifiesta, o tener relaciones de índole económico con cualquiera de las partes. 

ARTÍCULO 71.- Los testigos, que no podrán exceder de tres por cada hecho, deberán ser presentados por el oferente. Sin embargo, cuando estuviere imposibilitado para hacerlo, lo manifestará así bajo protesta de decir verdad y pedirá que se le cite. 

El Magistrado Instructor ordenará la citación con apercibimiento de arresto hasta por quince días o multa equivalente hasta quince días de salario mínimo general diario vigente en el Estado de Coahuila de Zaragoza, que aplicará al testigo que no comparezca sin causa justificada o que se niegue a declarar. 

En caso de que el señalamiento de domicilio de algún testigo resulte inexacto o de comprobarse que se solicitó su citación con el propósito de retardar el procedimiento, se impondrá al promovente una multa equivalente hasta treinta días de salario mínimo general diario vigente en el Estado de Coahuila de Zaragoza, en el momento de imponerse la misma, debiendo declararse desierta la prueba testimonial. 

CAPITULO VIII

De la Improcedencia y Sobreseimiento

ARTÍCULO 72.- El juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza es improcedente en los siguientes casos:

I. Contra actos o resoluciones de autoridades que no sean del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

II. Contra actos o resoluciones del propio Tribunal; 

III. Contra actos o resoluciones que sean materia de otro juicio contencioso administrativo que se encuentre pendiente de resolución, promovido por el mismo actor contra las mismas autoridades y el mismo acto administrativo, aunque las violaciones reclamadas sean distintas; 

IV. Contra actos o resoluciones que hayan sido juzgados en otro juicio contencioso administrativo, en los términos de la fracción anterior; 

V. Contra actos o resoluciones que no afecten los intereses legítimos del actor, que se hayan consumado de un modo irreparable o que hayan sido consentidos expresa o tácitamente, entendiéndose por estos últimos aquellos contra los que no se promovió el juicio dentro de los plazos señalados por esta Ley; 

VI. Contra actos o resoluciones de autoridades administrativas del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuya impugnación mediante algún recurso u otro medio de defensa legal se encuentre en trámite; 

VII. Contra reglamentos, circulares o disposiciones de carácter general, que no hayan sido aplicados concretamente al promovente; 

VIII. Cuando de las constancias de autos apareciere fehacientemente que no existen las resoluciones o actos que se pretenden impugnar; 

IX. Cuando hubieren cesado los efectos de los actos o resoluciones impugnados, o no pudieren producirse por haber desaparecido el objeto del mismo; 

X. Contra actos o resoluciones que deban ser revisados de oficio por las autoridades administrativas del Estado de Coahuila de Zaragoza, y dentro del plazo legal establecido para tal efecto; 

XI. Cuando no se acredite el interés jurídico, en los casos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 34 de esta Ley; y 

XII. En los demás casos en que la improcedencia esté establecida en algún otro precepto de esta Ley. 

ARTÍCULO 73.- Procede el sobreseimiento del juicio: 

I. Cuando el demandante se desista del juicio; 

II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 

III. Cuando el demandante falleciere durante la tramitación del juicio, si el acto impugnado sólo afecta su interés; 

IV. Cuando la autoridad demandada haya satisfecho la pretensión del actor, o revocado el acto que se impugna; y 

V. Cuando no se haya efectuado ningún acto procesal durante el término de ciento ochenta días naturales ni el actor hubiera promovido en ese mismo lapso. 

Procederá el sobreseimiento en el último caso si la promoción no realizada es necesaria para la continuación del procedimiento. 

CAPITULO IX

De la Audiencia

ARTÍCULO 74.- La audiencia tendrá por objeto desahogar en los términos de esta Ley las pruebas ofrecidas y oír los alegatos correspondientes. La falta de asistencia de las partes, no impedirá la celebración de la audiencia. Si en la audiencia no se pronunciare la sentencia, el Presidente de la Sala acordará que se pronuncie dentro del término a que se refiere el artículo 78. 

ARTÍCULO 75.- Presentes los Magistrados de la Sala, ésta se constituirá en audiencia pública el día y hora señalados al efecto. A continuación el Secretario llamará a las partes, peritos, testigos y demás personas que por disposición de la Ley deban intervenir en la audiencia, y el presidente de la Sala determinará quiénes deberán permanecer en el recinto y quiénes en lugar separado para llamarlos en su oportunidad. 

ARTÍCULO 76.- La recepción y desahogo de las pruebas se harán en la audiencia y se sujetará a las siguientes reglas: 

I. Se admitirán las relacionadas con los puntos controvertidos que se hubieren ofrecido en la demanda y la contestación, así como las supervenientes; 

II. Se desecharán las que el actor debió rendir y no aportó ante las autoridades en el procedimiento administrativo, que dio origen a la resolución que se impugna; salvo las supervenientes y las que habiendo sido ofrecidas ante la autoridad demandada no hubieren sido rendidas por causas no imputables al oferente; 

III. Si se admitiere la prueba pericial, en caso de discordia, el Magistrado Instructor nombrará un perito, quien dictaminará oralmente y por escrito. Las partes y la Sala podrán formular observaciones a los peritos y hacerles las preguntas que estimaren pertinentes en relación con los puntos sobre los que dictaminaren; 

IV. Cuando se hubieren presentado interrogatorios por las partes, en relación con la prueba testimonial, las preguntas deberán tener relación directa con los puntos controvertidos y deberán estar concebidas en términos claros y precisos, procurando que en una sola no se comprenda más de un hecho y que no sean insidiosas. La Sala deberá cuidar que se cumplan estas condiciones, impidiendo preguntas que las contraríen. La protesta y examen de los testigos se hará en presencia de las partes. Al formularse preguntas se seguirán las mismas reglas; la Sala podrá hacer las preguntas que considere necesarias; 

V. No se requerirá hacer constar en el acta las exposiciones de las partes sobre los documentos ni las preguntas o repreguntas a los testigos, bastando se asienten las respuestas. 

Contra el desechamiento de pruebas procede el recurso de reclamación ante la Sala Superior. 

ARTÍCULO 77.- Concluida la recepción de las pruebas, las partes podrán alegar por sí o por medio de sus representantes. 

ARTÍCULO 78.- Una vez oídos los alegatos de ambas partes, el Magistrado a quien se hubiere turnado el asunto propondrá los puntos resolutivos y la Sala resolverá el juicio en la misma audiencia. Sólo cuando deban tomarse en cuenta gran número de constancias, podrá reservarse el fallo definitivo para un término no mayor de diez días. En todos los casos el mismo Magistrado deberá redactar y engrosar la sentencia. 

CAPITULO X

De la Sentencia

ARTÍCULO 79.- La sentencia se pronunciará por unanimidad o por mayoría de votos de la Sala. La Sala del conocimiento, al pronunciar sentencia, suplirá las deficiencias de la demanda, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis planteada. En materia fiscal se suplirán las deficiencias de la demanda siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio. 

ARTÍCULO 80.- Las sentencias que emitan las Salas del Tribunal, no necesitan formulismo alguno, pero deberán contener: 

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos. Así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido, según el prudente arbitrio de la Sala, salvo las documentales públicas e inspección judicial que siempre harán prueba plena; 

II. Los fundamentos legales en que se apoyen, debiendo limitarlo a los puntos cuestionados y a la solución de la litis planteada; 

III. Los puntos resolutivos en los que se expresarán los actos cuya validez se reconociere o cuya nulidad se declarare; y 

IV. Los términos en que deberá ser ejecutada la sentencia por parte de la autoridad demandada, así como el plazo correspondiente para ello, que no excederá de veinticinco días contados a partir de la fecha de su notificación. 

ARTÍCULO 81.- Serán causas de nulidad de los actos impugnados: 

I. Incompetencia de la autoridad; 

II. Incumplimiento y omisión de las formalidades legales; 

III. Violación de la Ley o no haberse aplicado la debida; y 

IV. Arbitrariedad, desproporción, desigualdad, injusticia manifiesta o cualquiera otra causa similar. 

ARTÍCULO 82.- De ser fundada la demanda, las sentencias dejarán sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que establezca la sentencia. 

CAPITULO XI

Del Cumplimiento de la Sentencia

ARTÍCULO 83.- El actor podrá acudir en queja ante la Sala respectiva, en caso de incumplimiento de la sentencia y se dará vista a la autoridad responsable por el término de cinco días para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

Una vez cumplido el término de cinco días, la Sala resolverá si la autoridad ha cumplido con los términos de la sentencia; de lo contrario, la requerirá para que cumpla en un término de otros cinco días, amonestándola y previniéndola de que en caso de renuencia se le impondrá una multa de 50 a 180 días de salario mínimo diario general vigente para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Si la autoridad persistiere en su actitud, la Sala Superior resolverá, a instancia de la Sala respectiva, solicitar del Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, como superior jerárquico, obligue al funcionario responsable para que dé cumplimiento a las determinaciones del Tribunal en un plazo no mayor de cinco días; sin perjuicio de que se reitere cuantas veces sea necesario, la multa impuesta. 

Las sanciones antes mencionadas también serán procedentes, cuando no se cumplimente en sus términos la suspensión que se decrete respecto del acto reclamado en el juicio. 

CAPITULO XII

De los Recursos

ARTÍCULO 84.- El Recurso de Reclamación es procedente contra las providencias o los acuerdos de trámite dictados por el Presidente del Tribunal, por el Presidente de cuales quiera de las Salas o por los Magistrados, así como en los demás casos, señalados por esta Ley. 

ARTÍCULO 85.- El recurso se interpondrá con expresión de agravios, dentro del término de tres días contados a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación correspondiente, ante la Sala de adscripción del Magistrado o Presidente que haya dictado el acuerdo recurrido. La Sala competente suplirá las deficiencias de los agravios expresados en el recurso, pero no su ausencia. 

ARTÍCULO 86.- El recurso se substanciará con vista a las demás partes, por un término común de tres días, para que expongan lo que a su derecho convenga. Transcurrido dicho término, la Sala resolverá lo conducente. 

ARTÍCULO 87.- Las resoluciones de las Salas del Tribunal que decreten o nieguen sobreseimiento, las que resuelvan el juicio o la cuestión planteada en el fondo, y las que pongan fin al procedimiento, serán apelables por cualquiera de las partes ante la Sala Superior. 

El recurso de apelación deberá ser interpuesto por escrito, dirigido a la Sala Superior, dentro del plazo de diez días siguientes al en que surta efecto la notificación de la resolución que se impugna. 

La Sala Superior, al admitir a trámite el recurso, designará a un Magistrado ponente y mandará correr traslado a las demás partes por el término de cinco días, para que expongan lo que a su derecho convenga. 

Vencido dicho término, el Magistrado ponente formulará proyecto y dará cuenta del mismo a la Sala Superior en un plazo de quince días. 

ARTÍCULO 88.- Contra las resoluciones de la Sala Superior a que se refiere el artículo anterior, las autoridades podrán interponer el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente por conducto de la Sala Superior, mediante escrito dirigido a dicho Tribunal dentro del término de 10 días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación respectiva, independientemente del monto, en los casos siguientes: 

I. Cuando la resolución que se dicte afecte el interés fiscal o el patrimonio del Estado de Coahuila de Zaragoza y sea de importancia a juicio de la autoridad fiscal; 

II. Cuando se trate de la interpretación de leyes o reglamentos; 

III. Cuando se trate de las formalidades esenciales del procedimiento; 

IV. Cuando se fije el alcance de los elementos constitutivos de las contribuciones; 

V. Por violaciones procesales cometidas durante el juicio siempre que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo; o por violaciones cometidas en las propias resoluciones o sentencias. 

En los casos no previstos en las fracciones anteriores, las autoridades podrán promover el recurso de revisión, siempre que el negocio sea de importancia y trascendencia, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso y el valor del negocio exceda de 20 veces el salario mínimo general vigente elevado al año en el Estado de Coahuila de Zaragoza, al momento de emitirse la resolución de que se trate. 

CAPITULO XIII

De la Jurisprudencia

ARTÍCULO 89.- Las sentencias de la Sala Superior constituirán Jurisprudencia que será obligatoria para ella y las demás Salas del Tribunal, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario y que hayan sido aprobadas por el voto de cinco Magistrados en el mismo sentido. 

ARTÍCULO 90.- Para interrumpir o modificar la Jurisprudencia del Tribunal se requerirá del voto en el mismo sentido de cinco Magistrados por lo menos, en una resolución cuando se trate de interrupción, en el mismo número y condiciones señaladas para su fijación, cuando se trate de modificarla. Cuando no se logre esta mayoría en dos sesiones, se tendrá por desechado el proyecto y se designará otro Magistrado Ponente para que formule nuevo proyecto. 

ARTÍCULO 91.- La Jurisprudencia perderá tal carácter cuando se pronuncie una resolución en contrario, debiendo expresarse en ella las razones que funden el cambio de criterio, las cuales deberán referirse a las que se tuvieron en consideración para establecerla. Para la fijación de un nuevo criterio jurisprudencial, será necesario que se reúnan los requisitos señalados en los artículos 89 y 90. Para la modificación de la Jurisprudencia se observan las mismas reglas establecidas para su formación. 

ARTÍCULO 92.- Cuando las partes invoquen en el juicio contencioso administrativo la Jurisprudencia del Tribunal, lo harán por escrito, expresando el sentido de aquélla y designando con precisión las sentencias que la sustenten. 

ARTÍCULO 93.- Los Magistrados, las autoridades o cualquier persona física o moral, podrán dirigirse a la Sala Superior denunciando la contradicción entre las resoluciones sustentadas por las Salas, tanto las ordinarias del Tribunal como de la misma Sala Superior. Al recibir la denuncia, el Presidente de la Sala Superior designará al Magistrado que formule la ponencia respectiva, a fin de decidir si efectivamente existe la contradicción y, en su caso, cuál será el criterio que como Jurisprudencia definitiva adopte la propia Sala. 

ARTÍCULO 94.- El Presidente del Tribunal remitirá al Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para su publicación, las tesis jurisprudenciales que sustente la Sala Superior, así como aquellas que constituyan precedente y se considere de importancia su difusión. 

TRANSITORIOS:

PRIMERO: La presente ley entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO: La Sala Superior, deberá elaborar y aprobar su reglamento interno, en un término no mayor a 60 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de esta ley.

TERCERO: Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley.

Del mismo modo, y con el objeto de realizar las modificaciones y actualizaciones legislativas a la norma que regula el funcionamiento del Poder Judicial vigente, derivadas de la propuesta del Ley anterior, es necesario, como ya lo comentamos con anterioridad, poner a consideración de esta Honorable Asamblea, para su posterior, análisis, discusión y aprobación, en su caso, el siguiente proyecto de:

DECRETO

QUE DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo Único.- Se deroga el Capítulo IV Ter y su denominación, así como los artículos 25-H, 25-I, 25-J, 25-K, 25-L, 25-M, 25-N Y 25-O de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículos 1 a 25-G.-   .  .  . 

Artículo 25-H.- Se deroga

Artículo 25-I.- Se deroga

Artículo 25-J.- Se deroga

Artículo 25-K.- Se deroga

Artículo 25-L.- Se deroga

Artículo 25-M.- Se deroga

Artículo 25-N.- Se deroga

Artículo 25-O.- Se deroga

Artículo 25-O-1 al 299.-   .  .  .

TRANSITORIOS:

ÚNICO: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

Saltillo Coahuila, a 18 de Mayo del 2016

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Gracias Diputado. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado   Leonel  Contreras Pámanes, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 C del Orden del Día aprobado. 

Diputado  Leonel  Contreras Pámanes:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

Honorable Pleno del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza.

El de la voz, Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, y con las facultades que me confiere la Ley Orgánica de este Congreso, presento ante esta Soberanía la siguiente Iniciativa que reforma el Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Para la promoción y emisión del voto, las autoridades electorales tanto federales como locales, debe vigilar en todo momento que se respeten ciertas reglas.

Primeramente se debe cuidar que la promoción del voto sea imparcial, es decir, no deberá incidir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni generar confusión, presión o coacción en los electores o afectar la equidad en la competencia electoral; y segundo, tal promoción deberá respetar en todo momento las características que, por ley, tiene el sufragio las cuales son el ser universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible, buscando en todo momento que el voto sea razonado e informado.

En resumen, la promoción del voto deberá tener como finalidad fomentar la mayor participación ciudadana en los procesos electorales, así como fortalecer los valores, prácticas e instituciones de la democracia.

Por lo general, las demandas más expresadas por los partidos políticos o candidatos que no resultan triunfadores al término de un proceso electoral, es que hubo compra de votos durante el desarrollo de la jornada electoral, por parte de personas que son afines a un partido político o candidato, así como el hecho de que se condicionaron la entrega de ciertos apoyos sociales a cambio de votar por un determinado candidato o partido.

En la práctica, quienes participamos en procesos electorales, podemos advertir, que durante la jornada electoral, algunas organizaciones políticas condicionan a los ciudadanos a que les demuestren que votaron por su partido o candidato, para poderles entregar el apoyo económico o en especie  prometido por tal acción.

Con el desarrollo de las tecnologías, hoy en día la mayor parte de la población tiene acceso a un celular con cámara fotográfica, el cual les permite para el caso que estamos refiriendo tomar una fotografía de la boleta ya cruzada en favor de un partido o candidato en particular, pudiendo con ello acceder al apoyo económico o en especie que les fue prometido.

El hecho de presionar a los ciudadanos, para que entreguen una prueba (fotografía) de que efectivamente votaron por un partido político o candidato, es una muestra de que se están violando los principios rectores del voto, en el sentido que este debe ser libre y secreto.

Es por eso que el día de hoy y con el fin de que se respete la libertad y secrecía del voto, es que propongo esta iniciativa de reforma al Código Electoral del Estado, la cual tiene el propósito de evitar que se fotografíe, escanee o se video grave, la boleta electoral al momento de emitir el sufragio, y con ello proteger al ciudadano que pudiera estar presionado o condicionado a votar por algún partido o candidato en particular.

La reforma que hoy se propone tiene, el objetivo principal de salvaguardar la libertad y secrecía al emitir el voto por parte de los ciudadanos, sin que exista ningún tipo de condición al momento de hacerlo, eliminando con ello la impunidad de los actos contra el sufragio efectivo, y en consecuencia, lograr que la manifestación de la voluntad de dichos ciudadanos sea realmente respetada.

En virtud de lo antes expuesto, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Reforma al Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que adiciona el numeral 7 al artículo 184 para quedar como sigue.

Artículo 184.

1.
Corresponde al Presidente de la Mesa Directiva el ejercicio de la autoridad para preservar el orden, asegurar el libre acceso de los electores y garantizar en todo tiempo el secreto del voto.
Numeral 2 al 6…..

7. En ningún caso se permitirá el acceso a las mamparas de votación a personas que porten celulares, cámaras fotográficas, de videograbación, escáner o algún aparato electrónico. 

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones al Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila a 18 de Mayo de 2016

Atentamente

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila.

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión Especial encargada de la armonización  de nuestra Legislación Estatal con la Federal en Materia Político-Electoral,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, le solicito a la Diputada Vicepresidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, quede al frente de la Mesa Directiva a fin de que el de la voz dé una exposición general de la iniciativa que presento y que se encuentra consignada en el Punto 8 D del Orden del Día aprobado. 

Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Con su permiso, Diputada Vicepresidenta en funciones de Presidenta. 

INICIATIVA con proyecto de decreto que ADICIONA LA SECCIÓN V, Y EL ARTÍCULO 152 BIS, A LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, que presenta el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México.

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.- 

En los últimos años la familia ha sufrido una gran transformación, los hogares se han vuelto más pequeños, y se ha presentado un considerable aumento en el número de divorcios y de familias monoparentales, presentando dificultades a la hora de cumplir con sus responsabilidades, y costándoles cada vez más el ocuparse de los niños, de las personas mayores, así como el ayudar a que estos aprendan el funcionamiento de la vida en sociedad.

Aunado a esto, tomemos en cuenta que no es lo mismo la situación de limitación de una familia que interactúa dentro de prisión, a una que convive en un entorno más saludable; En una familia que lo hace fuera, el manejo y la proximidad tiende a ser mucho más gentil y cercano, pero en una que convive con algún interno, la relación es forzada, dándose entre personas que en ocasiones no tienen una relación de parentesco, y en la mayoría de los casos con orígenes, aficiones, hábitos, y rutinas de comportamiento totalmente diferentes.

Lamentablemente lo anterior aún no es una realidad, en 71 centros penitenciarios revisados por la Comisión Nacional de Derechos Humanos,  se pudo observar un deficiente control del ingreso de visitas tanto familiar como íntima, situación que vulnera el control que debe tener la autoridad sobre el Centro, favoreciendo la violencia dentro del mismo;
 Si bien nuestra Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social prevé como derecho de los internos imputados y sentenciados, la comunicación con sus familiares, aún persisten problemáticas que continúan representando de forma adicional una carga económica y emocional para las mismas, como por ejemplo el fallecimiento de internos, ya que es común que se encuentren alejados de su entorno, coincidiendo con situaciones de escasos recursos económicos que obstaculizan el contacto familiar, así como con el seguimiento y apoyo para una defensa eficaz, sin olvidar que los trámites para la entrega y traslado de los cuerpos resultan complicados y agobiantes.

Es obvio que la sana comunicación familiar representa un factor clave en el desarrollo de un entorno más seguro y estable, tenemos que aceptar que el grado en que las personas se relacionan unas con otras sensorialmente, y el modo en el que emplean su tiempo, no solo determinan el punto en que estarán hacinadas, sino también los métodos aplicables al alivio del hacinamiento.

De lo antes señalado se advierte la existencia de un hecho que contraviene lo dispuesto en las normas nacionales e internacionales que regulan la vida en reclusión, afectando su seguridad personal y jurídica, su derecho a la reinserción social positiva, y su derecho a recibir un trato digno y humano, lo que repercute también de manera directa en los familiares de los internos.

Es por esto que el 15 de diciembre del año pasado se publicó en el Estado la Ley de Prevención, Asistencia, y Atención de la Violencia Familiar, la cual comprende dentro de su articulado la implementación de un programa de terapia familiar, cumpliendo con la finalidad de proteger la organización y el desarrollo de la familia; Sin embargo, este solo resulta aplicable en los casos en que se considere que una persona es generadora de violencia familiar: ¿ Pero qué pasa con las demás relaciones conflictivas entre miembros de la familia?, los malestares asociados con la ansiedad, depresión, duelos, los problemas con los hijos, o el apoyo a miembros de la familia que atraviesan una separación o divorcio.

Es por lo antes mencionado que el reforzar los ejes de la reinserción social con la implementación de un adecuado tratamiento familiar penitenciario, nos ayudaría a cumplimentar con los objetivos del Plan Estatal de Desarrollo, mejorando las capacidades de las personas en situación de vulnerabilidad, haciendo efectivos sus derechos, y favoreciendo su incorporación a una vida plena.

De aprobarse la presente reforma estaríamos cumpliendo con las estrategias respecto al diseño de políticas públicas de prevención, y atención a conductas emocionales nocivas que afectan la cohesión familiar de los coahuilenses, dando seguimiento a las necesidades de menores de edad en desamparo, jefas de familia, personas adultas mayores, y personas con discapacidad en condiciones de pobreza. 

De igual forma impulsaríamos el incremento en el nivel de bienestar de las familias coahuilenses, garantizando su acceso a los derechos sociales, estableciendo nuevos mecanismos y acciones para fomentar programas sociales más participativos que asistenciales.
Por lo anterior presento esta iniciativa y la someto a su consideración. 

Es cuanto, Diputada Vicepresidenta en funciones de Presidenta.
(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona la sección V y el Artículo 152 Bis, a la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza).

INICIATIVA con proyecto de decreto que ADICIONA LA SECCIÓN V, Y EL ARTÍCULO 152 BIS, A LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, que presenta el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México. 

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.- 

En los últimos años la familia ha sufrido una gran transformación, los hogares se han vuelto más pequeños, y se ha presentado un considerable aumento en el número de divorcios y de familias monoparentales, presentando dificultades a la hora de cumplir con sus responsabilidades, y costándoles cada vez más el ocuparse de los niños, de las personas mayores, así como el ayudar a que estos aprendan el funcionamiento de la vida en sociedad.

Aunado a esto, tomemos en cuenta que no es lo mismo la situación de limitación de una familia que interactúa dentro de prisión, a una que convive en un entorno más saludable; En una familia que lo hace fuera, el manejo y la proximidad tiende a ser mucho más gentil y cercano, pero en una que convive con algún interno, la relación es forzada, dándose entre personas que en ocasiones no tienen una relación de parentesco, y en la mayoría de los casos con orígenes, aficiones, hábitos, y rutinas de comportamiento totalmente diferentes.

Es por ello que el artículo 16 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, señala que la familia es el elemento natural y fundamental de nuestra sociedad, teniendo derecho a su protección, por lo que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en su artículo 18 que el sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, como medio para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad, y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley.

Lamentablemente lo anterior aún no es una realidad, en 71 centros penitenciarios revisados por la CNDH se pudo observar un deficiente control del ingreso de visitas tanto familiar como íntima, situación que vulnera el control que debe tener la autoridad sobre el Centro, favoreciendo la violencia dentro del mismo;
 Si bien nuestra Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social prevé como derecho de los internos imputados y sentenciados, la comunicación con sus familiares, aún persisten problemáticas que continúan representando de forma adicional una carga económica y emocional para las mismas, como por ejemplo el fallecimiento de internos, ya que es común que se encuentren alejados de su entorno, coincidiendo con situaciones de escasos recursos económicos que obstaculizan el contacto familiar, así como con el seguimiento y apoyo para una defensa eficaz, sin olvidar que los trámites para la entrega y traslado de los cuerpos resultan complicados y agobiantes.

Es obvio que la sana comunicación familiar representa un factor clave en el desarrollo de un entorno más seguro y estable, tenemos que aceptar que el grado en que las personas se relacionan unas con otras sensorialmente, y el modo en el que emplean su tiempo, no solo determinan el punto en que estarán hacinadas, sino también los métodos aplicables al alivio del hacinamiento.

De lo antes señalado se advierte la existencia de un hecho que contraviene lo dispuesto en las normas nacionales e internacionales que regulan la vida en reclusión, afectando su seguridad personal y jurídica, su derecho a la reinserción social positiva, y su derecho a recibir un trato digno y humano, lo que repercute también de manera directa en los familiares de los internos.

Es por esto que el 15 de diciembre del año pasado se publicó en el Estado la Ley de Prevención, Asistencia, y Atención de la Violencia Familiar, la cual comprende dentro de su articulado la implementación de un programa de terapia familiar, cumpliendo con la finalidad de proteger la organización y el desarrollo de la familia; Sin embargo, este solo resulta aplicable en los casos en que se considere que una persona es generadora de violencia familiar: ¿Qué pasa con las demás relaciones conflictivas entre miembros de la familia?, los malestares asociados con la ansiedad, depresión, duelos, los problemas con los hijos, o el apoyo a miembros de la familia que atraviesan una separación o divorcio.

Es por lo antes mencionado que el reforzar los ejes de la reinserción social con la implementación de un adecuado tratamiento familiar penitenciario, nos ayudaría a cumplimentar con los objetivos del Plan Estatal de Desarrollo, mejorando las capacidades de las personas en situación de vulnerabilidad, haciendo efectivos sus derechos, y favoreciendo su incorporación a una vida plena.

De aprobarse la presente reforma estaríamos cumpliendo con las estrategias respecto al diseño de políticas públicas de prevención, y atención a conductas emocionales nocivas que afectan la cohesión familiar de los coahuilenses, dando seguimiento a las necesidades de menores de edad en desamparo, jefas de familia, personas adultas mayores, y personas con discapacidad en condiciones de pobreza. 

De igual forma impulsaríamos el incremento en el nivel de bienestar de las familias coahuilenses, garantizando su acceso a los derechos sociales, estableciendo nuevos mecanismos y acciones para fomentar programas sociales más participativos que asistenciales.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA LA SECCIÓN V, Y EL ARTÍCULO 152 BIS, A LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

SECCIÓN V

PREVENCIÓN, ASISTENCIA Y ATENCIÓN FAMILIAR

Artículo 152 bis. Los internos, sus familias, y demás personas que determine la autoridad correspondiente, están obligados a participar en los servicios de prevención, asistencia, y atención familiar, siempre y cuando se atienda a criterios que favorezcan la vinculación con su entorno familiar y social.

Las autoridades están obligadas a brindar la asistencia o vinculación a programas de terapia familiar, y a programas de rehabilitación por el consumo de alcohol u otras drogas, como factores coadyuvantes en los procesos tendentes a la reinserción social efectiva. 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El Poder Ejecutivo del Estado tendrá 180 días a partir de la publicación del presente decreto, para realizar las adecuaciones a las disposiciones pertinentes. 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a 17 de mayo de 2016.

A T E N T A M E N T E
POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”

DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
Diputada Vicepresidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones de Seguridad Pública y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 E del Orden del Día aprobado. 

Diputada Claudia Elisa Morales Salazar:

Buenas tardes.

Con su permiso,  Diputada Vicepresidenta.

HONORABLE  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata Independiente de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTICULO 2 ADICIONANDO LA FRACCIÓN XII, ASÍ COMO EL ARTICULO 4 REFORMANDO LA FRACCIÓN II Y ADICIONANDO LA FRACCIÓN XXII DE LA LEY DEL SISTEMA ESTATAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑOS Y NIÑAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

En atención a lo siguiente:

Exposición de motivos.

A nivel federal la  reforma constitucional en materia de derechos humanos constituye un avance sustantivo a favor del respeto y garantía de los derechos fundamentales. Su aprobación es una respuesta a los compromisos internacionales asumidos por México y confirma su voluntad de ampliar su necesaria protección. Dentro de los avances que esta reforma constitucional representa, podemos darnos cuenta de la inclusión del término “preferencias sexuales” como uno de los motivos causantes de discriminación y que  es producto de la lucha por la equidad y visibiliza a un grupo que por su condición ha sido excluido y marginado por décadas.

No podemos solamente avocarnos a los derechos humanos de un sector de la población, sino que debemos abarcar a todos aquellos ciudadanos que conforman nuestra sociedad, en este sentido es que decidimos incluir dentro de la norma que regula los derechos de los niños, niñas y adolescentes no solo este término antes mencionado sino también la necesidad de generar políticas públicas que les permitan tener conocimiento y goce pleno del derecho a la sexualidad responsable.

En días anteriores presentamos una iniciativa dirigida al sector salud debido al alto índice de embarazos en menores de 19 años de edad, los índices de mayor incidencia son en adolescentes de 15 y 16 años de edad, en esta iniciativa nos encontramos con que en el año 2015 se reportaron más de 1,660  embarazos en menores de edad,  según datos proporcionados por la Subdirección de prevención y promoción de la salud en el Estado, es decir que aproximadamente el 17.5 % de los embarazos atendidos por las instituciones de salud Estatales se derivan en jóvenes menores de 19 años de edad.

De aquí es que surge la necesidad de atención a través de políticas públicas dirigidas a los menores las cuales les permitan conocer y decidir sobre su salud sexual y reproductiva. De igual forma debemos establecer en la ley la responsabilidad de los órdenes de gobierno ante la salud de los menores de edad en caso de enfermedades endémicas y/o alguna epidemia que pudiera atacarlos.

Es por lo anteriormente expuesto compañeros y compañeras que les exhorto a unirse a la presente iniciativa de ley sabiendo que los niños, niñas y adolescentes son el futuro de nuestro estado y que debemos velar en todo momento por su bien.

Por tal motivo acudo ante ustedes a presentar la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTICULO 2º  ADICIONANDO LA FRACCIÓN XII, ASÍ COMO EL ARTICULO 4 REFORMANDO LA FRACCIÓN II Y ADICIONANDO LA FRACCIÓN XXII DE LA LEY DEL SISTEMA ESTATAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑOS Y NIÑAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO UNICO: Se reforma y adicionan la fracción II recorriendo la  subsecuente del artículo 2, así como la fracción II y se adiciona la fracción XXII del artículo 4º   de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2.- Para garantizar la protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, las autoridades realizarán las acciones y tomarán medidas, debiendo observar, además de los establecidos en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, como mínimo los siguientes principios rectores:

I. a la  XI

XII. El de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo, religión, idioma o lengua, opinión política o de cualquier otra índole, preferencias sexuales, origen étnico, nacional o social, posición económica, discapacidad, circunstancias de nacimiento o cualquiera otra condición suya o de sus ascendientes, tutores o representantes legales.
Artículo 4.- Niños, niñas y adolescentes son sujetos titulares de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y la Ley General, entre los que se encuentran, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes:

I. ……………………………………………………………………………………………..

II. Al disfrute del más alto nivel de salud, las autoridades Estatales, y Municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, se mantendrán coordinados a fin de atender de manera especial las enfermedades endémicas y epidémicas, impulsando programas de prevención e información sobre ellas, así como el promover y coordinar acciones de información y orientación educativa sobre salud sexual y reproductiva a fin de prevenir y atender embarazos tempranos, infecciones de transmisión sexual incluida el VIH-sida; y favorecer el acceso universal de métodos anticonceptivos y la toma de decisiones responsables.

      III a la XXI.……………………………………………………………………………………

XXII. Niñas, niños y adolescentes tendrán reconocidos sus derechos y no deberá hacerse ningún  tipo de discriminación en razón de raza, color, sexo, idioma o lengua, religión; opinión política; preferencias sexuales, origen étnico, nacional o social; posición económica; discapacidad, circunstancias de nacimiento o cualquier otra condición no prevista en este artículo.

Para sus efectos, aplicación e interpretación se estará a lo establecido en los términos de la Ley General.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila,  a 18 de mayo  del  2016.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Martha Garay Cadena, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 F del Orden del Día aprobado. 

Diputada Martha Hortensia Garay Cadena: 

Con su permiso,  Presidente. 

INICIATIVA DE REFORMA A LOS ARTÍCULOS 100 Y 101 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PROPUESTA POR LOS Y LAS DIPUTADAS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO  “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DE LA VOZ, MARTHA GARAY. 

Actualmente los artículos 100 y 101 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza hacen referencia a las mujeres internas y a las mujeres internas con hijos, sin embargo solamente señalan lo relativo a la internamiento separado de éstas y los hombres, así como de la posibilidad de tener con ellas a sus hijos durante el primer año de vida y el proceso mediante, que, pasado ese año la niña o niño es puesto a cuidado de un familiar o de una institución autorizada para tal efecto. 

Lo que pretende la iniciativa es que se aborde de manera más específica estos aspectos, pero además que contemple otros relativos a las mujeres embarazadas y lactantes de acuerdo a lo dispuesto en las reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes conocidas como  las “Reglas de Bangkok”
;   así como lo dispuesto en las convenciones internacionales Belem do Pará y  CEDAU, mediante la reforma se propone que las mujeres sean internadas en instituciones especialmente para ellas, es decir, que no puedan estar en centros mixtos, lo que previene que puedan ocurrir situaciones como abuso sexual. 

La obligación de las autoridades se suministrar a las mujeres internas, embarazadas, lactantes  y con hijos una alimentación suficiente y puntual,  y brindar asesoramiento sobre su salud, así como una dieta especializada a través de programas elaborados y supervisados por la Secretaría de Salud. 

La obligación de las autoridades de supervisar el desarrollo y la salud de las niñas y los niños que vivan con sus madres en los centros penitenciarios, se establece expresamente la prohibición de que las niñas y niños que se encuentren en las instituciones penitenciarias con  sus madres sean tratados como internos. 

Se integra también la prohibición de aplicar sanciones disciplinarias de aislamiento o confinamiento a las mujeres embarazadas o con hijos, o a las madres en período de lactancia, así como de prohibir la lactancia.

Asimismo,  toda decisión de retirar a los hijos de las mujeres internas en los centros penitenciarios deberá adoptarse con delicadeza, tras comprobarse que se han adoptado disposiciones alternativas para su cuidado y en el caso de las internas extranjeras en consulta con los funcionarios consulares. 

Por último, para el caso del registro de niñas y niños nacidos durante el internamiento de la madre en instituciones penitenciarias las actas de nacimiento señalarán como domicilio el del padre o en su defecto el que tenía la madre antes de su detención.

Sabemos que muchas de estas medidas ya han sido adoptadas en nuestro Estado, sin embargo,  consideramos necesario que las mismas se encuentren contempladas en la ley. 

Es cuanto, Presidente. Muchas gracias. 
(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 100 y 101 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social  para el Estado de Coahuila de Zaragoza).

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 100 Y 101 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARTHA GARAY CADENA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforman los artículos 100 y 101 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las penas privativas de libertad, y su finalidad, han ido evolucionando desde la imposición de éstas como un mero castigo, para posteriormente ser concebidas como un medio de disuasión de los ilícitos, hasta la concepción actual, bajo un modelo técnico progresivo, en el que se pretende la reinserción a la sociedad de la persona que cometió un delito.  

En ese sentido, el actual artículo 18 constitucional establece que:

“…El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley…”. 

Como se puede apreciar, son cinco las bases que cimientan el sistema penitenciario del Estado mexicano, y que buscan la reinserción a la sociedad de las personas sentenciadas.

En consecuencia, las autoridades mexicanas, a través de los sistemas de penitenciarios, tienen la tarea de ofrecer a las personas que se encuentran internas en los centros destinados para tal efecto, las condiciones que garanticen la existencia de dichos elementos y que les permitan, en consecuencia, su reinserción.

Por ello, es indispensable que los centros penitenciarios cuenten con la infraestructura, así como con los recursos materiales y humanos que ofrezcan actividades laborales y la capacitación para las mismas, que les permitan, además, continuar sus estudios básicos y el acceso a servicios de salud, así como las que promuevan las actividades deportivas.

Aunado a los elementos antes apuntados y que por sí mismos están orientados al ejercicio de prerrogativas fundamentales, la Constitución establece de forma expresa el respeto a los derechos humanos como uno de los ejes sobre los que deben girar las políticas de reinserción social.

Lo anterior es así, porque si bien la pena privativa de la libertad constituye un límite al ejercicio de ciertos y muy específicos derechos fundamentales, cierto es que corresponde a las autoridades penitenciarias garantizar el ejercicio de las prerrogativas que no son incompatibles con la pena privativa de libertad.

En tal virtud, las políticas públicas que se elaboran en la materia
 para promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de las personas internas, tienen que tomar en cuenta no solo la normatividad doméstica, sino los estándares internacionales y las características propias de los grupos de población que se encuentran en los centros de reinserción social.   

En ese orden de ideas, las mujeres constituyen uno de los grupos, en los que en los procesos de planeación y elaboración de políticas públicas de reinserción social, se deben apreciar y considerar sus características y circunstancias particulares, máxime cuando se trata de mujeres embarazadas, lactantes y con hijos.

En ese sentido, la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución 58/183, de 22 de diciembre de 2003, invitó a los gobiernos, los órganos internacionales y regionales competentes, las instituciones nacionales de derechos humanos y las organizaciones no gubernamentales a prestar mayor atención a la cuestión de las mujeres que se encontraban en prisión, incluidos los hijos de las mujeres que se encontraban en prisión, con el fin de identificar los problemas fundamentales y los modos de ocuparse de ellos.

Posteriormente, 16 de marzo de 2011, dicho organismo internacional, mediante resolución aprobada por la Asamblea General, emitió las “Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes”, conocidas como las “Reglas de Bangkok”
; instrumento en el que se establecen medidas  específicas a considerarse en relación a las mujeres internas en centros penitenciarios y en las que se considera a las mujeres reclusas como uno de los grupos en situación de vulnerabilidad que tienen necesidades y requisitos específicos.

De un análisis de la legislación local, se advierte que si bien existe una especialización en materia de ejecución de sanciones, a través de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y que la misma contempla a las mujeres que se encuentran en los  centros penitenciarios; es necesario introducir algunos aspectos que abonen a la protección y ejercicio de los derechos de éstas, pero también de sus hijos, especialmente los que se encuentran con ellas.

Actualmente, en el artículo 100 del ordenamiento antes mencionado, se establece que las mujeres deben estar internadas en instituciones destinadas especialmente para ellas, o en su defecto, en secciones especiales de los establecimientos, pero siempre separadas de los hombres.

Sin embargo, a partir de la visita de supervisión que realizó la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en el marco del “Informe Especial sobre las Mujeres Internas en los Centros de Reclusión de la República Mexicana”
, y a efecto de dar cumplimiento a las recomendaciones emitidas por el referido organismo, el Titular del Ejecutivo del Estado, dispuso que las internas que se encontraban en los CERESOS mixtos, aún que se encontraban en áreas especializadas, fueran trasladadas a un centro de reinserción destinado especialmente para ellas, en este caso el ubicado en Saltillo.

Asimismo, la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece la posibilidad de que las mujeres internas puedan retener a sus hijos  con ellas  durante su primer año de vida, a cuyo término, éste estará a cargo de un familiar o bien, en caso de no haberlo, en instituciones autorizadas para tal efecto, a fin de que permanezcan en las mismas durante la estancia de la interna, previa opinión favorable de la Procuraduría de la Familia del Estado.

En virtud de lo anterior la presente iniciativa de reforma, propone, por un lado, eliminar la posibilidad de que las mujeres puedan ser internadas en secciones especiales separadas de los hombres en instituciones mixtas, para solo dejar el supuesto del internamiento en instituciones destinadas para ellas; con la finalidad de evitar las irregularidades y violaciones a derechos humanos que se pueden propiciar con el internamiento en centros mixtos, que contribuyen, por ejemplo, a abusos sexuales o a la prostitución.

Por otra parte, se propone además, que en el ordenamiento de mérito, no solo se aborde lo relativo a las mujeres con hijos, sino que se establezcan las condiciones mínimas que permitan a las mujeres embarazadas, lactantes o con hijos, el ejercicio de sus derechos, y de los de sus hijos, a través de la incorporación algunas buenas prácticas reconocidas en las “Reglas de Bangkok”, en específico en aspectos como el contacto con sus familiares, la alimentación, la salud, la lactancia, el desarrollo integral de las niños y niños, la prohibición expresa de sanciones disciplinarias de aislamiento o confinamiento a las mujeres embarazadas, con hijos o a las madres en período de lactancia, así como la prohibición expresa de que las niñas y niños que se encuentren en las instituciones penitenciarias con sus madres sean tratados como internos.

El establecimiento de estas disposiciones en la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, constituye un reconocimiento expreso de los derechos humanos de las mujeres internas y de sus hijos; pero además, genera obligaciones específicas a cargo del Estado que promueven, protegen y garantizan el ejercicio de sus derechos.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 100 Y 101 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 100 y 101 para quedar como sigue:

Artículo 100. Centros penitenciarios para mujeres

Las mujeres serán internadas en instituciones destinadas especialmente para ellas. Se alentará y facilitará por todos los medios razonables el contacto de éstas con sus familiares, incluidos sus hijos, así como de los tutores y representantes legales éstos. 

Artículo 101. De las mujeres embarazadas, lactantes y con hijos

A las mujeres embarazadas y lactantes, así como a sus hijos, se les suministrará alimentación suficiente y puntual, y recibirán asesoramiento sobre su salud y dieta a través de programas elaborados y supervisados por la Secretaría de Salud en los que se tendrán en cuenta las necesidades médicas y de alimentación. 

Las niñas y niños que vivan con sus madres en los centros penitenciarios dispondrán de servicios permanentes de atención de salud, y su desarrollo será supervisado por especialistas, en colaboración con los servicios de la Secretaría de Salud. Asimismo, las niñas y niños que se encuentren en las instituciones penitenciarias con sus madres nunca serán tratados como internos. 

A las internas cuyos hijos se encuentren con ellas se les brindará el máximo de posibilidades de dedicar su tiempo a ellos.  Asimismo, no se impedirá que las mujeres internas amamanten a sus hijos, salvo que existan razones sanitarias concretas para ello. 

No se aplicarán sanciones disciplinarias de aislamiento o confinamiento a las mujeres embarazadas, ni a las mujeres con hijos o a las madres en período de lactancia.

Las internas con hijos podrán retenerlos consigo hasta que cumplan su primer año de vida a cuyo término y sólo en caso de que éstas no cuenten con algún familiar que pueda hacerse cargo de éstos, teniendo presente el interés superior del niño y previa opinión favorable de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, podrán solicitar su asilo en las instituciones autorizadas para tal efecto, a fin de que permanezcan en las mismas durante la estancia de la interna.

Toda decisión de retirar a los hijos de las mujeres internas en los centros penitenciarios debe adoptarse con delicadeza, tras comprobarse que se han adoptado disposiciones alternativas para su cuidado y, en el caso de las internas extranjeras, en consulta con los funcionarios consulares.

En su caso, las actas de nacimiento de las niñas y niños nacidos en las instituciones penitenciarias señalarán como domicilio el del padre, o en su defecto, el que tenía la madre antes de su detención.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 29 DE ABRIL  DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Gracias a usted Diputada. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y de Igualdad y No Discriminación,  para efectos de estudio y dictamen. 

Esta Presidencia le da la más cordial bienvenida a Cintia Molano, representante del Consejo Nacional de Gente Pequeña, así como al señor José Manuel Valdés y la señora Magnelli padres de Sebastián, recién nacido con talla pequeña.  Sean ustedes bienvenidos. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Lariza Montiel Luis, para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 G del Orden del Día aprobado. 

Diputada Lariza Montiel Luis:

Muy buenas tardes, Diputadas y Diputados. 

Asistentes a esta sesión del Congreso. 

La presente iniciativa pretende modificar diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios, así como de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados, ambas,  por supuesto,  del estado de Coahuila. 

En la última década, las llamadas Leyes de Adquisiciones y las de Obras Públicas de los Estados y del Gobierno Federal,  han evolucionado en la introducción de mayores controles transparencia y eficiencia para la contratación de servicios, obra pública y arrendamiento de parte de la administración pública, con la finalidad de lograr que los contratos que se signen representen las mejores ofertas del mercado y reduzcan la posibilidad de prácticas corruptas como la opacidad, los costos desproporcionados y la infiltración de proveedores deshonestos, con mala reputación o que hubieren sido sancionados. 

Sin embargo, esto en materia administrativa, sin embargo aún queda mucho por hacer.   Actualmente una de las preocupaciones de diversos sectores de la sociedad, así como de especialistas en el tema es precisamente la sustentabilidad, el cuidado del medio ambiente y el compromiso que los proveedores de obras y servicios puedan tener con la administración pública y el uso de los recursos de la misma naturaleza, cuando lo que ofrezcan guarde relación por su giro naturaleza, precisamente con la observancia de leyes y normas ambientales y normas vigentes en el país, en las entidades o en los municipios. 

En este sentido, otras entidades como Chihuahua con la propia legislación federal, han venido estableciendo diversas medidas que tienen por objeto garantizar que las bases en las que se regule la contratación,  consideran aspectos de sustentabilidad ambiental, evaluación de tecnologías que promuevan incluso la eficiencia energética de manera específica o bien la inclusión de medidas que garanticen la remediación del medio ambiente. 

Este tipo de situaciones, sin embargo,  no se contemplan en nuestra legislación local y si bien el desarrollo y el crecimiento económico son esenciales para todo pueblo, pues también es necesario considerar que esta expansión debe realizarse con estricto apego y respeto al cuidado del medio ambiente, tal y como lo establece la Carta Magna en su artículo 25 que señala que será bajo los criterios de equidad social y productividad y sustentabilidad que deberá apoyarse e impulsarse a las empresas sociales o bien a las del sector privado de la economía, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público y el uso o el beneficio general de los recursos productivos pero siempre cuidando la conservación y la preservación del medio ambiente. 

Lamentablemente la práctica y en la aplicación de la ley, tanto proveedores como contratistas, incluso las autoridades,  encuentran diversas formas o espacios para la asignación de contratos de obras o la adquisición de bienes bajo valoraciones de conveniencia e interés temporal, momentáneo, sin tomar en cuenta aspectos de mayor trascendencia como lo son las normas ambientales, el respeto a la sustentabilidad y pues finalmente se asignan este tipo de contrataciones, sin considerar la posibilidad de introducir en estas leyes secundarias y precisamente por la falta de mayor regulación medidas que permitan garantizar que la inversión de los recursos públicos va a traer un beneficio en su mayor posibilidad o alcance y no que se va a participar por esta inversión de recursos de un círculo vicioso, esta es la razón o la causa por la que nosotros consideramos necesario reformar la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios del Estado, para establecer como requisito a los que busquen ser proveedores de la Administración Pública el no estar sancionado por violaciones o incumplimiento a la normatividad ambiental, o bien, sujeto algún procedimiento de responsabilidades de esta materia, y que tales requisitos o que tal situación se compruebe precisamente al órgano interno de control a efecto de obtener un certificado de aptitud en materia ambiental que le permita ser elegible para la asignación de alguna obra o de algún contrato.

De igual manera consideramos la imperiosa necesidad de introducir este mismo tipo de controles en la ley de obra pública y servicios relacionados, pues en esta materia precisamente para los contratistas y proveedores de obra pública puede resultar casi relevante el recibir multas por violaciones ambientales, pues éstas normalmente  son inferiores al margen de utilidad que les puede dejar una obra asignada, convirtiéndose esto en un círculo vicioso donde el contratista sabe de  antemano que su ganancia va hacer por mucho mayor a la que el incumplimiento a alguna norma ambiental le pueda producir mediante una sanción. 

Este círculo vicioso no solamente debe de ser cortado y atajado de raíz con las medidas que se proponen, sino que también debe de ser la autoridad muy estricta, en no abonar y no pues ser participe precisamente con los recursos públicos de este tipo de prácticas negativas. 

El texto completo de la iniciativa se encuentra registrado en la Gaceta Legislativa electrónica y por obviedad de tiempo solicito que se tenga aquí reproducida, para que sea considerada por todos ustedes,  con el ánimo de que el trabajo legislativo que nosotros realizamos pueda buscar espacios distintos para la conservación y la preservación del medio ambiente como una forma de contribución a través de este órgano legislativo. 

Es cuanto, Diputado Presidente.  Muchas gracias. 
(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios; y de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, ambas del Estado de Coahuila de Zaragoza).

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la diputada Lariza Montiel Luis  conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar diversas disposiciones de   la Ley de   Adquisiciones, Arrendamientos Y Contratación  de Servicios; y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, ambas del  Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Las llamadas leyes de “adquisiciones”, y las de obras públicas de los estados y del gobierno federal, han evolucionado constantemente en la introducción de mayores controles, transparencia y eficiencia en la contratación de servicios, obra pública y arrendamientos de parte de la administración pública, siempre en aras de celebrar contratos con los mejores ofertantes del mercado, reduciendo las prácticas corruptas, la opacidad, los costos desproporcionados y la infiltración de proveedores deshonestos, con mala reputación o sancionados por violaciones legales diversas o incumplimientos contractuales.

Sin embargo, aún queda mucho por hacer.

Actualmente, una de las preocupaciones de diversos sectores de la sociedad, así como de especialistas en el tema, es la sustentabilidad, cuidado del medio ambiente y el compromiso de los proveedores de obras y servicios, cuando lo que ofrecen guarda relación por su giro o naturaleza con las observancia de las leyes y normas ambientales vigentes en el país, en las entidades federativas  y en los municipios.

En relación con lo antes señalado, resulta oportuno citar lo que dispone la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público (Federal):

Artículo 22. Las dependencias y entidades deberán establecer comités de adquisiciones, arrendamientos y servicios que tendrán las siguientes funciones:

………..

III.  ………….

Los comités establecerán en dichas políticas, bases y lineamientos, los aspectos de sustentabilidad ambiental, incluyendo la evaluación de las tecnologías que permitan la reducción de la emisión de gases de efecto invernadero y la eficiencia energética, que deberán observarse en las adquisiciones, arrendamientos y servicios, con el objeto de optimizar y utilizar de forma sustentable los recursos para disminuir costos financieros y ambientales;

Asimismo, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos, Contratación de Servicios y Obra Pública del Estado de Chihuahua, establece:

ARTÍCULO 21. Todo ente público estará obligado a prever los efectos sobre el medio ambiente que pueda causar la ejecución de la obra pública, con sustento en los estudios de impacto ambiental previstos por la Ley Ecológica para el Estado de Chihuahua.

Los proyectos deberán incluir las obras necesarias para que se preserven o restauren las condiciones ambientales cuando éstas puedan deteriorarse, y se dará la intervención que corresponda a las dependencias federales, locales y municipales que tengan atribuciones en la materia.

En nuestros ordenamientos locales tenemos una discrepancia entre la ley que pretendemos reformar, y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila, ya que en la segunda sí se contemplan disposiciones en materia ambiental, mientras que en la de Adquisiciones no. En la Ley de Obras Públicas los artículos de referencia son los que se enlistan:

Artículo 18.- Los Órganos Ejecutores estarán obligados a considerar los efectos que se puedan causar sobre el medio ambiente con la ejecución de las obras públicas, con apoyo en la evaluación de impacto ambiental prevista por la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones aplicables. Los proyectos deberán incluir las obras necesarias para que se preserven o restituyan en forma equivalente las condiciones ambientales cuando éstas pudieran deteriorarse y se dará la intervención que corresponda a la Secretaría de Medio Ambiente del Estado y a las dependencias y entidades que tengan atribuciones en la materia. 

Artículo 67.- El contratista será el único responsable de la ejecución de los trabajos y deberá sujetarse a todos los reglamentos y ordenamientos de las autoridades competentes en materia de construcción, seguridad, uso de la vía pública, protección ecológica y de medio ambiente que rijan en el ámbito federal, estatal o municipal, así como a las instrucciones que al efecto le señale la dependencia o entidad. Las responsabilidades y los daños y perjuicios que resultaren por su inobservancia serán a cargo del contratista. 

Por su parte, la Ley de Adquisiciones de la entidad no contempla, como ya lo mencionamos, disposiciones alusivas a la materia como las plasmadas en la similar ley federal, y en la del estado de Chihuahua. Esto puede verificarse en las disposiciones relativas a los requisitos que deben satisfacer los proveedores para obtener  el Certificado de Aptitud en los artículos 23, 26 y 27; y  en las atribuciones del Comité de Adquisiciones, establecidas en el artículo 29 del multicitado ordenamiento.

El desarrollo y el crecimiento económico son esenciales para todo pueblo; pero su expansión debe realizarse con estricto respeto al cuidado del medio ambiente, tal y como lo establece el artículo 25 Constitucional en el párrafo séptimo, bajo la siguiente redacción:

……Bajo criterios de equidad social, productividad y sustentabilidad se apoyará e impulsará a las empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente……

En mérito de los argumentos y fundamentos señalados, consideramos necesario que en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos Y Contratación  de Servicios  para el  Estado de Coahuila de Zaragoza, se establezca como requisito para ser proveedor de la administración pública, el no estar sancionado por violaciones o incumplimiento de la normatividad ambiental o sujeto a un proceso de la misma naturaleza, requisitos que deberán acreditarse ante el Órgano de Control para poder obtener el Certificado de Aptitud correspondiente.

Asimismo, debe destacarse la imperiosa necesidad de introducir controles iguales en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de nuestra entidad, ya que en esta materia, para los contratistas y proveedores de obra pública, resulta casi irrelevante recibir multas por violaciones ambientales, pues  éstas son inferiores al margen de utilidad que les deja la obra asignada, convirtiendo todo en un círculo vicioso, donde el contratista sabe de antemano que su ganancia le dará para pagar las faltas y violaciones ambientales y podrá causar toda clase de daños al entorno a sus anchas. Este círculo vicioso sólo puede ser atajado y cortado de raíz con medidas como las que se proponen. Sopesando además, que la administración pública no puede ser parte de estas prácticas. 

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO PRIMERO: Se adiciona la fracción al apartado A), y agrega un nuevo contenido a la fracción VII del apartado C), recorriendo el actual a la fracción VIII, que se crea, del artículo  26  de la Ley de  Adquisiciones, Arrendamientos Y Contratación  de Servicios  para el  Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

Artículo 26.-……

A) ………

I a la VI………

VII. Cuando se detecte que el proveedor ha sido sancionado por violación o incumplimiento a las leyes y normas ambientales dentro de los últimos cinco años, o se encuentre sujeto a un proceso de esta naturaleza que aún no ha concluido  en relación a contratos celebrados con las entidades señaladas en la fracción IV del artículo 2 de esta ley, o con cualquier otra dependencia u organismo de  carácter estatal o municipal de otra entidad federativa, así como de la administración pública federal. 

B).-………

I a la V………
C).-……

I a la VI………

VII. Cuando, obtenido el certificado y durante su vigencia, se le haya sancionado por incumplimiento de la normatividad ambiental o se niegue a cumplir con las responsabilidades de remediación ambiental en los términos de la ley, y en su caso, en base a deberes contractuales adquiridos  con las entidades señaladas en la fracción VII del apartado A) del presente artículo.

VIII. Cualquier otra circunstancia que evidencie hechos de falta de probidad ética o profesional. 

Se cancelará la calidad de Salarialmente Responsable, a todos aquellos proveedores que incumplan con los requisitos contemplados en la presente ley.  

Contra las resoluciones que nieguen las solicitudes de inscripción o revalidación o determinen la suspensión o la cancelación del Certificado de Aptitud, o en su caso de la calidad de Salarialmente Responsable, el interesado podrá interponer recurso de inconformidad, en los términos de esta Ley. 

…………

ARTÍCULO SEGUNDO: Se adiciona un segundo párrafo al artículo 18, y se modifica el contenido del párrafo segundo de la fracción III del Artículo 25 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 18.-……..

Los Órganos Ejecutores deberán revisar que los contratistas o proveedores no hayan sido sancionados por violación o incumplimiento a las leyes y normas ambientales dentro de los últimos cinco años, o se encuentren sujetos a un proceso de esta naturaleza que aún no ha concluido  en relación a contratos celebrados con  cualquier  dependencia u organismo de  carácter estatal o municipal de Coahuila o de otra entidad federativa, así como de la administración pública federal. 

……

Artículo 25.-………

I….

II…..

III…..

Párrafo primero…

Los contratistas o proveedores que deseen participar en algún procedimiento de contratación, deberán de presentar el manifiesto de no conflicto de intereses y dar cumplimiento al Código de Conducta en los términos de los artículos siguientes. Aquellos que se ubiquen en los supuestos del párrafo segundo del artículo 18 no podrán participar en los procesos de licitación, invitación y adjudicación previstos en esta ley.

…….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Lo dispuesto en la fracción VII del apartado A del artículo 26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila , se entiende también en alusión al Distrito Federal, en tanto se conforma y concluye el proceso constitucional que atraviesa para su transformación. 

TERCERO.- Lo establecido en el párrafo segundo del artículo 18 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, se entenderá también en relación al Distrito Federal, en tanto se conforma y concluye el proceso constitucional que atraviesa para su transformación. 

CUARTO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 17 DEL MES DE MAYO DE 2016

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
DIP. JESUS DE LEON TELLO

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDE

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Muchas gracias,  Diputada. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las comisiones unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte, para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Antonio Nerio Maltos, para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 H del Orden del Día aprobado. 

Diputado Antonio Nerio Maltos: 

Gracias, con su permiso Diputado Presidente. 

La presente iniciativa pretende adicionar el Artículo 22 Bis, de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Protección Civil es una actividad corresponsable y participativa, cuyas bases fundamentales son la autoprotección y conservación del individuo, sus bienes, ambiente y entorno, lo que posibilita su interacción social para prevenir, preparar y mitigar los diversos factores de riesgo natural, es por ello que como parte del sistema estatal de protección civil, los Planes y Programas en la materia, son una herramienta fundamental. Estos instrumentos son importantes para que todas las poblaciones, autoridades, empresas, industrias y establecimientos, asentados en nuestro estado, estén protegidas en materia de Protección Civil de manera responsable, asumiendo los riesgos a los que pueden estar expuestos, así como para llevar a cabo las medidas correspondientes, antes, durante y después de un alto riesgo, emergencia, siniestro o desastre. 

Nuestro estado está expuesto a un gran número de fenómenos tanto naturales, como provocados por el hombre, que hacen que sus habitantes se encuentren vulnerables a diversos agentes perturbadores, conocidos como riesgos, los cuales pueden afectar sus vidas, sus bienes, el ambiente y entorno. 

Aun y cuando se tomen todas las precauciones pertinentes, Los Siniestros, Accidentes, Desastres Naturales, Industriales, etc., Estos pueden presentarse. Por lo que debemos encontrarnos lo mejor preparados para enfrentarnos a esas posibilidades con las menores perdidas, dando prioridad al salvamento de las vidas humanas sobre el de los bienes materiales. 

La presente iniciativa contiene un proyecto enfocado a tomar medidas para aumentar la calidad de la seguridad en materia de protección civil de todas y todos los Coahuilenses. Se trata de una propuesta que busca prevenir y disminuir al máximo los desastres y siniestros que ponen en riesgo la vida de la gente, y para evitar al máximo los daños al patrimonio público y privado, por medio de una buena coordinación y organización de las unidades y consejos de protección civil, por lo cual será de gran ayuda que estos tengan una preparación básica homologada. 

Es de gran importancia considerar lo que contempla nuestra constitución local, en el  artículo 172, el cual establece entre los derechos sociales de toda persona que:

(…) Todos tienen derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. El Estado y los Municipios, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva….

De la norma citada, se desprende que la protección de los habitantes del estado de Coahuila de Zaragoza ante los hechos fortuitos que afecten su integridad física y su patrimonio, debiendo no sólo incluir medidas de la autoridad  para apoyar a la ciudadanía después de un siniestro, sino que también es necesario también, que las autoridades competentes emprendan acciones preventivas permanentes, para aquellos sucesos que es posible evitar.

La Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza es un ordenamiento local cuyas disposiciones tienen por objeto establecer las bases para la protección de las personas, bienes y medio ambiente, ante la eventualidad de desastres en el Estado, así como establecer la integración y operación del Sistema Estatal de Protección Civil, frente a todo incidente natural o provocado, que pueda menoscabar o destruir el bienestar de la Población.

Ahora bien, es pertinente notar que la mencionada ley inserta, en su capítulo cuarto, referente a la educación y capacitación en materia de protección civil,  específicamente en el artículo 22 disposiciones referentes a que el “Consejo Estatal y los consejos municipales realizarán campañas permanentes de capacitación a la población en materia de protección civil”. Esto se traduce, claramente, en la obligación de la autoridad de capacitar a la ciudadanía para identificar los escenarios vulnerables, peligrosos para prevenir que puedan perjudicar a la población.

Sin embargo, nuestra ley local no prevé de forma precisa lo referente a la capacitación y la formación especializada que deben tener los servidores públicos adscritos a las unidades municipales de protección civil; particularmente, omite obligarlos a recibir un curso básico que les permita conocer el funcionamiento del sistema estatal de protección civil y de esta manera aplicar las acciones correctas  para el adecuado desenvolvimiento de los planes y programas de acción. 

Por medio de esta propuesta, buscamos que todos los servidores públicos adscritos a los servicios de atención de emergencias y protección civil cuenten con una capacitación  básica común que les permita conocer el funcionamiento del Sistema Nacional y Estatal de Protección Civil. Para ello, deberán efectuar un curso específico a través de alguna de las instituciones registradas en la Escuela Nacional de Protección Civil, donde se les expida un certificado de competencia en la materia,  y así de esa forma adquieran  los conocimientos y aptitudes generales básicos para ejercer funciones en las unidades de protección civil, con la finalidad de que como órganos operativos de los planes y programas de protección civil, puedan prestar la atención debida a la población, actuando de manera coordinada y oportuna para salvaguardar la vida, los bienes, el entorno y el ambiente de todas y todos los Coahuilenses.
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.-  Se adiciona el artículo 22 Bis; de  La ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

 

 

Artículo 22 Bis.-. . .

 

Todos los elementos operativos adscritos a las unidades de Protección civil y a los servicios de atención de emergencias, deberán contar con una capacitación básica común que les permita conocer el funcionamiento del Sistema Estatal de Protección Civil.

Para ello, deberán efectuar un curso específico que será impartido por alguna de las instituciones registradas en la Escuela Nacional de Protección Civil, el cual contendrá las materias que les permitan adquirir los  conocimientos y aptitudes generales básicas, para ejercer sus funciones en las unidades de Protección Civil y en los servicios de atención de emergencias.

 

T R A N S I T O R I O 

PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18  de Mayo de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS. 

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA        
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Carolina Morales Iribarren, para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 I del Orden del Día aprobado. 

Diputada Martha Carolina Morales Iribarren:

Buenas tardes.

Con su permiso,  Diputado Presidente. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VII Y SE ADICIONA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTA LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

La violencia contra las mujeres, debido a nuestra condición de género, se da en todos los ámbitos y por parte de agresores diversos, desde la familia, pareja hasta por desconocidos  y ello constituye un fenómeno extendido con matices y características muy diferentes en cada caso.

Durante mucho tiempo la violencia hacia la mujer por parte de la pareja fue considerada como un problema individual, privativo del ambiente familiar, en múltiples ocasiones minimizado, ocultado y hasta justificado, y ante el cual la sociedad y los organismos e instituciones públicas no tenían nada que decir o hacer. Actualmente, la violencia contra las mujeres ha dejado de ser un asunto de familia, para convertirse y ha sido ubicado como un problema social y de prioridad en la agenda política en nuestro Estado y como prueba de ello, se ha instalados centros de atención integral y empoderamiento para las mujeres en los que de brinda atención inmediata a todas las mujeres que en algún momento requieren atención por violencia de cualquier tipo. 

En 1980, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) fue el primer organismo internacional que reparó en la gravedad de la violencia contra la mujer y se reconoció explícitamente que la violencia contra las mujeres en el entorno familiar es el crimen encubierto más frecuente en el mundo. 

La violencia hacia las mujeres se vive principalmente en el hogar, por ser éste el lugar “más fácil” para su ejecución; sin embargo, hay otros tipos de violencia que se dan en distintos ámbitos: la escuela, el trabajo, la calle, los lugares de esparcimiento, etcétera. El común denominador, en todos los casos, es el poder del sexo masculino cree tener sobre el femenino. 

En el medio laboral los estereotipos de la violencia hacia las mujeres tienen expresiones diversas: acoso, hostigamiento sexual, segregación, discriminación salarial, mayores restricciones de contratación (estado civil, gravidez, etc.) y relegación a tareas subordinadas y de servicio, entre otras. Sus efectos son muy nocivos en la vida de la mujer y van desde un descenso en su productividad, pasando por el ausentismo, hasta la generación de trastornos físicos.

En Coahuila se han logrado avances importantes en el ámbito de las leyes para proteger la igualdad de género; el esfuerzo de las diferentes autoridades competentes en la materia es continuo y persistente con el fin de lograr el principio constitucional del artículo 4º  en donde se establece el principio legal que dice: “El varón y la mujer son iguales ante la ley”.  

Ese principio legal da origen a diversas leyes federales y locales que protegen la igualdad entre hombres y mujeres, y de las cuales se desprenden programas y sistemas para proteger los derechos humanos principalmente de las mujeres quienes resultan más vulnerables ante situaciones de violencia.

Sin embargo a esta lucha diaria que enfrentamos todas las mujeres por eliminar la violencia de género, se suma la violencia laboral en donde muchas mujeres se enfrentan a una pesada carga diaria en donde sufren abusos, desigualdades y numerosas violaciones a sus derechos humanos que no se atreven a denunciar por temor a sufrir represalias que las deje sin su fuente de ingresos.

Hoy, se está presentando un tema poco estudiado en México, el mobbing (anglicismo que significa acoso o acoso moral o sicológico en el trabajo), un tipo de violencia laboral. Este concepto va más allá de la simple agresión física e incluye conductas que son susceptibles de violentar e intimidar a quien las sufre. Así, la violencia en el lugar de trabajo incluiría las conductas físicas o verbales amenazantes, intimidatorias, abusivas o acosantes, que cada vez se observa más hacia la mujer trabajadora. 

El mobbing es un comportamiento negativo entre superiores e inferiores jerárquicos de una organización laboral, a causa del cual la o el afectado es sometido a ataques sistemáticos, directos o indirectos, durante mucho tiempo de manera continua.

Durante la década de los 80, el sicólogo Heinz Leyman, de la Universidad de Estocolmo, considerado la máxima autoridad mundial sobre el tema, lo define como "una situación en que una persona, o varias, ejercen una violencia sicológica extrema, de forma sistemática y recurrente, durante un tiempo prolongado, sobre otra u otras personas en el lugar de trabajo con el fin de destruir sus redes de comunicación, destruir su reputación, perturbar el ejercicio de sus labores y conseguir su desmotivación laboral".

Es por ello, que debemos seguir trabajando en materia de protección de las mujeres a una vida libre de violencia y las acciones de gobierno deben ser inmediatas para frenar este tipo de violencia que cada día toma más fuerza para garantizar un verdadero respeto a los derechos humanos de todas las mujeres.

Es cuanto, Diputado Presidente. 

(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar la fracción VII y adicionar la fracción VIII al Artículo 14 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza).

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VII Y SE ADICIONA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTA LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado, con fundamento en los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción V, 152 fracción I, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la presente Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma la fracción VII y se adiciona la fracción VIII del artículo 14 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La violencia contra las mujeres, debido a nuestra condición de género, se da en todos los ámbitos y por parte de agresores diversos, desde la familia, pareja hasta por desconocidos  y ello constituye un fenómeno extendido con matices y características muy diferentes en cada caso.

Durante mucho tiempo la violencia hacia la mujer por parte de la pareja fue considerada como un problema individual, privativo del ambiente familiar, en múltiples ocasiones minimizado, ocultado y hasta justificado, y ante el cual la sociedad y los organismos e instituciones públicas no tenían nada que decir o hacer. Actualmente, la violencia contra las mujeres ha dejado de ser un asunto de familia, para convertirse y ha sido ubicado como un problema social y de prioridad en la agenda política en nuestro Estado y como prueba de ello, se ha instalados centros de atención integral y empoderamiento para las mujeres en los que de brinda atención inmediata a todas las mujeres que en algún momento requieren atención por violencia de cualquier tipo. 

En 1980, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) fue el primer organismo internacional que reparó en la gravedad de la violencia contra la mujer y se reconoció explícitamente que la violencia contra las mujeres en el entorno familiar es el crimen encubierto más frecuente en el mundo. 

 La violencia hacia las mujeres se vive principalmente en el hogar, por ser éste el lugar “más fácil” para su ejecución; sin embargo, hay otros tipos de violencia que se dan en distintos ámbitos: la escuela, el trabajo, la calle, los lugares de esparcimiento, etcétera. El común denominador, en todos los casos, es el poder del sexo masculino cree tener sobre el femenino. 

En el medio laboral los estereotipos de la violencia hacia las mujeres tienen expresiones diversas: acoso, hostigamiento sexual, segregación, discriminación salarial, mayores restricciones de contratación (estado civil, gravidez, etc.) y relegación a tareas subordinadas y de servicio, entre otras. Sus efectos son muy nocivos en la vida de la mujer y van desde un descenso en su productividad, pasando por el ausentismo, hasta la generación de trastornos físicos.

En Coahuila se han logrado avances importantes en el ámbito de las leyes para proteger la igualdad de género; el esfuerzo de las diferentes autoridades competentes en la materia es continuo y persistente con el fin de lograr el principio constitucional del artículo 4 en donde se establece el principio legal que dice: “El varón y la mujer son iguales ante la ley”.  

Ese principio legal da origen a diversas leyes federales y locales que protegen la igualdad entre hombres y mujeres, y de las cuales se desprenden programas y sistemas para proteger los derechos humanos principalmente de las mujeres quienes resultan más vulnerables ante situaciones de violencia.

Sin embargo a esta lucha diaria que enfrentamos todas las mujeres por eliminar la violencia de género, se suma la violencia laboral en donde muchas mujeres se enfrentan a una pesada carga diaria en donde sufren abusos, desigualdades y numerosas violaciones a sus derechos humanos que no se atreven a denunciar por temor a sufrir represalias que las deje sin su fuente de ingresos.

Hoy, se está presentando un tema poco estudiado en México, el mobbing (anglicismo que significa acoso o acoso moral o sicológico en el trabajo), un tipo de violencia laboral. Este concepto va más allá de la simple agresión física e incluye conductas que son susceptibles de violentar e intimidar a quien las sufre. Así, la violencia en el lugar de trabajo incluiría las conductas físicas o verbales amenazantes, intimidatorias, abusivas o acosantes, que cada vez se observa más hacia la mujer trabajadora. 

El mobbing es un comportamiento negativo entre superiores e inferiores jerárquicos de una organización laboral, a causa del cual la o el afectado es sometido a ataques sistemáticos, directos o indirectos, durante mucho tiempo de manera continua.

Durante la década de los 80, el sicólogo Heinz Leyman, de la Universidad de Estocolmo, considerado la máxima autoridad mundial sobre el tema, lo define como "una situación en que una persona, o varias, ejercen una violencia sicológica extrema, de forma sistemática y recurrente, durante un tiempo prolongado, sobre otra u otras personas en el lugar de trabajo con el fin de destruir sus redes de comunicación, destruir su reputación, perturbar el ejercicio de sus labores y conseguir su desmotivación laboral".

Es por ello, que debemos seguir trabajando en materia de protección de las mujeres a una vida libre de violencia y las acciones de gobierno deben ser inmediatas para frenar este tipo de violencia que cada día toma más fuerza para garantizar un verdadero respeto a los derechos humanos de todas las mujeres.

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente Iniciativa con:

PROYECTO DE DECRETO

Artículo Único: Se reforma la fracción VII y se adiciona la fracción VIII del artículo 14 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 14.- Las Entidades Públicas deberán contribuir, en sus respectivas esferas de competencia, al reconocimiento y ejercicio de los derechos y a la aplicación de los principios establecidos en la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar, la Ley de Procuración de Justicia y los Códigos Civil y Penal en materia prevención y erradicación de la violencia en contra de mujeres  y, a este fin, deberán, entre otras cosas:

I al VI .- ... ...

VII.- Diseñar, con una visión transversal, la política integral con perspectiva de género orientada a la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia laboral contra las mujeres; y 

VIII.- Cooperar con las organizaciones no gubernamentales en todo lo relacionado con el tema de la violencia contra la mujer.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 17 de mayo de 2016

Por el Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

del Partido Revolucionario Institucional

DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Igualdad y No Discriminación,   para efectos de estudio y dictamen.  

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Verónica Martínez García, para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 J del Orden del Día aprobado. 

Diputada Verónica Martínez García:

Con su venia, Diputado Presidente. 

Honorable Pleno del Congreso.

Compañeras y compañeros Diputados. 

Mi intervención, es para realizar una exposición general de la iniciativa que presento el día de hoy, conjuntamente con mis compañeras y compañeros Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional. 

La iniciativa propone reformar el inciso A de la Fracción II del Artículo 311 del Código Penal Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo las siguientes consideraciones. 

Es deber del Estado Mexicano, a través de los órganos legislativos en el respectivo ámbito de sus competencias, garantizar y asegurarles a las y los ciudadanos el acceso a la justicia pronta, expedita y bajo el más estricto apego al marco del debido proceso establecido en la Constitución y los Instrumentos Internacionales.

El segundo párrafo del artículo 17 Constitucional, se encuentra encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan de manera pronta, completa e imparcial.

Artículo sobre el cual la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó al resolver el amparo en revisión 416/2005, que por lo que hacía a los actos legislativos, la justicia pronta se garantizaba cuando el legislador establecía en las leyes plazos generales, razonables y objetivos, a los cuales se tienen que sujetar tanto las autoridades como las partes en los procesos jurisdiccionales, y señaló además que para poder cumplir con las garantías constitucionales exigidas por el numeral 17 se entendería por plazos objetivos, el que se encontraran delimitados en la ley correspondiente, a efecto de impedir que pueda pasar la decisión de las partes o de las autoridades, extender los tiempos para el ejercicio de los derechos y obligaciones procedimentales, debe decirse que en los procesos jurisdiccionales la caducidad de la instancia es una institución procesal de interés público creada por el legislador, atendiendo al interés de la sociedad y del estado, en el que no haya litigios prolongados pendientes por tiempo indefinido. 

En ese orden de ideas, en el caso de los procedimientos civiles en el estado de Coahuila la figura de la caducidad de la instancia se encuentra prevista en la fracción Segunda del Artículo 311 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en donde en su inciso A),  prevé la caducidad de la instancia, operará desde el emplazamiento hasta la situación para la sentencia. 

Así, al analizar el citado numeral, quienes presentamos el presente instrumento legislativo, consideramos que el hecho de que la caducidad de la instancia empieza a operar a partir del emplazamiento no cumple con los parámetros de objetividad contemplados en el Artículo 17 Constitucional, provocando inseguridad jurídica, particularmente a la parte demandada en los juicios civiles. 

Y lo anterior, porque en términos de la redacción del actual artículo que se plantea reformar existe la posibilidad de que una vez presentada la demanda aún sin emplazarse a la parte demandada, puede prolongarse la inactividad procesal de forma indefinida, dejando en el estado de indefensión a ésta última. 

Además de generar una gran carga al sistema judicial coahuilense, al dar la posibilidad de tramitar juicios que puedan durar incluso años, en completa inactividad, sin ningún dispositivo legislativo que pueda impedirlo y contrariando con ello al principio de justicia pronta y objetiva contenido en nuestra Constitución. 

Quienes presentamos el presente instrumento legislativo, consideramos que es necesario reformar el Inciso A) de la Fracción II del Artículo 311 del Código Penal Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual preverá la caducidad de la instancia operará a partir de la presentación de la demanda y no del emplazamiento. 

Es cuanto, Diputado Presidente. 
(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el inciso A) de la fracción II, del Artículo 311, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza).

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL INCISO A), DE LA FRACCIÓN II, DEL ARTÍCULO 311, DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Verónica Martínez García, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el inciso a), de la fracción II, del artículo 311 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS


Es deber del Estado Mexicano, a través de los órganos legislativos en el respectivo ámbito de sus competencias, garantizar y asegurarles a las y los ciudadanos el acceso a la justicia pronta, expedita y bajo el más estricto apego al marco del debido proceso establecido en la Constitución y los Instrumentos Internacionales.

En ese sentido, el segundo párrafo del artículo 17 Constitucional, se encuentra encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan de manera pronta, completa e imparcial.

Artículo sobre el cual la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó al resolver el amparo en revisión 416/2005, que por lo que hacía a los actos legislativos, la justicia pronta se garantizaba cuando el legislador establecía en las leyes plazos generales, razonables y objetivos, a los cuales se tienen que sujetar tanto las autoridades como las partes en los procesos jurisdiccionales.

Además, proporcionó las siguientes directrices para considerar cuando se considerarían generales, razonables y objetivos para poder cumplir con las garantías Constitucionales exigidas por el numeral 17, precisando las siguientes definiciones: 

a) Por generales, se entenderá que sean común a los mismos procedimientos y a todos los sujetos que se sitúen en la misma categoría de parte.

b) Por razonables, que sean plazos prudentes para el adecuado actuar de la autoridad y el ejercicio del derecho de la defensa de las partes.

c) Y por objetivos, que se delimiten en la ley correspondiente a efecto de impedir que quede al arbitrio de las partes o de la autoridad extender los tiempos para el ejercicio de sus derechos y obligaciones procedimentales. 

Las anteriores consideraciones fueron además plasmadas en la tesis 1a. LXX/2005, por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXII, junio de dos mil cinco, página 438, con número de registro 177921, cuyo rubro y texto se reproduce a continuación: 

“JUSTICIA PRONTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. OBLIGACIÓN DEL LEGISLADOR PARA GARANTIZARLA. El mandato contenido en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan de manera pronta, completa e imparcial. Por lo que respecta a los actos legislativos, la justicia pronta se garantiza cuando el legislador establece en las leyes plazos generales, razonables y objetivos, a los cuales tienen que sujetarse tanto la autoridad como las partes en los procesos jurisdiccionales, entendiéndose por: a) generales, que sean comunes a los mismos procedimientos y a todos los sujetos que se sitúen en la misma categoría de parte; b) razonables, que sean plazos prudentes para el adecuado actuar de la autoridad y el ejercicio del derecho de defensa de las partes, y c) objetivos, que se delimiten en la ley correspondiente a efecto de impedir que quede al arbitrio de las partes o de la autoridad extender los tiempos para el ejercicio de sus derechos y obligaciones procedimentales.”

Así las cosas, debe decirse que en los procesos jurisdiccionales, la caducidad de la instancia es una institución procesal de interés público, creada por el legislador atendiendo al interés de la sociedad y del Estado en que no haya litigios prolongados pendientes por tiempo indefinido. 

Siendo una instancia que constituye una forma extraordinaria de terminación del proceso, debido a la inactividad procesal de una o de ambas partes, pues se trata de una sanción por el abandono de la instancia que tiene por objeto evitar que un juicio esté pendiente de forma indefinida, y cuya principal consecuencia es la extinción solo de la instancia y no así de la acción.


En ese orden de ideas, en el caso de los procedimientos civiles ventilados en los Juzgados del Estado de Coahuila, la figura de la caducidad de la instancia se encuentra prevista en la fracción II, del artículo 311 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila, tal y como se aprecia de su textualidad: 

“ARTÍCULO 311. Extinción de la instancia.
La instancia se extinguirá:

I. Porque el actor desiste de aquélla. En este caso, se observará lo siguiente:

a) Para el desistimiento se requerirá el consentimiento expreso del demandado o que éste no manifieste su oposición dentro del plazo de cinco días que se le conceda para tal fin, mediante notificación personal.

b) Las costas serán a cargo del actor, salvo convenio en contrario. En este caso el actor no podrá iniciar nuevo proceso hasta que acredite haber pagado el importe de las costas al demandado.

II. Por caducidad de la instancia. En este caso se aplicarán las reglas siguiente:

a) La caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del proceso, desde el emplazamiento hasta la citación para sentencia, si transcurridos ciento veinte días hábiles contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción de cualquiera de las partes que tienda a impulsar el procedimiento.

b) La caducidad de la instancia es de orden público e irrenunciable, por lo que no podrá ser materia de convenio entre las partes. El juzgador la declarará, de oficio o a petición de cualquiera de las partes, cuando concurran las circunstancias a que se refiere el presente artículo. Antes de decretar la caducidad el secretario de acuerdos levantará en el expediente la certificación correspondiente haciendo constar el transcurso del tiempo, sin promoción de las partes que impulse el procedimiento, dando cuenta de ello a la autoridad judicial que conozca el procedimiento, quién deberá dar vista a las partes por el plazo de tres días, con el objeto de que expongan lo que a su derecho convenga; transcurrido dicho plazo, dictará la resolución que corresponda.

c) Sólo procederá por falta de promoción de las partes dirigida a impulsar el procedimiento, ya sea en el expediente principal o en cualquier incidente o recurso. Las actuaciones o promociones de mero trámite que no impliquen ordenación o impulso de procedimiento, no se considerarán como actividad de las partes ni impedirán que opere la caducidad.

d) La caducidad de la primera instancia hará ineficaces las actuaciones del juicio y las cosas deberán volver al estado que tenían antes de la presentación de la demanda, levantándose los embargos provisionales y cautelares. Se exceptúan de la ineficacia mencionada las resoluciones firmes sobre competencia, litispendencia, cosa juzgada, personalidad y capacidad de los litigantes, que regirán en cualquier otro proceso. Las pruebas rendidas en el proceso extinguido por caducidad podrán ser invocadas en el nuevo, si se promoviere, siempre que se ofrezcan y precisen en la forma legal.

e) La caducidad de los incidentes se causará por el transcurso de treinta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, sin promoción; la declaración respectiva sólo afectará a las actuaciones del incidente sin abarcar las de la instancia principal, aunque haya quedado en suspenso ésta por la substanciación del incidente.

f) La caducidad de la segunda instancia o de los recursos de que conozcan los Tribunales Unitarios, las Salas o el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, operará por el transcurso de sesenta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última resolución, sin promoción, y dejará firme la resolución impugnada. Así lo declarará el tribunal de alzada.

g) No tendrá lugar la declaración de caducidad en los juicios universales de concursos y sucesorios, pero si en los juicios con ellos relacionados que se tramiten independientemente, los que de ellos surjan o los que por ellos se motiven; tampoco tendrá lugar en los juicios de alimentos, y en los juicios seguidos ante los jueces letrados y de conciliación.

h) La suspensión del procedimiento producirá la interrupción del plazo de la caducidad.

i) Contra la resolución de caducidad se dará sólo el recurso de reconsideración en los procedimientos que no admitan apelación. En los procedimientos que admiten la apelación, ésta se substanciará en el efecto suspensivo.

j) Las costas serán a cargo del actor, cuando se decrete la caducidad de la primera instancia, o de la parte que haya promovido el incidente o interpuesto el recurso, cuando se decrete la caducidad de un incidente o de la segunda instancia, respectivamente.”


Del numeral anterior, y particularmente del inciso a), de la fracción II, se puede advertir que la caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del proceso, desde el emplazamiento hasta la citación para sentencia. 

Así, al analizar el citado numeral, quienes presentamos el presente instrumento legislativo consideramos que el hecho de que la caducidad de la instancia empiece a operar a partir del emplazamiento, no cumple con los parámetros de objetividad contemplados en el artículo 17 Constitucional, lo que provoca inseguridad jurídica particularmente a la parte demandada en los juicios civiles.


Lo anterior, particularmente porque no justifica que el actor, en un juicio civil, tenga un plazo ilimitado para cumplir con las cargas procesales que le corresponden, anteriores al acto de emplazamiento de la demanda.


Es decir, porque existe la posibilidad de que una vez presentada la demanda, aún sin emplazarse a la parte demandada, pueda prolongarse la inactividad procesal de forma indefinida, dejando en estado de indefensión a esta última, además de generar una gran carga al sistema judicial Coahuilense, al dar la posibilidad de tramitar juicios que puedan durar incluso años en completa inactividad, sin ningún dispositivo legislativo que pueda impedirlo, y contrariando con ello el principio de justicia pronta y objetiva contenido en la Constitución. 


En ese sentido se pronunció la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. LXI/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 3, febrero de dos mil catorce, con número de registro 2005617, cuyo rubro y texto prevé lo siguiente: 

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL ARTÍCULO 137 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE EN 2008, QUE PREVEÍA QUE EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE AQUELLA FIGURA INICIA DESPUÉS DE EMPLAZAR A LA DEMANDADA, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA. La caducidad es una institución procesal de interés público, acogida por nuestro derecho con el propósito de dar estabilidad y firmeza a los negocios, disipar incertidumbres del pasado y poner fin a la indecisión de los derechos. En ese sentido, dicha figura es una forma extraordinaria de terminación del proceso por la inactividad procesal de una o ambas partes, que deriva en una sanción por el abandono de la instancia, para evitar que un juicio esté pendiente indefinidamente, y cuya consecuencia principal es la extinción de la instancia, no de la acción. Así, el establecimiento de la caducidad, como consecuencia del incumplimiento de la carga del impulso procesal, encuentra sustento en los principios de seguridad jurídica y de la administración de justicia pronta y expedita contenidos, respectivamente, en los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que los actos que integran el procedimiento judicial, tanto a cargo de las partes como del órgano jurisdiccional, deben sujetarse a plazos o términos, y no pueden prolongarse indefinidamente, lo cual se advierte del propio artículo 17 constitucional. Consecuentemente, el artículo 137 Bis del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vigente en 2008, que preveía que el cómputo del plazo para que opere la caducidad de la instancia inicia después de emplazar a la demandada, vulnera los citados principios, pues no se justifica que el actor, en un juicio civil, tenga un plazo ilimitado para cumplir con las cargas procesales que le corresponden, anteriores al acto de emplazamiento de la demandada. Máxime, que la caducidad de la instancia procede en aquellos juicios en los que se ventilan derechos particulares y, por consiguiente, disponibles, de forma que su resolución afecta, por lo general, exclusivamente a los intereses particulares de las partes en contienda.”


Podemos observar como la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se pronuncia expresamente sobre la inconstitucionalidad que existe cuando se prevé la caducidad de la instancia a partir del emplazamiento, al existir un plazo ilimitado para que la parte actora cumpla con sus cargas procesales, dando la posibilidad de que se prolongue el juicio de forma indefinida, lo que de ninguna forma se apega al marco Constitucional. 


Apoya además a lo ya expuesto, lo resulto también por la Primera Sala de la Suprema Corte en la contradicción de tesis 113/2002-PS, de la cual derivó la tesis 1a./J. 22/2003, en la cual se determinó que si bien es cierto el emplazamiento constituía un requisito para la integración de la litis, ello no relevaba al actor sobre sus cargas procesales para mantener viva la instancia, y no prolongar de manera indefinida los procesos.


Consideraciones que podemos apreciar a continuación: 

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. OPERA DESDE EL PRIMER AUTO QUE SE DICTE EN EL JUICIO AUNQUE NO SE HAYA EMPLAZADO AL DEMANDADO. El artículo 1076 del Código de Comercio señala que la caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del juicio, desde el primer auto que se dicte en el mismo y hasta la citación para oír sentencia, cuando hayan transcurrido ciento veinte días contados a partir del día siguiente a aquel en que surtió efectos la notificación de la última resolución judicial dictada, y que no hubiere promoción de cualquiera de las partes, dando impulso al procedimiento para su trámite, solicitando la continuación para la conclusión del mismo. La expresión "cualquiera que sea el estado del juicio, desde el primer auto que se dicte en el mismo", indudablemente atañe a cualquier momento procesal dentro de una instancia, la cual da inicio con la presentación de la demanda; por lo que es evidente que la caducidad de la instancia puede operar desde el primer auto que se dicte en ésta, y no a partir de que se emplace al demandado, pues ningún dispositivo de la legislación mercantil exige esa actuación procesal para que opere esta figura, ya que en todo caso, ese requisito será necesario para la integración de la litis, pero la falta de ésta, de manera alguna releva al actor de mantener viva la instancia.”

Además, podemos apreciar a menara de ejemplo diversas legislaciones procesales del resto del País, las cuales han sufrido modificaciones en el mismo sentido de la que ahora se propone, a partir de los criterios de la Suprema Corte, con la finalidad de garantizar un debido proceso a los justiciables, tal y como se aprecia a continuación: 

“ARTÍCULO 138.- La caducidad de la instancia operará, cualquiera que sea el estado del procedimiento, desde la presentación de la demanda hasta antes de que se cite a las partes para oír resolución, si transcurridos seis meses naturales contados a partir de la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción, de cualquiera de las partes, que tienda a llevar adelante el procedimiento. Los efectos y formas de la declaración de caducidad se sujetarán a las siguientes normas:

…”

(Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California) 



“Artículo 136 bis.
Operará de pleno derecho la caducidad de la primera instancia cualquiera que sea el estado del juicio desde el primer auto que se dicte en el mismo hasta antes de que concluya la audiencia de pruebas, alegatos y sentencia…”

(Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal)
Por lo anterior, es necesario reformar el inciso a) de la fracción II, del artículo 311, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila, la cual preverá que la caducidad de la instancia operará a partir de la presentación de la demanda y no del emplazamiento. 
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el inciso a), de la fracción II, del artículo 311, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

““ARTÍCULO 311. Extinción de la instancia.
La instancia se extinguirá:

I. Porque el actor desiste de aquélla. En este caso, se observará lo siguiente:

a) Para el desistimiento se requerirá el consentimiento expreso del demandado o que éste no manifieste su oposición dentro del plazo de cinco días que se le conceda para tal fin, mediante notificación personal.

b) Las costas serán a cargo del actor, salvo convenio en contrario. En este caso el actor no podrá iniciar nuevo proceso hasta que acredite haber pagado el importe de las costas al demandado.

II. Por caducidad de la instancia. En este caso se aplicarán las reglas siguiente:

a) La caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del proceso, desde la presentación de la demanda hasta la citación para sentencia, si transcurridos ciento veinte días hábiles contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción de cualquiera de las partes que tienda a impulsar el procedimiento.

b) La caducidad de la instancia es de orden público e irrenunciable, por lo que no podrá ser materia de convenio entre las partes. El juzgador la declarará, de oficio o a petición de cualquiera de las partes, cuando concurran las circunstancias a que se refiere el presente artículo. Antes de decretar la caducidad el secretario de acuerdos levantará en el expediente la certificación correspondiente haciendo constar el transcurso del tiempo, sin promoción de las partes que impulse el procedimiento, dando cuenta de ello a la autoridad judicial que conozca el procedimiento, quién deberá dar vista a las partes por el plazo de tres días, con el objeto de que expongan lo que a su derecho convenga; transcurrido dicho plazo, dictará la resolución que corresponda.

c) Sólo procederá por falta de promoción de las partes dirigida a impulsar el procedimiento, ya sea en el expediente principal o en cualquier incidente o recurso. Las actuaciones o promociones de mero trámite que no impliquen ordenación o impulso de procedimiento, no se considerarán como actividad de las partes ni impedirán que opere la caducidad.

d) La caducidad de la primera instancia hará ineficaces las actuaciones del juicio y las cosas deberán volver al estado que tenían antes de la presentación de la demanda, levantándose los embargos provisionales y cautelares. Se exceptúan de la ineficacia mencionada las resoluciones firmes sobre competencia, litispendencia, cosa juzgada, personalidad y capacidad de los litigantes, que regirán en cualquier otro proceso. Las pruebas rendidas en el proceso extinguido por caducidad podrán ser invocadas en el nuevo, si se promoviere, siempre que se ofrezcan y precisen en la forma legal.

e) La caducidad de los incidentes se causará por el transcurso de treinta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, sin promoción; la declaración respectiva sólo afectará a las actuaciones del incidente sin abarcar las de la instancia principal, aunque haya quedado en suspenso ésta por la substanciación del incidente.

f) La caducidad de la segunda instancia o de los recursos de que conozcan los Tribunales Unitarios, las Salas o el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, operará por el transcurso de sesenta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última resolución, sin promoción, y dejará firme la resolución impugnada. Así lo declarará el tribunal de alzada.

g) No tendrá lugar la declaración de caducidad en los juicios universales de concursos y sucesorios, pero si en los juicios con ellos relacionados que se tramiten independientemente, los que de ellos surjan o los que por ellos se motiven; tampoco tendrá lugar en los juicios de alimentos, y en los juicios seguidos ante los jueces letrados y de conciliación.

h) La suspensión del procedimiento producirá la interrupción del plazo de la caducidad.

i) Contra la resolución de caducidad se dará sólo el recurso de reconsideración en los procedimientos que no admitan apelación. En los procedimientos que admiten la apelación, ésta se substanciará en el efecto suspensivo.

j) Las costas serán a cargo del actor, cuando se decrete la caducidad de la primera instancia, o de la parte que haya promovido el incidente o interpuesto el recurso, cuando se decrete la caducidad de un incidente o de la segunda instancia, respectivamente.”

(Énfasis añadido)

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente Decreto también será eficaz respecto a la tramitación de los juicios que se encuentren pendientes por resolver a la fecha de su entrada en vigor. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de mayo de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Shamir Fernández Hernández, para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 K del Orden del Día aprobado. 

Diputado Shamir Fernández Hernández: 

Con el permiso de la Presidencia.
Compañeras Diputadas y Diputados. 

Con fundamento en lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, hago uso de esta tribuna a fin de hacer una exposición general de la iniciativa presentada por la cual se modifican diversas disposiciones de la Ley de Ejecuciones y Sanciones y Reinserción Social del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Las reformas constitucionales mediante las cuales se implementó la modernización del sistema de justicia en nuestro país, trae consigo numerosas garantías procesales a favor de la víctima que le permitirán gozar de una mayor certeza jurídica, con igualdad procesal para quienes han sido transgredidos en las diversas variantes de su integridad como son, la física, moral o patrimonial. Dichas reformas establecen un proceso acusatorio con nuevas reglas, modificándose en forma sustancial la naturaleza del proceso penal en beneficio de la víctima u ofendido; reglas en las cuales se privilegia el acceso a la justicia restaurativa, la cual tiene como finalidad principal, restablecer la paz social; cobrando relevancia como ya se dijo, la participación de la víctima u ofendido, además del inculpado y la sociedad en la solución del conflicto penal.

El Artículo 18 Constitucional, instituye un sistema penitenciario basado en el principio de reinserción social, que consiste en un conjunto de derechos y criterios de justicia penitenciario, fundado en los derechos humanos del sentenciado, en el que se reconocen a la delincuencia como un problema social y no individual, de suerte que el fin de la prisión cambia radicalmente, pues ya no se intentará readaptar, sino regresar al sujeto a vida de sociedad a través del trabajo, la capacitación, la educación, la salud y el deporte, que fungen como herramientas y motor de transformación del entorno como del hombre o la mujer privados de su libertad. 

En este contexto el derecho a la readaptación se encuentra titulado en el Artículo 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual reconoce tal exigencia como finalidad esencial de las penas privativas de la libertad. 

Si bien, el proceso de readaptación social busca ajustar a la conducta de delincuente a la norma social prevaleciente, que el infractor de la norma vuelva a observar el comportamiento que siguen los integrantes de la sociedad a la que pertenece, lo cierto es también que por la naturaleza del delito muchos sentenciados deben de permanecer cumpliendo la totalidad de la sentencia expuesta, sin que exista el otorgamiento de beneficios penitenciarios que le permitan únicamente cumplir en forma parcial la pena impuesta. 

No podemos dejar de mencionar las acciones realizadas para proteger a la mujer con la creación de nuevas leyes y reformas a diversos ordenamientos aprobados por esta legislatura,  cuerpos normativos que pretenden se desarrollen en una vida libre de violencia; si bien se han realizado acciones de carácter preventivo, no podemos pasar por alto las agresiones que han tenido en nuestra entidad  con  desenlace en la comisión del delito de feminicidio y que han impactado a nuestra entidad, este es un delito de odio y el sujeto activo del mismo debe por ende tener una sanción ejemplar al igual que quienes cometen el delito de violación en sus diversas modalidades por el tipo de interés que lesiona.
Atendiendo a lo anterior, la presente iniciativa pretende eliminar el último párrafo el artículo 55, que será trasladado en su integridad al Artículo 55 Bis, dispositivo que se propone adicionar.  

El artículo 55 BIS se contiene los delitos que de acuerdo a la gravedad de los mismos y al bien jurídico afectado, se consideran que, a los sentenciados por los mismos se deben exceptuar del otorgamiento de beneficios penitenciarios contenidos en la ley como lo son la preliberación, la remisión parcial de la pena y la libertad preparatoria. 

En la redacción actual del ordenamiento que se pretende reformar, se contempla la improcedencia de otorgar los beneficios a quienes se encuentran sentenciados por los delitos de  homicidio calificado o agravado, o bien cometido contra periodistas, militares o elementos de alguna corporación policiaca, terrorismo o asociación delictuosa; en el caso del delito de violación, se puede acceder al otorgamiento del beneficio de libertad preparatoria al haber cumplido el sentenciado al menos cuatro quintas partes de la pena privativa de la libertad impuesta; siendo el delito de violación y sus diversas modalidades uno de los delitos por los cuales se pretende que el sentenciado cumpla  la totalidad de la pena privativa de la libertad que  haya sido impuesta por un órgano jurisdiccional, al igual que los sentenciados por los delitos de desaparición de personas, trata de personas, menores e incapaces, feminicidio y demás  homicidios por razón del parentesco. 

Se modifica además la fracción I del artículo 69 con la finalidad de suprimir el beneficio de libertad preparatoria al sentenciado por el delito de violación como ya se mencionó anteriormente. 
El proyecto de iniciativa  tiene como objetivo equilibrar las funciones del Estado de protección a la sociedad, con el propósito de inhibir actos delictivos con firmeza y en pleno respeto a los derechos humanos de la colectividad, todo delito afecta la seguridad y tranquilidad de las personas principalmente cuando los sujetos pasivos son menores de edad o personas incapaces, lo anterior principalmente por el impacto que todas las conductas delictivas ya señaladas en la presente, tienen en la afectación a la seguridad como bienes jurídicos protegidos. 

Es cuanto, Diputado Presidente. 

(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza).

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 20 DE NOVIEMBRE DE 2012, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 

El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo:

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFOMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 20 DE NOVIEMBRE DE 2012, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las reformas constitucionales mediante las cuales se implementó la modernización del sistema de justicia en nuestro país, trae consigo numerosas garantías procesales a favor de la víctima que le permitirán gozar de una mayor certeza jurídica, con igualdad procesal para quienes han sido transgredidos en las diversas variantes de su integridad como son, la física, moral o patrimonial. Dichas reformas establecen un proceso acusatorio con nuevas reglas, modificándose en forma sustancial la naturaleza del proceso penal en beneficio de la víctima u ofendido; reglas en las cuales se privilegia el acceso a la justicia restaurativa, la cual tiene como finalidad principal, reestablecer la paz social; cobrando relevancia como ya se dijo, la participación de la víctima u ofendido, además del inculpado y la sociedad en la solución del conflicto penal.

A pesar de los beneficios que el nuevo sistema penal ofrece a favor de la víctima y la protección de los derechos humanos del trasgresor de las normas penales, es evidente que, por la gravedad de los delitos cometidos, el infractor de la ley penal será sancionado por los órganos judiciales con la imposición de una pena privativa de la libertad, la cual deberá ser cumplida en los centros que son construidos para dichos fines. El artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, instituye un sistema penitenciario basado en el principio de reinserción social, que consiste en un conjunto de derechos y criterios de justicia penitenciaria, fundados en los derechos humanos del sentenciado, en el que se reconoce a la delincuencia como un problema social y no individual, de suerte que el fin de la prisión cambia radicalmente, pues ya no se intentará readaptar, sino regresar al sujeto a la vida en sociedad, a través del trabajo, la capacitación para éste, la educación, la salud y el deporte, que fungen como herramientas y motor de transformación, tanto del entorno como del hombre o mujer privados de su libertad. En este contexto, el derecho a la readaptación social se encuentra tutelado por el artículo 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual reconoce tal exigencia como finalidad esencial de las penas privativas de la libertad.  

Todo gobernado, tiene derecho además de la garantía de acceso a la justicia la cual debe ser administrada por tribunales, también a la certeza de vivir en un estado constitucional de pleno derecho en el que se tiene pleno acceso al beneficio de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales;  si bien, el proceso de readaptación social busca ajustar la conducta del delincuente a la norma social prevaleciente, que el infractor de la norma penal vuelva a observar el comportamiento que siguen los integrantes de la sociedad a la que pertenece, lo cierto es también que por la naturaleza del delito muchos sentenciados deben permanecer cumpliendo la totalidad de la sanción impuesta, sin que exista el otorgamiento de beneficios penitenciarios que les permita únicamente cumplir en forma parcial la pena impuesta. 

No podemos dejar de mencionar las acciones realizadas para proteger a nuestras mujeres con la creación de nuevos ordenamientos y reformas a diversos ordenamientos aprobadas por esta Legislatura, cuerpos normativos que pretenden se desarrollen en una vida libre de violencia; si bien se han realizado acciones de carácter preventivo, no podemos pasar por alto las agresiones que han tenido en nuestra entidad  con  desenlace en la comisión del delito de feminicidio y que han impactado a nuestra entidad, este es un delito de odio y el sujeto activo del mismo debe por ende tener una sanción ejemplar al igual que quienes cometen el delito de violación en sus diversas modalidades por el tipo de interés que lesiona.

Atendiendo a lo anterior, la presente iniciativa pretende eliminar el último párrafo el artículo 55 y su contenido referente a las delitos previstos en la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, así como en la Ley General Para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, párrafo que será trasladado en su integridad al artículo 55 BIS, dispositivo que se propone adicionar.

En el artículo 55 BIS se contienen los delitos que de acuerdo a la gravedad de los mismos y al bien jurídico afectado, se considera que, a los sentenciados por los mismos se deben exceptuar del otorgamiento de beneficios penitenciarios contenidos en la ley como lo son la preliberación, la remisión parcial de la pena y la libertad preparatoria. 

En la redacción actual del ordenamiento que se pretende reformar, se contempla la improcedencia de otorgar los beneficios a quienes se encuentran sentenciados por los delitos de  homicidio calificado o agravado, o bien cometido contra periodistas, militares o elementos de alguna corporación policiaca, terrorismo o asociación delictuosa; en el caso del delito de violación, se puede acceder al otorgamiento del beneficio de libertad preparatoria al haber cumplido el sentenciado al menos cuatro quintas partes de la pena privativa de la libertad impuesta; siendo el delito de violación y sus diversas modalidades uno de los delitos por los cuales se pretende que el sentenciado compurgue la totalidad de la pena privativa de la libertad que le haya sido impuesta por el órgano jurisdiccional en prisión, al igual que los sentenciados por los delitos de desaparición de personas, trata de personas, menores e incapaces, feminicidio y demás  homicidios por razón del parentesco. 

Se modifica además la fracción I del artículo 69 con la finalidad de suprimir el beneficio de libertad preparatoria al sentenciado por el delito de violación como ya se mencionó anteriormente. 
El proyecto de ley tiene como objetivo equilibrar las funciones del Estado de protección a la sociedad, con el propósito de inhibir actos delictivos con firmeza y pleno respeto a los derechos humanos de la colectividad, todo delito afecta la seguridad y tranquilidad de las personas principalmente cuando los sujetos pasivos son menores de edad o personas incapaces, lo anterior principalmente por el impacto que todas las conductas delictivas ya señaladas en la presente, tienen en la afectación a la seguridad como bienes jurídicos protegidos. 
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO. – Se suprime el último párrafo del artículo 55, se adiciona el artículo 55 bis y se modifican la fracción I del artículo 69 y los artículos 63, 68 y 70 de la Ley de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial el 20 de noviembre de 2012, para quedar como sigue:

Artículo 55. Beneficios de libertad anticipada

Corresponde al juez de ejecución otorgar los beneficios de libertad anticipada, después de la sentencia ejecutoria, siendo éstos los siguientes:

I.
Tratamiento preliberacional;

II.
Remisión parcial de la pena;

III.
Libertad preparatoria.

Artículo 55 BIS.- Improcedencia de los beneficios de libertad anticipada.

No tendrán derecho a los beneficios que se establecen en el artículo anterior, o cualquier otro que implique reducción de la condena, los sentenciados por los delitos que se contienen en los siguientes artículos del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

I.- Terrorismo, del artículo 188.

II.- Desaparición de persona, contenido en el artículo 212 bis. 

III.- Asociación delictuosa, del artículo 272. 

IV.- Trata de personas, menores e incapaces, del artículo 307.

V.- Homicidio calificado, previsto en el artículo 336.

VI.- Equiparado al delito de homicidio calificado, del artículo 336 Bis.

VII.- Feminicidio, del artículo 336 bis 1.

VIII.- Parricidio, matricidio, filicidio, uxoricidio, fratricidio y otros homicidios por razón del parentesco o relación, previsto en el artículo 355.

IX.- Infanticidio.

X.- Violación, del artículo 384.

XI.- Equiparado a la violación, del artículo 386.

XII.- Violación impropia por instrumento o elemento distinto al natural, del artículo 388 y; 

XIII.- Acceso carnal violento y violación con resultado de muerte o lesiones, contenido en el artículo 388 bis.

Respecto a los sentenciados por los delitos previstos en Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, así como en la Ley General Para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estará a lo previsto en esas leyes.

Artículo 63. Casos de improcedencia

No procederá la preliberación cuando el delito por el que se le sancionó al sentenciado sea de los contemplados como de prisión preventiva forzosa en la ley, o sea algún de los que  se refiere el artículo 55 BIS de la presente ley, sin perjuicio de que, en su caso, se le apliquen las disposiciones relativas a la modificación de la pena por incompatibilidad con la sanción, previstas en esta ley.

Artículo 68. Improcedencia de la remisión parcial

No procederá la remisión parcial de la pena cuando el sentenciado sea reincidente dentro de los términos fijados en el Código Penal, de alguno de los delitos contemplados como de prisión preventiva forzosa en la ley, o bien se encuentre compurgando la pena por uno o más de los delitos a que se refiere el artículo 55 BIS de la presente ley sin perjuicio de que, en su caso, se le apliquen las disposiciones relativas a modificación de la pena por incompatibilidad con la sanción, previstas en esta ley.

Artículo 69. Libertad preparatoria

La libertad preparatoria se otorgará al sentenciado ejecutoriadamente que haya sido condenado por delitos que le permitan la concesión de este beneficio, previo cumplimiento de los siguientes requisitos: 

I. Que haya cumplido las tres quintas partes de la pena de prisión impuesta en delitos dolosos o la mitad de la pena tratándose de delitos culposos.

       II a VIII…….

Artículo 70. Casos de improcedencia de la libertad preparatoria

No procederá la libertad preparatoria cuando el sentenciado se encuentre compurgando la pena por uno o más de los delitos a que se refiere el artículo 55 BIS de la presente ley, sin perjuicio de que, en su caso, se le apliquen las disposiciones relativas a modificación de la pena por incompatibilidad con la sanción, previstas en esta ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día dieciocho de mayo de 2016.

ATENTAMENTE

Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido

Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputado.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constituciones y Justicia, para efectos de estudio y dictamen.

Esta Presidencia le da también la más cordial bienvenida a la señora Claudia Bautista y su hijo Gael, también miembros de la Asociación de Gente de Talla Pequeña. Sean bienvenidos.

A continuación, esta Presidencia informa que los coordinadores de las Comisiones de Igualdad u No Discriminación; Derechos Humanos y de Finanzas, han solicitado la dispensa de la lectura de los Considerandos y Resultandos de los dictámenes consignados en los Puntos del 9 A al 9 F del Orden del Día previamente aprobado y que sólo sea leída una exposición general de los mismos, toda vez que las iniciativas y los Considerandos a que están referidos, así como los mismos dictámenes, estuvieron a la vista de los integrantes de la Legislatura con anticipación y que se publicaron previa e íntegramente en la Gaceta Parlamentaria de la página del Congreso, por lo que dicha solicitud se somete a su consideración.

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, que tome nota de la votación e informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

Diputado Presidente, se informa que el resultado de la votación es 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de los asuntos antes mencionados.

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación, consignado en el Punto 9 A del Orden del Día.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN
DICTAMEN de la Comisión de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la iniciativa con proyecto de decreto por la cual se reforma la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas Martha Garay Cadena y Verónica Martínez García, del grupo parlamentario “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional.  
R E S U L T A N D O
PRIMERO.-  Que por acuerdo del Presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso el día 5 de abril del presente año, se acordó turnar a esta Comisión  de Igualdad y No Discriminación, la  minuta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la minuta con proyecto de decreto por la cual se reforma la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto   por los artículos 88 y 90 fracciones V y VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.  Que dicha iniciativa tiene por objeto el velar por el respeto de los derechos de las personas de talla pequeña así como por su inclusión y participación dentro de la sociedad, en el cual sea posible el reconocimiento de su autonomía y dignidad a través de mecanismos que posibiliten el desarrollo de una vida plena al margen de una sociedad igualitaria, incluyente y consciente de las necesidades especificas de cada sector de la población.

TERCERO. En consideración a las disposiciones que presenta la iniciativa, en la cual se reforma la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la cual se incorpora dentro del entendido de discapacidad previsto en la fracción de la Ley señalada, a las personas con algún trastorno de talla y peso ya sea congénito o adquirido, con la finalidad de dar reconocimiento a las necesidades de las personas con talla pequeña, las problemáticas y limitantes a las que se enfrentas, así como a el respeto de sus derechos humanos.

Lo anterior como preámbulo que al considerar este tipo de discapacidad permita acciones especificas tanto de la legislación como dentro de las acciones de las políticas públicas y sociales en las cuales se consideren las demandas y necesidades en favor de este sector de la población, para lograr las adecuaciones en infraestructura, lugares de preferencia y beneficios que coadyuven a su integración dentro de la sociedad.
CUARTO. Que en primer término, esta Comisión una vez que analizó la iniciativa con proyecto por el cual se reforma la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Donde al revisar la propuesta formulada por las Diputadas Martha Garay Cadena y Verónica Martínez García, consideramos que dicha propuesta complementa adecuadamente las disposiciones de la Ley garantizando mediante la inclusión de las personas discapacitadas, acciones que manifiesten igualdad de oportunidades, de desarrollo y de respeto a sus derechos humanos.

Que la intención de esta comisión es la privilegiar las iniciativas que promuevan la inclusión, participación, igualdad y fomento a la no discriminación de todos los sectores de la población, sin distinción de sexo, edad, condiciones físicas o discapacidades. Además de buscar la armonización de las leyes con el ámbito federal y el respeto de los acuerdos internacionales que ya incluyen esta propuesta. Considerando que la minuta de referencia cumple de manera oportuna con dichas disposiciones.

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

(…)

XXVII. Persona con discapacidad. Toda persona que por razón congénita o adquirida presenta una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, o un trastorno de talla y peso congénito o adquirido, ya sea permanente o temporal, y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al siguiente decreto.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA
A 10 DE MAYO DE 2016
COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN

	DIPUTADAS Y DIPUTADOS
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA) 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. 
MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMENES


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	


Saltillo, Coahuila a 10 de Mayo de 2016
Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia.

¡Muchas felicidades!

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación  consignado en el Punto 9 B del Orden del Día.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

DICTAMEN
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Igualdad y no Discriminación y de la Defensa de los Derechos Humanos, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona  el Párrafo III del artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, conjuntamente con las Diputadas Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Martha Hortensia Garay Cadena, Ana Isabel Duran Piña y el Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, de la fracción parlamentaria “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional.

R E S U L T A N D O
PRIMERO.- Que por acuerdo de la Presidenta de la mesa directiva del Pleno del Congreso el día 6 del mes de Octubre del año 2015, se acordó turnar a las Comisiones Unidad de Igualdad y no Discriminación y de la Defensa de los Derechos Humanos, la  iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó las Comisiones Unidas de Igualdad y no Discriminación y de la Defensa de los Derechos Humanos, la iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona el párrafo III al artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza; y, 

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Que estas Comisiones son competentes para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto   por los artículos 88 y 90 fracciones V y VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.  Que dicha iniciativa trata de contribuir con la delimitación adecuada de los objetos de la ley, a fin de que estos puedan ser entendibles y de conocimiento para la población de la Entidad, permitiendo así una mejor aplicación de la ley en la que sea posible ofrecer un cumplimiento efectivo de la misma y coadyuvando con la erradicación de prácticas discriminatorias que puedan presentarse dentro de la sociedad violentando los derechos humanos y prolongando las desigualdades sociales.

TERCERO.  En consideración a esta propuesta por la que se adiciona el párrafo III del artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza. Establece la necesidad de puntualizar de manera general en las definiciones de discriminación, que permita un mayor entendimiento y comprensión de los objetos bases de la ley, para atender de manera adecuada los actos de discriminación presentes dentro de la población y con ello evitar en mayor medida la persistencia de conductas excluyentes que afecten a los distintos grupos de la sociedad a causa de sus condiciones, características o formas específicas de ser y actuar. Ampliando el concepto de discriminación y focalizando puntos estratégicos de atención dentro de la citada ley.

Estableciendo apertura para adiciones y complementos.  
CUARTO.  Que en primer término, estas comisiones analizaron la iniciativa referida en la cual se anexa un tercer párrafo al artículo segundo de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Donde al revisar la propuesta formulada por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco y demás diputados que la suscriben, se considera que la propuesta presentada complementa las acciones que la ley prevé para promover la defensa de los derechos y culminar con los actos discriminatorios que dejen en desamparo o situación de desventaja a cualquier sector poblacional.
Considerando que la intención de estas comisiones se fundamenta en privilegiar todas las iniciativas que velen por la defensa de los derechos humanos y garanticen una vida libre de violencia evitando actos de exclusión y discriminación. Considerando que la referida iniciativa con proyecto de decreto observa el cumplimiento de dicha función, la cual genera el apoyo correspondiente a la población implicada.
Por lo anterior, estas comisiones someten a consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona el párrafo III del artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue: 
Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto
I – II …
III.- Definir los tipos de discriminación que viven los diversos grupos afectados por este hecho, en función de sus propias características o forma de vida, por su origen étnico o nacional, el sexo, la edad, la discapacidad, la condición de salud, el embarazo, la lengua, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil y otras diferencias que pueden ser motivos de distinción y exclusión o restricción de derechos. Conforme a su participación social o ámbito de acción, priorizando el carácter educativo y formativo de esta la ley para la población de la entidad, particularmente de las nuevas generaciones. 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al siguiente decreto

Así lo acuerdan las Diputadas y los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Igualdad y No discriminación y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de mayo del 2016.
COMISIONES UNIDAS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN Y DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS

	DIPUTADAS Y DIPUTADOS
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA) 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. 
MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMENES


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	


	DIPUTADAS Y DIPUTADOS
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA (COORDINADORA)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR (SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	

	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN   


	


Saltillo, Coahuila a 10 de Mayo del 2016

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, sírvase tomar nota de la votación e  informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

Diputado Presidente, le informo que el resultado de la votación es 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia.

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el Punto 9 C del Orden del Día.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal Viesca, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a incorporar como Bien del Dominio Privado del Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, los lotes de terreno que conforman una superficie de 218-81-40.48 hectáreas, ubicados en la cabecera municipal, con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de diciembre de 2015, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal Viesca, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a incorporar como Bien del Dominio Privado del Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, los lotes de terreno que conforman una superficie de 218-81-40.48 hectáreas, ubicados en la cabecera municipal, con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que tratándose de la enajenación de inmuebles del dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

TERCERO. Que el Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, según consta en certificación del acuerdo de Cabildo de fecha 15 de diciembre de 2015, se aprobó por Unanimidad de los integrantes del Cabildo, incorporar como Bien del Dominio Privado del Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, los lotes de terreno que conforman una superficie de 218-81-40.48 hectáreas, ubicados en la cabecera municipal, con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, ya que es un bien vacante en virtud de que no cuenta con dueño cierto y conocido, lo cual lo justifica con Certificado de No Antecedentes Registrales expedido por el Director del Registro Público de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza y se identifica con el siguiente:
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CUARTO. La autorización de esta operación es con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, ha cubierto los requisitos y documentación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y, en su caso aprobación el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO. Se considera como Bien del Dominio Privado del Municipio de Viesca, Coahuila de Zaragoza, los lotes de terreno que conforman una superficie de 218-81-40.48 hectáreas, ubicados en la cabecera municipal, con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, ya que es un bien vacante en virtud de que no cuenta con dueño cierto y conocido, lo cual lo justifica con Certificado de No Antecedentes Registrales expedido por el Director del Registro Público de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza y se identifica con el siguiente:
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ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos del Artículo que antecede, el presente decreto deberá inscribirse en el Registro Público; en la oficina que corresponda, de conformidad con lo señalado por el Artículo 3595, fracción I del Código Civil vigente en el Estado. 

ARTÍCULO TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de dar certidumbre jurídica para que el Ayuntamiento  lleve a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

ARTÍCULO CUARTO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 305 y 307 del Código Financiero para los Municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de mayo de 2016.
 POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Cerramos sistema.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia.

Le solicito a la Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el Punto 9 D del Orden del Día.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud.

RESULTANDO

PRIMERO. Que por el Pleno del Congreso, le fue turnada a esta Comisión de Finanzas, el día 7 de abril de 2016, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 4 de diciembre de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de la Manzana 75, ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000” primera ampliación de esta ciudad, con una superficie de 4,640.573 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 54.288 metros y curva de 50.043 metros y colinda con calle Palacio del Congreso.

Al Sur:


mide 104.190 metros y colinda con Blvd. Museo del Desierto.

Al Oriente:
mide 42.692 metros y colinda lote 02 y lote 11 área comercial de la manzana 75.

Al Poniente:
mide 53.895 metros y colinda con área municipal

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del  Ayuntamiento de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 179480, Libro 1795, Sección I, de fecha 11 de diciembre de 2006.

QUINTO. La  autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de la Manzana 75, ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000” primera ampliación de esta ciudad, con una superficie de 4,640.573 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 54.288 metros y curva de 50.043 metros y colinda con calle Palacio del Congreso.

Al Sur:


mide 104.190 metros y colinda con Blvd. Museo del Desierto.

Al Oriente:
mide 42.692 metros y colinda lote 02 y lote 11 área comercial de la manzana 75.

Al Poniente:
mide 53.895 metros y colinda con área municipal

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del  Ayuntamiento de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 179480, Libro 1795, Sección I, de fecha 11 de diciembre de 2006.

ARTÍCULO SEGUNDO. La  autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de mayo de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, sírvase tomar nota de la votación e  informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Cerramos sistema.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

Diputado Presidente, le informo que el resultado de la votación es 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia.

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el Punto 9 E del Orden del Día.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 32,549.69 M2., ubicada en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal, con objeto de que se realice la construcción del edificio que albergará el Centro de Justicia Penal Federal.

RESULTANDO

PRIMERO. Que por el Pleno del Congreso, le fue turnada a esta Comisión de Finanzas, el día 20 de abril de 2016, una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 32,549.69 M2., ubicada en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal, con objeto de que se realice la construcción del edificio que albergará el Centro de Justicia Penal Federal.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 5 de febrero de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 32,549.69 M2., ubicado en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal. 

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción 1 del Polígono 8 B1, con una superficie total de 81,095.27 M2., de la cual se desprende una superficie de 32,549.69 M2, a favor del Poder Judicial de la Federación, ubicado en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, colindante al parque público Bosque Urbano y se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

FRACCIÓN I      POLÍGONO 8 B1

SUPERFICIE DE 32,549.69 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

Y                           X

	EST
	PV
	
	
	
	

	
	
	
	
	33
	2,826,831.27
	661,892.44

	33
	34
	N  90°00’00” E
	298.16
	34
	2,826,831.27
	662,190.60

	34
	1
	S 02°17’37.03” W
	8.98
	1
	2,826,822.29
	662,190.24

	1
	2
	S 02°17’35.74” W
	67.40
	2
	2,826,754.94
	662,187.55

	2
	3
	S 02°16’43.86” W
	46.22
	3
	2,826,708.76
	662,185.71

	3
	10
	N  90°00’00” W
	235.10
	10
	2,826,708.76
	661,950.65

	10
	11
	N 23°22’57.22” W
	41.14
	11
	2,826,746.59
	661,934.29

	11
	12
	N 24°21’13.88” W
	7.79
	12
	2,826,753.69
	661,931.05

	12
	33
	N 26°28’28.73” W
	86.67
	33
	2,826,831.27
	661,892.44


Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 218821, Libro 2189, Sección I, de fecha 18 de abril de 2016.

QUINTO. La  autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción del edificio para la impartición de la Justicia y el cumplimiento del objeto del Poder Judicial de la Federación. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 32,549.69 M2., ubicado en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal. 

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción 1 del Polígono 8 B1, con una superficie total de 81,095.27 M2., de la cual se desprende una superficie de 32,549.69 M2, a favor del Poder Judicial de la Federación, ubicado en el Desarrollo Ciudad Nazas San Antonio, colindante al parque público Bosque Urbano y se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

FRACCIÓN I      POLÍGONO 8 B1

SUPERFICIE DE 32,549.69 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

Y                           X

	EST
	PV
	
	
	
	

	
	
	
	
	33
	2,826,831.27
	661,892.44

	33
	34
	N  90°00’00” E
	298.16
	34
	2,826,831.27
	662,190.60

	34
	1
	S 02°17’37.03” W
	8.98
	1
	2,826,822.29
	662,190.24

	1
	2
	S 02°17’35.74” W
	67.40
	2
	2,826,754.94
	662,187.55

	2
	3
	S 02°16’43.86” W
	46.22
	3
	2,826,708.76
	662,185.71

	3
	10
	N  90°00’00” W
	235.10
	10
	2,826,708.76
	661,950.65

	10
	11
	N 23°22’57.22” W
	41.14
	11
	2,826,746.59
	661,934.29

	11
	12
	N 24°21’13.88” W
	7.79
	12
	2,826,753.69
	661,931.05

	12
	33
	N 26°28’28.73” W
	86.67
	33
	2,826,831.27
	661,892.44


Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 218821, Libro 2189, Sección I, de fecha 18 de abril de 2016.

ARTÍCULO SEGUNDO.  La  autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción del edificio para la impartición de la Justicia y el cumplimiento del objeto del Poder Judicial de la Federación. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de mayo de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

Ya que no hay intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase tomar nota de la votación y nos informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Cerramos sistema.

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia.

Le solicito a la Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el Punto 9 F del Orden del Día.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de General Cepeda, con el fin de que se autorice al Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,800,000.00 (Siete Millones Ochocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que le fue turnada a esta Comisión de Finanzas, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de General Cepeda, con el fin de que se autorice al Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,800,000.00 (Siete Millones Ochocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha Iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción V, numeral 5, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción V numeral 5 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, corresponde al Congreso Local, autorizar los conceptos y los montos por los cuales las entidades municipales, podrán contraer obligaciones y empréstitos. Asimismo, que los Ayuntamientos tendrán la obligación de enviar al Congreso del Estado para su estudio y aprobación, los proyectos de contratación de créditos que afecten los ingresos de la administración municipal.

SEGUNDO. Que según lo dispuesto en el Artículo 12 fracción I  y demás aplicables de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, corresponde al Congreso del Estado analizar y en su caso, autorizar anualmente en la Ley de Ingresos del Estado y en las Leyes de Ingresos Municipales, los montos y conceptos de endeudamiento, directo y contingente, que sean necesarios para el financiamiento de las entidades durante el ejercicio fiscal correspondiente, en términos de lo dispuesto por el Artículo 117 fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de General Cepeda, presento certificación del acta de cabildo aprobada por unanimidad con fecha 10 de marzo del año 2015, en donde se autoriza para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,800,000.00 (Siete Millones Ochocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal.

CUARTO. Que en la Ley de Ingresos del Municipio de General Cepeda para el año 2016, en el Artículo 46, se establece que quedan comprendidos dentro de la clasificación de ingresos extraordinarios, aquéllos cuya percepción se decrete excepcionalmente por el Congreso del Estado, para proveer el pago de gastos por inversiones extraordinarias o especiales del Municipio.

Conforme a lo dispuesto en los Artículos 12 fracción I y 23 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se autoriza al Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, un monto de endeudamiento para el ejercicio fiscal del año 2016 por la cantidad de $7,800,000.00 (Siete Millones Ochocientos Mil Pesos 00/100 M.N.) más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses.

Para la contratación de créditos o empréstitos al amparo del monto de endeudamiento autorizado en el párrafo anterior, además de que no se contará con el aval o garantía del Estado, deberá observarse lo dispuesto en el artículo 4 primer párrafo, 5, 12 fracción I, 24 primer párrafo, 25, 28, 30, 35, 36, 40, 42 y 92 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

QUINTO. Que para apoyar su solicitud, el Ayuntamiento del Municipio de General Cepeda, presentó un expediente conteniendo la información y documentación necesaria para acreditar los requisitos que se establecen en la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y en otros ordenamientos, a efecto de que se pudiera tramitar y autorizar las operaciones a que se refiere su planteamiento.
SEXTO. Que la Secretaria de Finanzas emitió mediante oficio N°. SEFIN/SSI/302/2015, que el Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, no requiere la comparecencia del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza como Deudor Solidario ya que de acuerdo a la información financiera correspondiente, cuenta con la capacidad y con las garantías suficientes de pago para cubrir el crédito en el plazo establecido de 120 meses, lo cual deberá ser conforme a las disposiciones establecidas en el Capítulo Sexto y Noveno de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás ordenamientos aplicables.

SÉPTIMO. Que el citado oficio, también se señala que el Municipio, por medio del Presidente Municipal, Tesorero del Ayuntamiento y demás funcionarios facultados para ello, deben analizar con la institución financiera,  los mecanismos de pago de los compromisos crediticios que en su caso se adquieren, otorgando como garantía de pago la afectación de las participaciones presentes y futuras que en ingresos federales le corresponde.

OCTAVO.  Que en virtud de lo expuesto y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,800,000.00 (Siete Millones Ochocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Tesorero del Ayuntamiento y demás funcionarios facultados para ello, para que concurran  a la suscripción del contrato de las presentes operaciones, que en este  decreto se pactan, así, como  el mecanismo de pago de los compromisos crediticios que en su caso se adquieren, otorgando como garantía de pago la afectación de las participaciones presentes y futuras que le corresponden al Municipio de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza, previniendo las mejores condiciones que se estimen para el municipio.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de mayo de 2016.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Gracias Diputada.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado.

Se abre el sistema. Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Luisa Ivone Gallegos Martínez:

Diputado Presidente, le informo que el resultado de la votación es 22 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputado Presidente Javier de Jesús Rodríguez Mendoza:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia.

Agotados los puntos del Orden del Día y siendo las 13 horas con 28 minutos del día 18 de mayo del año 2016, se da por concluida esta Vigésima Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado. Se cita a las Diputadas y Diputados para sesionar a las 14 horas con 30 minutos del día de hoy, 18 de mayo del 2016. Por su atención, muchas gracias.
� La sobrepoblación en los centros penitenciarios de la república mexicana, análisis y pronunciamiento. CNDH 2015 


� Diagnostico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2015


� Expedientes CNDH/3/2013/8497/Q y CNDH/3/2014/6690/Q.


� La sobrepoblación en los centros penitenciarios de la república mexicana, análisis y pronunciamiento. CNDH 2015 


� Diagnostico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2015


� Expedientes CNDH/3/2013/8497/Q y CNDH/3/2014/6690/Q.


� Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, Sexagésimo quinto período de sesiones, resolución: A/RES/65/229, 16 de marzo de 2011, disponible en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf


� Lo que contempla, entre otros documentos, las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal relacionadas principalmente con el tratamiento de los reclusos, en particular las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, los procedimientos para la aplicación efectiva de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, el Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión  y los Principios básicos para el tratamiento de los reclusos.


� Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, Sexagésimo quinto período de sesiones, resolución: A/RES/65/229, 16 de marzo de 2011, disponible en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf


� Informe Especial sobre las Mujeres Internas en los Centros de Reclusión de la República Mexicana, CNDH, publicado el 18 de febrero 2015. Disponible en: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/2015_IE_MujeresInternas.pdf
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